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PRESENTACIÓN 

El Poder Judicial dominicano pertenece a la Comunidad Iberoame-
ricana de Poderes Judiciales y, como tal, participa activamente de 
las reuniones de las máximas instancias y órganos jurisdicciona-
les de los sistemas judiciales de las naciones iberoamericanas.

La Cumbre Judicial Iberoamericana es una organización que 
articula la cooperación y concertación entre los Poderes Judi-
ciales de los veintitrés países que conforman dicha Comunidad: 
Principado de Andorra, República de Argentina, República de 
Bolivia, República Federativa del Brasil, República de Colombia, 
República de Costa Rica, República de Cuba, República de Chile, 
República Dominicana, República del Ecuador, República de El 
Salvador, Reino de España, República de Guatemala, República de 
Honduras, Estados Unidos Mexicanos, República de Nicaragua, 
República de Panamá, República de Paraguay, República del Perú, 
República Portuguesa, Estado Libre Asociado de Puerto Rico, Re-
pública Oriental del Uruguay y República Bolivariana de Venezue-
la. Cooperación que se expresa y concretiza, sin menoscabo del 
necesario respeto a las diferencias que separan a sus respectivos 
Poderes Judiciales.

El Poder Judicial dominicano ha participado activamente en la 
conformación de la estructura de dicha Comunidad. Desde mi 
designación en el 2011 como presidente del mismo, he partici-
pado en las Ediciones XVI, XVII, XVIII y XIX de la Cumbre Judicial 
Iberoamericana.

Entendiendo la importancia de los productos de la Cumbre Judi-
cial Iberoamericana. Ellos son referentes trascendentales para el 
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sistema de justicia de Iberoamérica y de manera particular para 
el sistema de justicia dominicano. En esta publicación hemos rea-
lizado un compendio que contiene el Estatuto del Juez Iberoame-
ricano, la Carta de los Derechos de las Personas ante la Justicia, el 
Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial, las 100 Reglas 
de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición 
de Vulnerabilidad, el Decálogo Iberoamericano de la Justicia de 
Calidad, la Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas, 
el Decálogo Iberoamericano de Justicia Juvenil Restaurativa, la 
Declaración Judicial Iberoamericana sobre Justicia Ciudadana y 
Participativa, los Principios y Recomendaciones para la Promo-
ción de la Justicia Abierta en los Poderes, Órganos y Organismos 
Judiciales Iberoamericanos.

Para nosotros como Poder Judicial es de gran satisfacción poner 
a disposición de los administradores de justicia y de la sociedad 
dominicana la presente publicación, que, sin lugar a dudas, cons-
tituye un instrumento de consulta para lograr una justica más 
transparente, abierta, apegada a los principios éticos y garantista 
de los derechos de los usuarios del sistema.

Mag. Mariano Germán Mejía 
Presidente de la  Suprema Corte de Justicia y  
del Consejo del Poder Judicial 
Septiembre, 2018 

Presentación
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LA VI CUMBRE IBEROAMERICANA DE 
PRESIDENTES DE CORTES SUPREMAS Y 
TRIBUNALES SUPREMOS DE JUSTICIA

Celebrada en Santa Cruz de Tenerife, Canarias,  
España, los días 23, 24 y 25 de mayo de 2001.

TOMANDO EN CUENTA que la evolución de nuestras sociedades 
ha llevado a un mayor protagonismo del juez, lo cual exige que el 
Poder Judicial responda a la demanda de apertura y sensibilidad 
en relación con las necesidades expresadas por diversos sectores 
y agentes sociales y adapte sus tradicionales métodos de trabajo 
y actitudes a esas nuevas necesidades.

CONSIDERANDO que el Poder Judicial debe evolucionar hacia 
la consecución o consolidación de su independencia, no como 
privilegio de los jueces, sino como derecho de los ciudadanos y 
garantía del correcto funcionamiento del Estado constitucional y 
democrático de Derecho que asegure una justicia accesible, efi-
ciente y previsible.

CONSIDERANDO, además, que, a la par de los esfuerzos que se 
realizan en lo que se ha denominado “Reforma Judicial”, con la 
diversidad que en el ámbito iberoamericano se observa, es in-
dispensable dar respuesta a la exigencia de nuestros pueblos de 
poner la justicia en manos de jueces de clara idoneidad técnica, 
profesional y ética, de quienes depende, en último término, la 
calidad de la justicia.



Poder Judicial • República Dominicana
12	 Estatuto del juez iberoamericano 

Productos de la Cumbre Judicial Iberoamericana

CONVENCIDA de que para el mejor desempeño de la función ju-
risdiccional, y junto a las disposiciones constitucionales y legales 
de cada uno de los Estados que componen la comunidad ibe-
roamericana, es necesario que los jueces, independientemente de 
su orden jerárquico, dispongan de un instrumento que condense, 
lo más precisamente posible, los derechos, deberes, condiciones 
y requisitos que han de acompañarlos y orientarlos en el ejercicio 
de sus delicadas tareas.

DESEANDO, por último, ofrecer un referente que identifique los 
valores, principios, instituciones, procesos y recursos mínimos 
necesarios para garantizar que la función jurisdiccional se de-
sarrolle en forma independiente, defina el papel del juez en el 
contexto de una sociedad democrática y estimule los esfuerzos 
que en ese sentido desarrollan los Poderes Judiciales de la región.

Aprueba y promulga el siguiente

ESTATUTO DEL JUEZ IBEROAMERICANO

INDEPENDENCIA

Art. 1. Principio general de independencia

Como garantía para los justiciables, los Jueces son independientes 
en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y se encuentran 
tan sólo sometidos a la Constitución y a la ley, con estricto respeto 
al principio de jerarquía normativa.

Art. 2. Obligación de respeto a la independencia judicial

Los otros poderes del Estado y, en general, todas las autoridades, 
instituciones y organismos nacionales o internacionales, así como 
los diferentes grupos y organizaciones sociales, económicos y 
políticos, deben respetar y hacer efectiva la independencia de la 
judicatura.
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Art. 3. Independencia judicial y medios de comunicación

La utilización de los medios de comunicación social con el objeto 
de suplantar funciones jurisdiccionales, imponer o influir el con-
tenido de las resoluciones judiciales, en condiciones que excedan 
el legítimo derecho a la libertad de expresión e información, se 
considera lesiva para la independencia judicial.

Art. 4. Independencia interna

En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se encuentran so-
metidos a autoridades judiciales superiores, sin perjuicio de la fa-
cultad de éstas de revisar las decisiones jurisdiccionales a través 
de los recursos legalmente establecidos, y de la fuerza que cada 
ordenamiento nacional atribuya a la jurisprudencia y a los prece-
dentes emanados de las Cortes Supremas y Tribunales Supremos.

Art. 5. Defensa de la independencia judicial

Los atentados a la independencia judicial han de ser sanciona-
dos por ley, que deberá prever los mecanismos por medio de los 
cuales los jueces inquietados o perturbados en su independencia 
puedan obtener el respaldo de los órganos superiores o de go-
bierno del Poder Judicial.

Art. 6. Condiciones materiales de la independencia

El Estado garantizará la independencia económica del Poder 
Judicial, mediante la asignación del presupuesto adecuado para 
cubrir sus necesidades y a través del desembolso oportuno de las 
partidas presupuestarias.

IMPARCIALIDAD

Art. 7.  Principio de imparcialidad

La imparcialidad del juez es condición indispensable para el ejer-
cicio de la función jurisdiccional.
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Art. 8. Imparcialidad objetiva

La imparcialidad del juez ha de ser real, efectiva y evidente para 
la ciudadanía.

Art. 9. Abstención y recusación

Los jueces tienen la obligación de separarse de la tramitación y 
conocimiento de asuntos en los que tengan alguna relación previa 
con el objeto del proceso, partes o interesados en el mismo, en los 
términos previstos en la ley. 

Las abstenciones sin fundamento y las recusaciones infundadas 
aceptadas por el juez, deben ser sancionadas de conformidad con 
lo que disponga la ley.

Art. 10. Incompatibilidades

El ejercicio de la función jurisdiccional es incompatible con otras 
actividades, a excepción de aquéllas admitidas por la ley.

SELECCIÓN DEL JUEZ,  
CARRERA JUDICIAL E INAMOVILIDAD

Art. 11. Órgano y procedimiento de selección de los jueces

Los procesos de selección y nombramiento deben realizarse por 
medio de órganos predeterminados por la ley, que apliquen pro-
cedimientos también predeterminados y públicos, que valoren 
objetivamente los conocimientos y méritos profesionales de los 
aspirantes.

Art. 12. Objetividad en la selección de jueces

Los mecanismos de selección deberán adaptarse a las necesida-
des de cada país y estarán orientados, en todo caso, a la determi-
nación objetiva de la idoneidad de los aspirantes.
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Art. 13. Principio de no discriminación en la selección de 
jueces

En la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por 
motivo de raza, sexo, religión, ideología, origen social, posición 
económica u otro que vulnere el derecho a la igualdad que ampa-
ra a los aspirantes. El requisito de nacionalidad del país de que se 
trate no se considerará discriminatorio.

Art. 14. Principio de inamovilidad

Como garantía de su independencia, los jueces deben ser ina-
movibles desde el momento en que adquieren tal categoría e 
ingresan a la Carrera Judicial, en los términos que la Constitución 
establezca.

No obstante, podrán ser suspendidos o separados de sus cargos 
por incapacidad física o mental, evaluación negativa de su desem-
peño profesional en los casos en que la ley lo establezca, o destitu-
ción o separación del cargo declarada en caso de responsabilidad 
penal o disciplinaria, por los órganos legalmente establecidos, 
mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido 
proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, 
contradicción y recursos legales que correspondan.

Art. 15. Nombramiento a término de los jueces

Con conocimiento de que algunos países admiten el nombramien-
to a término de jueces, se aspira a que esta situación se modifique 
para alcanzar la garantía de inamovilidad en los términos del 
artículo anterior.

Art. 16. Inamovilidad interna

La garantía de inamovilidad del juez se extiende a los traslados, 
promociones y ascensos, que exigen el libre consentimiento del 
interesado.
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Excepcionalmente, podrá establecerse en la ley la posibilidad del 
ascenso o traslado del juez por necesidades del servicio o modifi-
cación de la organización judicial o el destino temporal de aquél, 
por iguales motivos, para reforzar otro órgano jurisdiccional. En 
casos como estos, en que prevalece el interés general sobre el 
particular, deberá garantizarse el respeto del debido proceso.

Art. 17. Objetividad en la conformación de la carrera judicial

Los traslados, promociones y ascensos de los jueces se decidirán 
con criterios objetivos predeterminados en la ley, basados, funda-
mentalmente, en la experiencia y capacidad profesionales de los 
solicitantes.

Art. 18. Inamovilidad “ad hoc”

La inamovilidad del juez garantiza también, como principio gene-
ral y salvo aquellos casos expresamente previstos en la Ley que 
no podrá ser apartado del conocimiento de los asuntos que le 
estén encomendados. 

RESPONSABILIDAD, INSPECCIÓN  
Y EVALUACIÓN DEL JUEZ

Art. 19. Principio de legalidad en la responsabilidad del juez

Los jueces responderán penal, civil y disciplinariamente de con-
formidad con lo establecido en la ley.

La exigencia de responsabilidad no amparará los atentados con-
tra la independencia judicial que pretendan encubrirse bajo su 
formal cobertura.

Art. 20. Órgano y procedimiento para la exigencia de 
responsabilidad

La responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de 
los órganos del Poder Judicial legalmente establecidos, mediante 
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procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en 
particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción 
y recursos legales que correspondan.

Art. 21. Sistema de supervisión judicial

Los sistemas de supervisión judicial han de entenderse como un 
medio para verificar el buen funcionamiento de los órganos judi-
ciales y procurar el apoyo a la mejora de la gestión de los jueces.

Art. 22. Evaluación del desempeño

En garantía de la eficiencia y calidad del servicio público de justi-
cia, puede establecerse un sistema de evaluación del rendimiento 
y comportamiento técnico profesional de los jueces.

Art. 23. Consecuencias de la evaluación negativa del desempeño

El desempeño inadecuado o deficiente en el ejercicio de la función 
jurisdiccional, debidamente acreditado mediante procedimiento 
legal y reglamentariamente establecido que prevea la audiencia 
del juez, puede conllevar la aplicación de periodos de capaci-
tación obligatoria o, en su caso, la aplicación de otras medidas 
correctivas o disciplinarias.

CAPACITACIÓN

Art. 24. Capacitación inicial

La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los 
candidatos más aptos para el desempeño de la función judicial en 
una sociedad democrática, a través de mecanismos que permitan 
comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante a la 
judicatura y la formación de éste en los conocimientos y las des-
trezas propias de su función, con una orientación teórico-práctica 
que incluya, en la medida de lo posible, un período de pasantías 
en órganos jurisdiccionales.
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Art. 25. Centros de capacitación

Las Escuelas Judiciales, sea cual sea la denominación que en cada 
país reciban, deben asumir la responsabilidad de la formación 
inicial de los jueces, y, en su caso, de los que pertenecen a la ca-
rrera judicial siguiendo las indicaciones, en su caso, del órgano 
superior de gobierno judicial, en cuanto a los propósitos que 
deben perseguirse con esa formación, diseñando, planificando y 
ejecutando los programas educativos y valorando sus resultados.

Art. 26. Costos de la capacitación inicial

Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder 
Judicial, con colaboración, en su caso, de instituciones públicas y 
privadas procurando, también, si sus posibilidades económicas lo 
permiten, facilitar fórmulas de apoyo financiero a los aspirantes 
a jueces.

Art. 27. Naturaleza y costos de la capacitación continuada

La formación continuada o capacitación en servicio constituye 
un derecho y un deber del juez y una responsabilidad del Poder 
Judicial, que deberá facilitarla en régimen de gratuidad.

Art. 28. Voluntariedad de la capacitación continuada

La capacitación continuada puede ser concebida como obligato-
ria o como voluntaria para el juez, pero habrá de revestir carácter 
obligatorio en casos de ascenso, traslado que implique cambio de 
jurisdicción, reformas legales importantes y otras circunstancias 
especialmente calificadas.

Art. 29. Órgano que tiene encomendada la capacitación 
continuada

La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecer-
se a jueces y magistrados a través de las Escuelas Judiciales, sin 
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perjuicio de que éstas recurran a la colaboración de otras institu-
ciones, públicas o privadas, cuando fuere necesario.

Art. 30. Evaluación en la capacitación

La evaluación de los aspirantes que realicen procesos o sistemas 
de formación inicial se realizará atendiendo a criterios objetivos, 
para determinar la posibilidad o imposibilidad del ingreso a la 
función. 

La evaluación de la formación continuada, incorporada al expe-
diente personal del juez, puede constituir un elemento de valo-
ración del desempeño judicial y un criterio de decisión para la 
promoción y ascenso de los jueces.

Art. 31. Participación judicial en la programación de la 
capacitación

En la definición de políticas de formación judicial, los órganos 
competentes deberán tomar en cuenta la opinión de los jueces.

RETRIBUCIÓN, SEGURIDAD SOCIAL  
Y MEDIOS MATERIALES

Art. 32. Remuneración

Los jueces deben recibir una remuneración suficiente, irreducti-
ble y acorde con la importancia de la función que desempeñan y 
con las exigencias y responsabilidades que conlleva.

Art. 33. Seguridad social

El Estado debe ofrecer a los jueces su acceso a un sistema de se-
guridad social, garantizando que recibirán, al concluir sus años 
de servicio por jubilación, enfermedad u otras contingencias 
legalmente previstas o en caso de daños personales, familiares 
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o patrimoniales derivados del ejercicio del cargo, una pensión 
digna o una indemnización adecuada. 

Es recomendable, en la medida en que las posibilidades económi-
cas lo permitan, la previsión de un sistema de seguridad para los 
jueces que incluya un seguro de riesgos múltiples.

Art. 34. Recursos humanos, medios materiales y apoyos 
técnicos

Los jueces deberán contar con los recursos humanos, medios 
materiales y apoyos técnicos necesarios para el adecuado desem-
peño de su función. 

El criterio de los jueces debe ser tomado en consideración en las 
decisiones que se adopten sobre el particular, para lo que debe 
oírse su opinión. 

En particular, los jueces deben tener fácil acceso a la legislación y 
a la jurisprudencia y disponer de los demás recursos necesarios 
para la rápida y motivada resolución de litigios y causas.

Art. 35. Seguridad personal y familiar

En garantía de la independencia e imparcialidad que han de pre-
sidir el ejercicio de la función judicial, el Estado proporcionará 
los medios necesarios para la seguridad personal y familiar de 
los jueces en función de las circunstancias de riesgo a que se vean 
sometidos.

DERECHO DE ASOCIACIÓN PROFESIONAL

Art. 36. Derecho de asociación de los jueces

La imparcialidad es compatible con el reconocimiento de la liber-
tad de asociación de los jueces salvo las excepciones que establez-
ca la Constitución o legislación de cada país.
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ÉTICA JUDICIAL

Art. 37. Servicio y respeto a las partes

En el contexto de un Estado constitucional y democrático de 
Derecho y en el ejercicio de su función jurisdiccional, los jueces 
tienen el deber de trascender el ámbito de ejercicio de dicha 
función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de 
eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la 
dignidad de la persona que acude en demanda del servicio.

Art. 38. Obligación de independencia

El juez está obligado a mantener y defender su independencia en 
el ejercicio de la función jurisdiccional.

Art. 39. Debido proceso

Los jueces tienen el deber de cumplir y hacer cumplir el principio 
del debido proceso, constituyéndose en garantes de los derechos 
de las partes y, en particular, velando por dispensarles un trato 
igual que evite cualquier desequilibrio motivado por la diferencia 
de condiciones materiales entre ellas y, en general, toda situación 
de indefensión.

Art. 40. Limitaciones en la averiguación de la verdad

Los jueces habrán de servirse tan sólo de los medios legítimos 
que el ordenamiento pone a su alcance en la persecución de la 
verdad de los hechos en los casos de que conozcan.

Art. 41. Motivación

Los jueces tienen la inexcusable obligación, en garantía de la legi-
timidad de su función y de los derechos de las partes, de motivar 
debidamente las resoluciones que dicten.
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Art. 42. Resolución en plazo razonable

Los jueces deben procurar que los procesos a su cargo se resuel-
van en un plazo razonable. Evitarán o, en todo caso, sancionarán 
las actividades dilatorias o de otro modo contrarias a la buena fe 
procesal de las partes.

Art. 43. Principio de equidad

En la resolución de los conflictos que lleguen a su conocimiento, 
los jueces, sin menoscabo del estricto respeto a la legalidad vigen-
te y teniendo siempre presente el trasfondo humano de dichos 
conflictos, procurarán atemperar con criterios de equidad las 
consecuencias personales, familiares o sociales desfavorables.

Art. 44. Secreto profesional

Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto 
profesional en relación con las causas en trámite y con los hechos 
o datos conocidos en el ejercicio de su función o con ocasión de 
ésta. 

No evacuarán consulta ni darán asesoramiento en los casos de 
contienda judicial actual o posible.
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CARTA DE DERECHOS DE LAS 
PERSONAS ANTE LA JUSTICIA EN EL 

ÁMBITO JUDICIAL IBEROAMERICANO

Preámbulo

La preocupación porque las instituciones y poderes públicos pue-
dan actuar de modo más abierto y transparente no puede excluir 
al Poder Judicial.

La eficacia de la justicia, sin duda, está vinculada a la accesibi-
lidad, a la información, a la transparencia, e, incluso a la simple 
amabilidad en el trato.

La dignidad de la persona y los derechos que le son inalienables 
demandan la institucionalización de unos principios básicos que 
protejan a las personas cuando demanden justicia.

Todos estos principios pueden ser trasladados al ámbito del Poder 
Judicial y convertirse en una verdadera declaración de derechos 
de las personas frente a la administración de justicia.

Y nada mejor que un proyecto tan ambicioso alcance una dimen-
sión internacional, y se plasme en el marco de la VII Cumbre 
Iberoamericana de Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales 
Supremos de Justicia con el fin de asegurar la unidad y continui-
dad de los esfuerzos y garantizar el consenso sobre las bases del 
funcionamiento de este Poder del Estado.

1.	 La presente carta resulta de aplicación a todas aquellas per-
sonas que requieran el servicio de administración de justicia 
en el ámbito iberoamericano.
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UNA JUSTICIA MODERNA Y  
ACCESIBLE A TODAS LAS PERSONAS

Una justicia transparente

2.	 Todas las personas tienen derecho a recibir información ge-
neral y actualizada sobre el funcionamiento de los juzgados 
y tribunales y sobre las características y requisitos genéricos 
de los distintos procedimientos judiciales.

	 Se impulsará la creación y dotación material de Oficinas de 
Atención e Información, asegurando su implantación en todo 
el territorio nacional.

	 La información sobre los horarios de atención al público se 
situará en un lugar claramente visible en las sedes de los 
órganos jurisdiccionales.

3.	 Todas las personas tienen derecho a recibir información 
transparente sobre el estado, la actividad y los asuntos tra-
mitados y pendientes de todos los órganos jurisdiccionales si 
así lo solicitan.

	 Los Poderes Judiciales canalizarán esta información para 
facilitar su consulta en el marco de un plan de transparencia.

4.	 Todas las personas tienen derecho a conocer el contenido ac-
tualizado de las leyes de su Estado y de la normativa interna-
cional mediante un sistema electrónico de datos fácilmente 
accesible.

5.	 Todas las personas tienen derecho a conocer el contenido y 
estado de los procesos en los que tenga interés legítimo de 
acuerdo con lo dispuesto en las leyes procesales.

	 Los interesados tendrán acceso a los documentos, libros, 
archivos y registros judiciales que no tengan carácter 
reservado.
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	 Las autoridades y funcionarios expondrán por escrito a las 
personas que lo soliciten los motivos por los que se deniega 
el acceso a una información de carácter procesal.

Una justicia comprensible

6.	 Todas las personas tienen derecho a que los actos de co-
municación contengan términos sencillos y comprensibles, 
evitándose el uso de elementos intimidatorios innecesarios.

7.	 Todas las personas tienen derecho a que en las vistas y 
comparecencias se utilice un lenguaje que, respetando las 
exigencias técnicas necesarias, resulte comprensible para 
todos los que no sean especialistas en derecho.

	 Los Jueces y Magistrados que dirijan los actos procesales 
velarán por la salvaguardia de este derecho.

8.	 Todas las personas tienen derecho a que las sentencias 
y demás resoluciones judiciales se redacten de tal forma 
que sean comprensibles por sus destinatarios, empleando 
una sintaxis y estructura sencillas, sin perjuicio de su rigor 
técnico.

	 Se deberá facilitar especialmente el ejercicio de estos dere-
chos en aquellos procedimientos en los que no sea obligato-
ria la intervención de abogado.

9.	 Todas las personas tienen derecho a disponer gratuitamente 
de los formularios necesarios para el ejercicio de sus dere-
chos ante los tribunales cuando no sea preceptiva la inter-
vención de abogado.

Una justicia atenta con todas las personas

10.	 Todas las personas tienen derecho a ser atendidos, dentro 
del plazo adecuado, de forma respetuosa y adaptada a sus 
circunstancias psicológicas, sociales y culturales.
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11.	 Todas las personas tienen derecho a exigir que las actuacio-
nes judiciales en las que resulte obligatoria su comparecen-
cia se celebren con la máxima puntualidad.

a)	 El Juez o el funcionario judicial competente deberá in-
formar a todas las personas sobre las razones del retra-
so o de la suspensión de cualquier actuación procesal a 
la que estuviera convocado.

b)	 La suspensión se comunicará a la persona, salvo causa 
de fuerza mayor, con antelación suficiente para evitar 
su desplazamiento.

12.	 Todas las personas tienen derecho a que su comparecencia 
personal ante un órgano de la Administración de Justicia 
resulte lo menos gravosa posible.

a)	 La comparecencia de las personas ante los órganos ju-
risdiccionales solamente podrá ser exigida cuando sea 
estrictamente indispensable conforme a la Ley.

b)	 Se procurará siempre concentrar en un solo día las dis-
tintas actuaciones que exijan la comparecencia de una 
persona ante un mismo órgano judicial.

c)	 Se tramitarán con preferencia y máxima celeridad las 
indemnizaciones económicas que corresponda legal-
mente percibir a la persona por los desplazamientos 
para acudir a una actuación judicial.

d)	 Las dependencias judiciales accesibles al público, tales 
como zonas de espera, salas de vistas o clínicas médi-
co-forenses, deberán reunir las condiciones y servicios 
necesarios para asegurar una correcta atención a la 
persona.

13.	 Todas las personas tienen derecho a ser adecuadamente pro-
tegidos cuando declare como testigo o colabore de cualquier 
otra forma con la Administración de Justicia.
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a)	 Se tramitarán con preferencia y máxima celeridad las 
indemnizaciones económicas que corresponda legal-
mente percibir a la persona por los desplazamientos 
para acudir a una actuación judicial.

b)	 Las dependencias judiciales accesibles al público, tales 
como zonas de espera, salas de vistas o clínicas médi-
co-forenses, deberán reunir las condiciones y servicios 
necesarios para asegurar una correcta atención a la 
persona.

14.	 Todas las personas tienen derecho a conocer la identidad y 
categoría de la autoridad o funcionario que le atienda, salvo 
cuando esté justificado por razones de seguridad en causas 
criminales.

a)	 Los datos figurarán en un lugar fácilmente visible del 
puesto de trabajo.

b)	 Quien responda por teléfono o quien realice una comu-
nicación por vía telemática deberá en todo caso identi-
ficarse ante la persona.

15.	 Todas las personas tienen derecho a ser atendidos personal-
mente en el órgano y oficinas judiciales respecto a cualquier 
incidencia relacionada con el funcionamiento de dicho órga-
no en la forma establecida legalmente.

	 Las declaraciones y testimonios, los juicios y vistas, así como 
las comparecencias que tengan por objeto oír a las partes 
antes de dictar una resolución, se celebrarán siempre con 
presencia de Juez o Tribunal de acuerdo con lo previsto en 
las leyes.

16.	 Todas las personas tienen derecho a ser atendidas en el hora-
rio de funcionamiento previsto.

17.	 En el caso de que existan varias lenguas todas las personas 
tienen derecho a utilizar con la Administración de Justicia del 
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territorio de su comunidad la lengua oficial que escojan, y a 
ser atendidas en los términos establecidos por la legislación 
interna del Estado.

Una justicia responsable ante el ciudadano

18.	 Todas las personas tienen derecho a formular reclamaciones, 
quejas y sugerencias relativas al incorrecto funcionamiento 
de la Administración de Justicia, así como a recibir respuesta 
a las mismas con la mayor celeridad y, en todo caso, dentro 
del plazo que legalmente se establezca.

	 Se implantarán sistemas para posibilitar las quejas y suge-
rencias de las personas sobre el funcionamiento de los ór-
ganos judiciales. Se implantarán sistemas para garantizar el 
ejercicio de este derecho por vía telemática.

	 La persona tiene derecho a conocer el procedimiento me-
diante el cual será tratada su sugerencia o queja.

	 En todas las dependencias de la Administración de Justicia 
estarán a disposición de todas las personas, en lugar visible 
y suficientemente indicado, los formularios necesarios para 
ejercer este derecho.

19.	 Todas las personas tienen derecho de acuerdo con arreglo a 
la normativa interna a exigir responsabilidades por error ju-
dicial o por el funcionamiento anormal de la Administración 
de Justicia.

	 Las reclamaciones indemnizatorias se tramitarán con prefe-
rencia y celeridad.

Una justicia ágil y tecnológicamente avanzada

20.	 Todas las personas tienen derecho a una tramitación ágil de 
los asuntos que le afecten, que deberán resolverse dentro 
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del plazo legal y a conocer, en su caso, el motivo concreto del 
retraso.

	 Las autoridades judiciales competentes elaborarán un pro-
grama de previsiones con la duración debida de los distintos 
procedimientos en todos los órdenes jurisdiccionales, al cual 
se dará una amplia difusión pública.

21.	 Todas las personas tienen tiene derecho a que no se le exi-
ja la aportación de documentos que obren en poder de las 
Administraciones Públicas, salvo que las leyes procesales 
expresamente lo requieran.

22.	 Todas las personas tienen derecho a comunicarse con los 
órganos jurisdiccionales a través del correo electrónico, vi-
deoconferencia y otros medios telemáticos con arreglo a lo 
dispuesto en las leyes procesales.

a)	 Los poderes públicos impulsarán el empleo y aplicación 
de estos medios en el desarrollo de la actividad de los 
órganos jurisdiccionales así como en las relaciones de 
ésta con todas las personas.

b)	 Los documentos emitidos por los órganos jurisdiccio-
nales y por los particulares a través de medios electró-
nicos y telemáticos, en soportes de cualquier naturale-
za, tendrán plena validez y eficacia siempre que quede 
acreditada su integridad y autenticidad de conformidad 
con los requisitos exigidos en las leyes.

UNA JUSTICIA QUE PROTEGE  
A LOS MÁS DÉBILES

Protección de las víctimas

23.	 La persona que sea víctima tiene derecho a ser informado 
con claridad sobre su intervención en el proceso penal, las 
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posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido, así 
como sobre el curso del proceso.

a)	 Se asegurará que la víctima tenga un conocimiento efec-
tivo de aquellas resoluciones que afecten a su seguridad, 
sobre todo en los casos de violencia dentro de la familia.

b)	 Se crearán Oficinas de Atención a las víctimas y donde 
existan se ampliarán sus funciones buscando un servicio 
integral a la persona afectada por el delito, asegurando 
que presten servicio en todo el territorio nacional.

24.	 La persona que sea víctima tiene derecho a que su compa-
recencia personal ante un Juzgado o Tribunal tenga lugar de 
forma adecuada a su dignidad y preservando su intimidad y 
propia imagen.

a)	 Se adoptarán las medidas necesarias para que la víctima 
no coincida con el agresor cuando ambos se encuentren 
en dependencias judiciales a la espera de la práctica de 
cualquier actuación procesal.

b)	 Las autoridades y funcionarios velarán especialmente 
por la eficacia de este derecho en los supuestos de vio-
lencia doméstica o de género, otorgando a las víctimas 
el amparo que necesiten.

25.	 La persona que sea víctima tiene derecho a ser protegida de 
forma inmediata y efectiva por los Juzgados y Tribunales, 
especialmente frente al que ejerce violencia física o psíquica 
en el ámbito familiar.

	 Se facilitará el uso de aquellos medios técnicos que resulten 
necesarios para la debida protección de la víctima, tales 
como los instrumentos de localización de personas, los me-
canismos de teleasistencia y otros similares.

26.	 La persona que sea víctima tiene derecho a ser protegida 
frente a la publicidad no deseada sobre su vida privada en 
toda clase de actuaciones judiciales.
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	 Los Jueces y Magistrados velarán por el adecuado ejercicio 
de este derecho.

Protección de los integrantes de las poblaciones indígenas

27.	 Los Poderes Judiciales promoverán las condiciones precisas 
para que la población indígena de los distintos Estados pue-
dan acceder a los órganos jurisdiccionales con plenitud de 
derechos. A tal fin se establecerán los mecanismos precisos 
para la utilización de la lengua propia y todos aquellos otros 
que posibiliten la efectiva comprensión del sentido y signifi-
cado de las actuaciones judiciales.

	 Los Poderes Judiciales se asegurarán en que el trato que 
reciban los integrantes de las poblaciones indígenas de los 
órganos jurisdiccionales, sea respetuoso con su dignidad y 
tradiciones culturales.

	 Los sistemas de justicia podrán integrar mecanismos de 
resolución de conflictos de acuerdo con el derecho consuetu-
dinario de las poblaciones indígenas.

Protección del niño o el adolescente

28.	 El niño o el adolescente tiene derecho a que su comparecen-
cia ante los órganos judiciales tenga lugar de forma adecuada 
a su situación y desarrollo evolutivo.

a)	 Para el cumplimiento de este derecho podrán utilizarse 
elementos técnicos tales como circuitos cerrados de 
televisión, videoconferencia o similares.

b)	 Se procurará evitar la reiteración de las comparecencias 
del niño o del adolescente ante los órganos judiciales.

29.	 El niño o el adolescente que tuviere suficiente juicio tiene 
derecho a ser oído en todo proceso judicial en que esté direc-
tamente implicado y que conduzca a una decisión que afecte 
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a su esfera personal, familiar o social, así como a que las 
distintas actuaciones judiciales se practiquen en condiciones 
que garanticen la comprensión de su contenido.

Los Poderes Judiciales velarán por la efectividad de este 
derecho, prestando al niño o al adolescente la asistencia 
que necesite.

30.	 El niño o el adolescente tiene derecho a que las autoridades 
y funcionarios judiciales guarden la debida reserva sobre las 
actuaciones relacionadas con ellos, que en todo caso deberán 
practicarse de manera que se preserve su intimidad y el de-
recho a su propia imagen.

Protección de las personas con discapacidades

31.	 La persona afectada por cualquier tipo de discapacidad 
sensorial, física o psíquica, podrá ejercitar con plenitud los 
derechos reconocidos en esta Carta y en las leyes procesales.

a)	 Solamente deberá comparecer ante el órgano judicial 
cuando resulte estrictamente necesario conforme a la 
ley.

b)	 Los edificios judiciales deberán estar provistos de 
aquellos servicios auxiliares que faciliten el acceso y la 
estancia en los mismos.

32.	 Aquellas personas cuya discapacidad les impida ver, oír o 
hablar tienen derecho a la utilización de un intérprete de 
signos o de aquellos medios tecnológicos que permitan tanto 
obtener de forma comprensible la información solicitada, 
como la práctica adecuada de los actos de comunicación y 
otras actuaciones procesales en las que participen.

a)	 Se promoverá el uso de medios técnicos tales como vi-
deotextos, teléfonos de texto, sistema de traducción de 
documentos a braille, grabación sonora o similares.
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b)	 Se comprobará con especial cuidado que el acto de 
comunicación ha llegado a conocimiento efectivo de su 
destinatario y, en su caso, se procederá a la lectura en 
voz alta del contenido del acto.

33.	 Se garantizará el uso de intérprete cuando el extranjero que 
no conozca la lengua o lenguas oficiales ni, en su caso, la 
lengua oficial propia de la comunidad, hubiese de ser inte-
rrogado o prestar alguna declaración, o cuando fuere preciso 
darle a conocer personalmente alguna resolución.

34.	 Todos los extranjeros tienen derecho a recibir una protec-
ción adecuada de los órganos jurisdiccionales con el objeto 
de asegurar que comprendan el significado y trascendencia 
jurídica de las actuaciones procesales en las que intervengan 
por cualquier causa.

	 Los Jueces y tribunales velarán en todo momento por el cum-
plimiento de este derecho.

Eficacia de la carta de derechos

35.	 Todas las personas tienen interés en la efectividad de los 
derechos que se reconocen en esta Carta. Las partes que 
suscriben este documento promoverán la adopción de las 
disposiciones legales necesarias y la provisión de medios 
suficientes para garantizar su cumplimiento.

36.	 Las Secretarías Pro Tempore y Permanente de la Cumbre 
llevarán a cabo un seguimiento y evaluación permanente 
del desarrollo y cumplimiento de esta Carta, que será objeto 
de tratamiento en las correspondientes reuniones prepa-
ratorias que se lleven a efecto, sin perjuicio del derecho de 
cada país a instar y sugerir propuestas relativas a la labor de 
seguimiento.





III
CÓDIGO MODELO  

IBEROAMERICANO DE  
ÉTICA JUDICIAL1

1	 Reformado el 2 de abril de 2014 en la XVII Reunión Plenaria de la Cumbre 
Judicial Iberoamericana, Santiago, Chile.
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CÓDIGO MODELO IBEROAMERICANO 
DE ÉTICA JUDICIAL

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I.	 La actualidad de la Ética Judicial en Iberoamérica

En nuestro espacio geográfico y cultural se asiste en los últimos 
años a la sanción de Códigos de Ética Judicial o reglamentaciones 
particulares análogas (hasta la fecha se han establecido en 15 
países) con contenidos y diseños institucionales diversos. La mis-
ma Cumbre Judicial Iberoamericana ha avalado esa alternativa 
incluyendo en el Estatuto del Juez Iberoamericano, aprobado en 
Canarias en el año 2001, un capítulo dedicado específicamente a 
la “Ética Judicial”. En sintonía con esos antecedentes, en la Carta 
de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espacio Judicial 
Iberoamericano (Cancún, 2002), se reconoció “un derecho funda-
mental de la población a tener acceso a una Justicia independiente, 
imparcial, transparente, responsable, eficiente, eficaz y equitativa”. 
Esa realidad motivó que en la Declaración Copán-San Salvador, 
2004, los Presidentes de Cortes y Tribunales Supremos de Justi-
cia y de Consejos de la Judicatura pertenecientes a los países que 
integran Iberoamérica aprobaron la siguiente declaración:

Primera: Reiterar como principios éticos básicos para los 
juzgadores iberoamericanos los ya establecidos en la Segun-
da Cumbre Iberoamericana de Cortes y Tribunales Supre-
mos de Justicia, que tiene su reflejo en el Estatuto del Juez 
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Iberoamericano y en la Carta de Derechos del Ciudadano 
frente a la justicia. 

Segunda: Realizar todos los esfuerzos necesarios para que se 
aprueben e implanten dichos principios en la normativa de 
todos los países de Iberoamérica, en particular en aquellos 
donde todavía no existe un Código de Ética, promoviendo su 
creación. 

Tercera: Revisar el texto de los Códigos de Ética que ya exis-
ten, a efecto de promover que las normas que rigen la ética de 
los jueces se acoplen al principio de independencia respecto 
a cualquier otra autoridad y respecto de cualquiera de las 
partes involucradas en los procesos judiciales concretos, y a 
los principios derivados de aquél. 

Cuarta: Dar a conocer en su respectiva judicatura los princi-
pios de ética que se consagran en cada uno de sus Códigos de 
Ética Judicial e integrarlos a los programas de capacitación 
existentes en cada país. 

Quinta: Difundir entre los justiciables, a través de distintos 
medios informativos, sus Códigos de Ética con el propósito 
de incrementar la confianza y la autoridad moral de los 
juzgadores. 

Sexta: Impulsar la elaboración de un Código Modelo Ibe-
roamericano de Ética Judicial.

II. 	 El Código Modelo como fruto del desarrollo regional 
de la ética judicial

La identidad de Iberoamérica cuenta con rasgos visibles y expli-
caciones históricas extendidas pero, sobre todo, Iberoamérica 
aparece en el mundo globalizado del presente como un espacio 
que interactúa con otras culturas, sin perder por ello sus propias 
características que la tornan peculiar. En ese marco, los Poderes 
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Judiciales Iberoamericanos han ido construyendo -trabajosa, 
pero exitosamente- una realidad que, por encima de las particu-
laridades nacionales, exhibe rasgos comunes desde los cuales es 
posible ir delineando políticas de beneficio mutuo. En la confi-
guración de la ética judicial Iberoamericana hay rasgos comunes 
con otras experiencias análogas que ofrecen distintos espacios 
culturales, pero también algunas características distintivas que 
expresan aquella identidad. La realización de un Código Modelo 
Iberoamericano supone un nuevo tramo de ese camino que ya se 
ha ido recorriendo y posibilita que la región se presente al mundo 
desde una cierta tradición, pero también como un proyecto inaca-
bado, que sin suprimir las individualidades nacionales, descubre 
y ofrece una riqueza común.

III.	 El Código Modelo como compromiso institucional 
con la excelencia e instrumento para fortalecer la 
legitimación del Poder Judicial

A pesar de aquella decisión de la Cumbre Judicial Iberoamericana 
y del contexto señalado que la respalda, dado que persisten voces 
judiciales escépticas o desconfiadas, se hace necesario justificar 
este empeño en la aprobación de un Código Modelo Iberoamerica-
no de Ética Judicial. En último término, se trata de, a partir de las 
exigencias que el propio Derecho plantea a la actividad judicial, 
profundizar en las mismas y añadir otras, de cara a alcanzar lo que 
podría llamarse el “mejor” juez posible para nuestras sociedades. 
La ética judicial incluye los deberes jurídicos que se refieren a las 
conductas más significativas para la vida social, pero pretende 
que su cumplimiento responda a una aceptación de los mismos 
por su valor intrínseco, esto es, basada en razones morales; ade-
más, completa esos deberes con otros que pueden parecer menos 
perentorios, pero que contribuyen a definir la excelencia judicial. 
De lo cual se sigue que la ética judicial supone rechazar tanto los 
estándares de conducta propios de un “mal” juez, como los de 
un juez simplemente “mediocre” que se conforma con el mínimo 
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jurídicamente exigido. A este respecto, corresponde advertir que 
la realidad actual de la autoridad política en general, y de la judicial 
en particular, exhibe una visible crisis de la legitimidad que con-
lleva en los que la ejercen el deber de procurar que la ciudadanía 
recupere la confianza en aquellas instituciones. La adopción de un 
Código de Ética implica un mensaje que los mismos Poderes Judi-
ciales envían a la sociedad reconociendo la inquietud que provoca 
esa débil legitimidad y el empeño en asumir voluntariamente un 
compromiso fuerte por la excelencia en la prestación del servicio 
de justicia. Resulta oportuno señalar que no obstante el recurso 
a una terminología muy extendida en el mundo del Derecho, tal 
como “código”, “tribunal”, “responsabilidad”, “sanción”, “deber” 
etc., ella es asumida no con aquella carga, sino como términos que 
permiten ser utilizados en el campo ético con las particularidades 
que esta materia implica.

IV. 	 La ética judicial y la necesidad de armonizar los valo-
res presentes en la función judicial

Cabe recordar que en el Estado de Derecho al juez se le exige 
que se esfuerce por encontrar la solución justa y conforme al 
Derecho para el caso jurídico que está bajo su competencia, y que 
ese poder e imperium que ejerce procede de la misma sociedad 
que, a través de los mecanismos constitucionales establecidos, lo 
escoge para tan trascendente y necesaria función social, con base 
en haber acreditado ciertas idoneidades específicas. El poder que 
se confiere a cada juez trae consigo determinadas exigencias que 
serían inapropiadas para el ciudadano común que ejerce pode-
res privados; la aceptación de la función judicial lleva consigo 
beneficios y ventajas, pero también cargas y desventajas. Desde 
esa perspectiva de una sociedad mandante se comprende que el 
juez no solo debe preocuparse por “ser”, según la dignidad propia 
del poder conferido, sino también por “parecer”, de manera de 
no suscitar legitimas dudas en la sociedad acerca del modo en el 
que se cumple el servicio judicial. El Derecho ha de orientarse al 
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bien o al interés general, pero en el ámbito de la función judicial 
adquieren una especial importancia ciertos bienes e intereses 
de los justiciables, de los abogados y de los demás auxiliares y 
servidores de la justicia, que necesariamente han de tenerse 
en consideración. La ética judicial debe proponerse y aplicarse 
desde una lógica ponderativa que busca un punto razonable de 
equilibrio entre unos y otros valores: si se quiere, entre los valo-
res del juez en cuanto ciudadano y en cuanto titular de un poder, 
cuyo ejercicio repercute en los bienes e intereses de individuos 
concretos y de la sociedad en general.

V. 	 La ética judicial como apelación al compromiso ín-
timo del juez con la excelencia y con el rechazo a la 
mediocridad

El Derecho puede ser visto como una regulación de la conducta 
por parte de autoridades legitimadas para ello, que cabe usar para 
juzgar formalmente ex post facto aquellos comportamientos que 
la violan. Las normas éticas pueden ser usadas también con esa 
función, pero en el “enjuiciamiento” ético no hay ninguna razón 
que pueda esgrimir el denunciado por una falta contra la ética que 
quede fuera de la deliberación; dicho de otra manera, un Tribunal 
de Ética puede aceptar razones que serían inaceptables si actuara 
como un tribunal jurídico. Mientras que en el Derecho las formas 
generales mediante las que se determina la responsabilidad son 
indisponibles y esencialmente orientadas hacia el pasado, en la 
ética se tornan flexibles, puesto que lo primordial es modificar 
el futuro comportamiento del juez y lograr la excelencia. Para la 
ética profesional, podría llegar a afirmarse que más importante 
que descubrir faltas a sus deberes es obtener una firme e íntima 
adhesión a los mismos para lograr que el servicio se preste con 
excelencia. Si existiera una conciencia ética firme e integral por 
parte del profesional, sin duda se tornarían irrelevantes buena 
parte de los deberes jurídicos.
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VI. 	 El Código Modelo como explicitación de la idoneidad 
judicial y complemento de las exigencias jurídicas en 
el servicio de justicia

En las tradiciones de las antiguas profesiones, al señalar quienes 
estaban autorizados para ejercerlas y como debían prestarse los 
servicios correspondientes, se filtraban reclamos a la conciencia 
ética profesional, por lo que las violaciones respectivas incluían la 
perdida de la posibilidad de seguir prestándolo. De ahí que en la 
tarea judicial se tuviera en cuenta originalmente cierta idoneidad 
ética y se previeran mecanismos de destitución cuando se incu-
rría en mal desempeño. El ejercicio de la función judicial no debe, 
obviamente, ser arbitrario, pero en ocasiones es inevitable que 
el juez ejerza un poder discrecional. Esa discrecionalidad judicial 
implica innegables riesgos que no pueden solventarse simple-
mente con regulaciones jurídicas, sino que requieren el concurso 
de la ética. Parece así adecuado que, a la hora de plantearse el 
nombramiento o la promoción de los jueces, o de enjuiciar su con-
ducta en cuanto jueces, se tengan en cuenta aquellas cualidades o 
hábitos de conducta que caracterizan a la excelencia profesional y 
que van más allá del mero cumplimiento de las normas jurídicas. 
Las constituciones contemporáneas contienen un marco general 
de aquella dimensión ética implicada en el servicio judicial, es-
pecialmente cuando indican quienes pueden ser jueces o cuando 
procede su destitución. De ese modo, la ética judicial encuentra 
asidero constitucional, en cuanto supone una explicitación de 
aquellos enunciados constitucionales.

VII. 	 El Código Modelo como instrumento esclarecedor de 
las conductas éticas judiciales

La formulación de un Código de Ética Judicial puede ser una 
fuente muy importante de clarificación de conductas. Obvia-
mente, porque un Código de Ética Judicial, como cualquier or-
denamiento, supone una división de la conducta que pretende 
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regular en lícita e ilícita y, de esta manera, sirve de guía para sus 
destinatarios. Pero también porque, en ocasiones, dentro de las 
conductas éticamente admisibles, los Códigos optan, por razones 
de oportunidad y de coordinación, por un determinado curso de 
acción, de entre varios posibles; por ejemplo, a pesar de que en 
principio podría haber diversas opciones para establecer el modo 
en que es éticamente autorizado que el juez se reúna con los abo-
gados de las partes, el hecho de que un Código escoja una de ellas 
despeja las dudas que legítimamente pueden suscitarse entre sus 
destinatarios.

VIII. 	El Código Modelo como respaldo de la capacitación 
permanente del juez y como título para reclamar los 
medios para su cumplimiento

Al mismo tiempo que un Código clarifica conductas, las facilita 
en tanto se le provee al juez de un respaldo para la realización de 
las mismas, evitando el riesgo de quejas por parte de eventuales 
perjudicados. No solo el juez sabe a qué atenerse, sino también 
aquellos vinculados a su servicio. Pero dado que la ética no puede 
exigir conductas imposibles, el Código simultáneamente se cons-
tituye en una fuente de razones a las que puede apelar el juez en el 
cumplimiento de sus exigencias. De ese modo, si un Código recla-
ma capacitación, es necesario que se le brinde a sus destinatarios 
los medios para acceder a la misma: si éstos no existieran, sería 
difícil exigir responsabilidad por eventuales incumplimientos.

IX. 	 El Código Modelo como estímulo para fortalecer la 
voluntad del juzgador y como pauta objetiva de cali-
dad ética en el servicio de justicia

El Código puede también ser visto como un instrumento para 
fortalecer la voluntad del juez, en tanto determina conductas y 
consagra eventuales responsabilidades éticas ante su infracción. 
Asimismo, al proveer criterios y medidas determinadas con las 
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que juzga la calidad ética del servicio, el Código dota de cierta 
objetividad al concepto de “excelencia judicial”. Ello vale no solo 
para los propios jueces, sino también para la sociedad que ha 
conferido el poder y que puede, a partir del Código, evaluar éti-
camente a los jueces tanto para reprocharles su conducta como 
para reconocer su excelencia.

X. 	 Del Código Modelo de Ética Judicial a la ética de las 
otras profesiones jurídicas

Un Poder Judicial que cuenta con un Código de Ética está más 
legitimado para exigir de las otras profesiones vinculadas a su 
servicio una respuesta equivalente para sus integrantes. Es obvio 
que, más allá de la centralidad del juez en el servicio de justicia, 
la excelencia ética en el mismo también depende de otras profe-
siones, por lo que resulta coherente y conveniente extender esa 
preocupación más allá del ámbito estrictamente judicial. La falta 
de ética judicial remite en ocasiones a otras deficiencias profesio-
nales, especialmente la de abogados, fiscales, procuradores e, in-
cluso, docentes jurídicos; un reclamo integral de excelencia debe 
incorporar a esos otros espacios profesionales, y el Código de 
Ética Judicial habilita para que el mismo Poder Judicial lo impulse.

XI. 	 Un Código Modelo como fruto de un diálogo racional 
y pluralista

El Código de Ética Judicial que se propone busca la adhesión 
voluntaria de los distintos jueces iberoamericanos atentos a la 
conciencia profesional que exigen los tiempos actuales y trata 
por ello de presentarse como el fruto de un “dialogo racional” 
en el que se ha otorgado un considerable peso a las razones pro-
cedentes de los códigos ya existentes. Sería inadecuado que el 
presente Código surgiera como un emprendimiento desarraigado 
en el tiempo y en el espacio o como un mero acto de voluntad 
de la autoridad con competencia para ello. Por el contrario, su 
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fortaleza y eficacia dependerán de la prudente fuerza racional que 
logre traducir en su articulado y de que, consiguientemente, sea 
capaz de movilizar íntimas adhesiones en función de los bienes e 
intereses comprometidos en el quehacer judicial. El Código debe 
ser una permanente y dinámica interpelación a la conciencia de 
sus destinatarios para que, desde el compromiso de la excelencia, 
logre encarnarse históricamente en aquellos que han aceptado 
prestar un servicio demandado por la sociedad.

XII. 	 Los principios éticos como núcleos concentrados de 
ética judicial

Desde la lectura comparada de los Códigos de Ética Judicial 
vigentes es posible identificar ciertas exigencias centrales que 
muestran una importante concentración del modo en que se pre-
tende la prestación del servicio de justicia de manera excelente o 
completa. Esos núcleos concentradores de la ética judicial reciben 
distintos nombres, pero parece aconsejable insistir -de confor-
midad con los documentos iberoamericanos ya aprobados- en 
la denominación de “principios”, dado que ellos reclaman cierto 
perfil intrínseco valioso cuya concreción histórica queda sujeta a 
posibilidades y circunstancias de tiempo y lugar. Los “principios 
éticos” configuran el repertorio de las exigencias nucleares de la 
excelencia judicial, pero como tales pueden justificar diferentes 
normas en donde se especifiquen distintas conductas en relación 
a determinadas circunstancias. Así, por ejemplo, la independen-
cia es inequívocamente uno de esos “principios”, y desde ella es 
posible delinear normas que, de manera más concreta, modalicen 
conductas exigibles. Esos principios, al procurar modelar el ideal 
del mejor juez posible, no solo reclaman ciertas conductas sino 
que alientan que, tras la reiteración de las mismas, se arraiguen 
en hábitos beneficiosos, facilitadores de los respectivos compor-
tamientos y fuente de una más sólida confianza ciudadana.
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XIII. 	Las proyecciones de los principios en Normas o Re-
glas éticas

El Código Modelo Iberoamericano de Ética Judicial ofrece así un 
catálogo de principios que en buena medida ya han sido recep-
tados en Códigos vigentes en Iberoamérica. Estos principios 
ordenan genérica y concentradamente la excelencia judicial, y 
posibilitan que otras normas vayan concretando ese ideal, a tenor 
de cambiantes y variadas circunstancias de tiempo y lugar. Cabe 
advertir que estos principios pueden ser reconstruidos con el 
lenguaje propio de las virtudes -como se hace en algunos Códigos 
Iberoamericanos-, en tanto la habitualidad de las conductas per-
tinentes consolida disposiciones para la excelencia en el servicio 
judicial.

XIV. 	 La experiencia iberoamericana en materia de faltas 
éticas y asesoramiento ético judicial

Con independencia de que se estime conveniente alentar y procu-
rar que las exigencias de los Códigos Éticos no queden libradas a 
la sola voluntad de los destinatarios, una lectura comparativa de 
los distintos sistemas vigentes en Iberoamérica en materia de éti-
ca judicial permite constatar la existencia de un tratamiento muy 
diversificado. Así, existen países que han optado por establecer 
Tribunales de Ética Judicial ad doc que juzgan de manera particu-
lar las faltas a sus respectivos Códigos de Ética, mientras que en 
otros los Tribunales de Ética se limitan a declarar la existencia de 
una falta ética, pero dejan a los órganos disciplinarios habituales 
la decisión final que eventualmente pueda adoptarse. Además, hay 
países en que las faltas éticas se encuentran incluidas dentro del 
régimen jurídico disciplinario que aplican los órganos adminis-
trativos o judiciales competentes. Y, finalmente, otros que confían 
la eficacia del Código a la voluntad individual de sus destinatarios. 
Por otro lado, además de Tribunales de Ética, algunos Códigos 
han previsto la existencia de Comisiones de Consultas Éticas a las 
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que se pueden remitir dudas o cuestiones con el propósito de re-
cabar una opinión que puede o no ser reservada; de esta manera, 
al mismo tiempo que se presta un servicio de asesoramiento, se 
van enriqueciendo y concretando las exigencias éticas generales 
establecidas por los principios.

XV. 	 Comisión Iberoamericana de Ética Judicial

Partiendo de esta diversificada experiencia institucional, el Códi-
go Modelo propone la creación de una Comisión Iberoamericana 
de Ética Judicial. Sus funciones principales son las de asesorar a 
los diferentes Poderes Judiciales cuando éstos lo requieran y la 
de crear un espacio de discusión, difusión y desarrollo de la ética 
judicial en el ámbito iberoamericano. La Comisión estará integra-
da por nueve miembros que habrán de estar vinculados directa o 
indirectamente al quehacer judicial.

PARTE I 
Principios de la Ética Judicial Iberoamericana

CAPÍTULO I 
Independencia

Art. 1º.- Las instituciones que, en el marco del Estado constitu-
cional, garantizan la independencia judicial no están dirigidas 
a situar al juez en una posición de privilegio. Su razón de ser es 
la de garantizar a los ciudadanos el derecho a ser juzgados con 
parámetros jurídicos, como forma de evitar la arbitrariedad y de 
realizar los valores constitucionales y salvaguardar los derechos 
fundamentales.

Art. 2º.- El juez independiente es aquel que determina desde el 
Derecho vigente la decisión justa, sin dejarse influir real o aparen-
temente por factores ajenos al Derecho mismo.
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Art. 3º.- El juez, con sus actitudes y comportamientos, debe poner 
de manifiesto que no recibe influencias -directas o indirectas- de 
ningún otro poder público o privado, bien sea externo o interno 
al orden judicial.

Art. 4º.- La independencia judicial implica que al juez le está 
éticamente vedado participar de cualquier manera en actividad 
política partidaria.

Art. 5º.- El juez podrá reclamar que se le reconozcan los dere-
chos y se le suministren los medios que posibiliten o faciliten su 
independencia.

Art. 6º.- El juez tiene el derecho y el deber de denunciar cualquier 
intento de perturbación de su independencia.

Art. 7º.- Al juez no solo se le exige éticamente que sea indepen-
diente sino también que no interfiera en la independencia de 
otros colegas.

Art. 8º.- El juez debe ejercer con moderación y prudencia el po-
der que acompaña al ejercicio de la función jurisdiccional.

CAPÍTULO II 
Imparcialidad

Art. 9º.- La imparcialidad judicial tiene su fundamento en el de-
recho de los justiciables a ser tratados por igual y, por tanto, a no 
ser discriminados en lo que respecta al desarrollo de la función 
jurisdiccional.

Art. 10.- El juez imparcial es aquel que persigue con objetividad y 
con fundamento en la prueba la verdad de los hechos, mantenien-
do a lo largo de todo proceso una equivalente distancia con las 
partes y con sus abogados, y evita todo tipo de comportamiento 
que pueda reflejar favoritismo, predisposición o prejuicio.
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Art. 11.- El juez está obligado a abstenerse de intervenir en aque-
llas causas en las que se vea comprometida su imparcialidad o en 
las que un observador razonable pueda entender que hay motivo 
para pensar así.

Art. 12.- El juez debe procurar evitar las situaciones que directa 
o indirectamente justifiquen apartarse de la causa.

Art. 13.- El juez debe evitar toda apariencia de trato preferencial 
o especial con los abogados y con los justiciables, proveniente de 
su propia conducta o de la de los otros integrantes de la oficina 
judicial.

Art. 14.- Al juez y a los otros miembros de la oficina judicial les 
está prohibido recibir regalos o beneficios de toda índole que 
resulten injustificados desde la perspectiva de un observador 
razonable.

Art. 15.- El juez debe procurar no mantener reuniones con una 
de las partes o sus abogados (en su despacho o, con mayor razón, 
fuera del mismo) que las contrapartes y sus abogados puedan 
razonablemente considerar injustificadas.

Art. 16.- El juez debe respetar el derecho de las partes a afirmar 
y contradecir, en el marco del debido proceso.

Art. 17.- La imparcialidad de juicio obliga al juez a generar hábi-
tos rigurosos de honestidad intelectual y de autocrítica.

CAPÍTULO III 
Motivación

Art. 18.- La obligación de motivar las decisiones se orienta a ase-
gurar la legitimidad del juez, el buen funcionamiento de un siste-
ma de impugnaciones procesales, el adecuado control del poder 
del que los jueces son titulares y, en último término, la justicia de 
las resoluciones judiciales.
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Art. 19.- Motivar supone expresar, de manera ordenada y clara, 
razones jurídicamente válidas, aptas para justificar la decisión.

Art. 20.- Una decisión carente de motivación es, en principio, 
una decisión arbitraria, solo tolerable en la medida en que una 
expresa disposición jurídica justificada lo permita.

Art. 21.- El deber de motivar adquiere una intensidad máxima 
en relación con decisiones privativas o restrictivas de derechos, o 
cuando el juez ejerza un poder discrecional.

Art. 22.- El juez debe motivar sus decisiones tanto en materia de 
hechos como de Derecho.

Art. 23.- En materia de hechos, el juez debe proceder con rigor 
analítico en el tratamiento del cuadro probatorio. Debe mostrar 
en concreto lo que aporta cada medio de prueba, para luego efec-
tuar una apreciación en su conjunto.

Art. 24.- La motivación en materia de Derecho no puede limitarse 
a invocar las normas aplicables, especialmente en las resoluciones 
sobre el fondo de los asuntos.

Art. 25.- La motivación debe extenderse a todas las alegaciones 
de las partes, o a las razones producidas por los jueces que hayan 
conocido antes del asunto, siempre que sean relevantes para la 
decisión.

Art. 26.- En los tribunales colegiados, la deliberación debe tener 
lugar y la motivación expresarse en términos respetuosos y dentro 
de los márgenes de la buena fe. El derecho de cada juez a disentir 
de la opinión mayoritaria debe ejercerse son moderación.

Art. 27.- Las motivaciones deben estar expresadas en un estilo 
claro y preciso, sin recurrir a tecnicismos innecesarios y con la 
concisión que sea compatible con la completa comprensión de las 
razones expuestas.
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CAPÍTULO IV 
Conocimiento y Capacitación

Art. 28.- La exigencia de conocimiento y de capacitación per-
manente de los jueces tiene como fundamento el derecho de los 
justiciables y de la sociedad en general a obtener un servicio de 
calidad en la administración de justicia.

Art. 29.- El juez bien formado es el que conoce el Derecho vigen-
te y ha desarrollado las capacidades técnicas y las actitudes éticas 
adecuadas para aplicarlo correctamente.

Art. 30.- La obligación de formación continuada de los jueces se 
extiende tanto a las materias específicamente jurídicas como a los 
saberes y técnicas que puedan favorecer el mejor cumplimiento 
de las funciones judiciales.

Art. 31.- El conocimiento y la capacitación de los jueces adquiere 
una especial intensidad en relación con las materias, las técnicas 
y las actitudes que conduzcan a la máxima protección de los de-
rechos humanos y al desarrollo de los valores constitucionales.

Art. 32.- El juez debe facilitar y promover en la medida de lo 
posible la formación de los otros miembros de la oficina judicial.

Art. 33.- El juez debe mantener una actitud de activa colabora-
ción en todas las actividades conducentes a la formación judicial.

Art. 34.- El juez debe esforzarse por contribuir, con sus conoci-
mientos teóricos y prácticos, al mejor desarrollo del Derecho y de 
la administración de la justicia.

CAPÍTULO V 
Justicia y Equidad

Art. 35.- El fin último de la actividad judicial es realizar la justicia 
por medio del Derecho.
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Art. 36.- La exigencia de equidad deriva de la necesidad de 
atemperar, con criterios de justicia, las consecuencias personales, 
familiares o sociales desfavorables surgidas por la inevitable abs-
tracción y generalidad de las leyes.

Art. 37.- El juez equitativo es el que, sin transgredir el Derecho 
vigente, toma en cuenta las peculiaridades del caso y lo resuelve 
basándose en criterios coherentes con los valores del ordena-
miento y que puedan extenderse a todos los casos sustancialmen-
te semejantes.

Art. 38.- En las esferas de discrecionalidad que le ofrece el Dere-
cho, el juez deberá orientarse por consideraciones de justicia y de 
equidad.

Art. 39.- En todos los procesos, el uso de la equidad estará espe-
cialmente orientado a lograr una efectiva igualdad de todos ante 
la ley.

Art. 40.- El juez debe sentirse vinculado no sólo por el texto de 
las normas jurídicas vigentes, sino también por las razones en las 
que ellas se fundamentan.

CAPÍTULO VI 
Responsabilidad institucional

Art. 41.- El buen funcionamiento del conjunto de las institucio-
nes judiciales es condición necesaria para que cada juez pueda 
desempeñar adecuadamente su función.

Art. 42.- El juez institucionalmente responsable es el que, ade-
más de cumplir con sus obligaciones específicas de carácter indi-
vidual, asume un compromiso activo en el buen funcionamiento 
de todo el sistema judicial.

Art. 43.- El juez tiene el deber de promover en la sociedad una 
actitud, racionalmente fundada, de respeto y confianza hacia la 
administración de justicia.
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Art. 44.- El juez debe estar dispuesto a responder voluntaria-
mente por sus acciones y omisiones.

Art. 45.- El juez debe denunciar ante quien corresponda los in-
cumplimientos graves en los que puedan incurrir sus colegas.

Art. 46.- El juez debe evitar favorecer promociones o ascensos 
irregulares o injustificados de otros miembros del servicio de 
justicia.

Art. 47.- El juez debe estar dispuesto a promover y colaborar en 
todo lo que signifique un mejor funcionamiento de la administra-
ción de justicia.

CAPÍTULO VII 
Cortesía

Art. 48.- Los deberes de cortesía tienen su fundamento en la 
moral y su cumplimiento contribuye a un mejor funcionamiento 
de la administración de justicia.

Art. 49.- La cortesía es la forma de exteriorizar el respeto y consi-
deración que los jueces deben a sus colegas, a los otros miembros 
de la oficina judicial, a los abogados, a los testigos, a los justiciables 
y, en general, a todos cuantos se relacionan con la administración 
de justicia.

Art. 50.- El juez debe brindar las explicaciones y aclaraciones que 
le sean pedidas, en la medida que sean procedentes y oportunas y 
no supongan la vulneración de alguna norma jurídica.

Art. 51.- En el ámbito de su tribunal, el juez debe relacionarse con 
los funcionarios, auxiliares y empleados sin incurrir -o aparentar 
hacerlo- en favoritismo o cualquier tipo de conducta arbitraria.

Art. 52.- El juez debe mostrar una actitud tolerante y respetuosa 
hacia las críticas dirigidas a sus decisiones y comportamientos. 
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CAPÍTULO VIII 
Integridad

Art. 53.- La integridad de la conducta del juez fuera del ámbito 
estricto de la actividad jurisdiccional contribuye a una fundada 
confianza de los ciudadanos en la judicatura.

Art. 54.- El juez íntegro no debe comportarse de una manera 
que un observador razonable considere gravemente atentatoria 
contra los valores y sentimientos predominantes en la sociedad 
en la que presta su función.

Art. 55.- El juez deber ser consciente de que el ejercicio de la fun-
ción jurisdiccional supone exigencias que no rigen para el resto 
de los ciudadanos.

CAPÍTULO IX 
Transparencia

Art. 56.- La transparencia de las actuaciones del juez es una ga-
rantía de la justicia de sus decisiones.

Art. 57.- El juez ha de procurar ofrecer, sin infringir el Derecho 
vigente, información útil, pertinente, comprensible y fiable.

Art. 58.- Aunque la ley no lo exija, el juez debe documentar, en la 
medida de lo posible, todos los actos de su gestión y permitir su 
publicidad.

Art. 59.- El juez debe comportarse, en relación con los medios de 
comunicación social, de manera equitativa y prudente, y cuidar 
especialmente de que no resulten perjudicados los derechos e 
intereses legítimos de las partes y de los abogados.

Art. 60.- El juez debe evitar comportamientos o actitudes que 
puedan entenderse como búsqueda injustificada o desmesurada 
al reconocimiento social.
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CAPÍTULO X 
Secreto profesional

Art. 61.- El secreto profesional tiene como fundamento salva-
guardar los derechos de las partes y de sus allegados frente al uso 
indebido de informaciones obtenidas por el juez en el desempeño 
de sus funciones.

Art. 62.- Los jueces tienen obligación de guardar reserva abso-
luta y secreto profesional en relación con las causas en trámite y 
con los hechos o datos conocidos en el ejercicio de su función o 
con ocasión de ella.

Art. 63.- Los jueces pertenecientes a órganos colegiados han 
de garantizar el secreto de las deliberaciones del tribunal, sal-
vo las excepciones previstas en las normas jurídicas vigentes y 
atendiendo a los acuerdos dictados sobre la publicidad de sus 
sesiones, guardando un justo equilibrio entre el secreto profesio-
nal y el principio de transparencia en los términos previstos en la 
legislación de cada país.

Art. 64.- Los jueces habrán de servirse tan solo de los medios le-
gítimos que el ordenamiento pone a su alcance en la persecución 
de la verdad de los hechos en los actos de que conozcan.

Art. 65.- El juez debe procurar que los funcionarios, auxiliares 
o empleados de la oficina judicial cumplan con el secreto profe-
sional en torno a la información vinculada con las causas bajo su 
jurisdicción.

Art. 66.- El deber de reserva y secreto profesional que pesa sobre 
el juez se extiende no sólo a los medios de información institucio-
nalizados, sino también al ámbito estrictamente privado. 

Art. 67.- El deber de reserva y secreto profesional corresponde 
tanto al procedimiento de las causas como a las decisiones adop-
tadas en las mismas.
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CAPÍTULO XI 
Prudencia

Art. 68.- La prudencia está orientada al autocontrol del poder 
de decisión de los jueces y al cabal cumplimiento de la función 
jurisdiccional.

Art. 69.- El juez prudente es el que procura que sus compor-
tamientos, actitudes y decisiones sean el resultado de un juicio 
justificado racionalmente, luego de haber meditado y valorado 
argumentos y contraargumentos disponibles, en el marco del 
Derecho aplicable.

Art. 70.- El juez debe mantener una actitud abierta y paciente 
para escuchar o reconocer nuevos argumentos o críticas en orden 
a confirmar o rectificar criterios o puntos de vista asumidos.

Art. 71.- Al adoptar una decisión, el juez debe analizar las dis-
tintas alternativas que ofrece el Derecho y valorar las diferentes 
consecuencias que traerán aparejadas cada una de ellas.

Art. 72.- El juicio prudente exige al juez capacidad de compren-
sión y esfuerzo por ser objetivo.

CAPÍTULO XII 
Diligencia

Art. 73.- La exigencia de diligencia está encaminada a evitar la 
injusticia que comporta una decisión tardía.

Art. 74.- El juez debe procurar que los procesos a su cargo se 
resuelvan en un plazo razonable.

Art. 75.- El juez debe evitar o, en todo caso, sancionar las activi-
dades dilatorias o de otro modo contrarias a la buena fe procesal 
de las partes.
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Art. 76.- El juez debe procurar que los actos procesales se cele-
bren con la máxima puntualidad. 

Art. 77.- El juez no debe contraer obligaciones que perturben o 
impidan el cumplimiento apropiado de sus funciones específicas.

Art. 78.- El juez debe tener una actitud positiva hacia los sistemas 
de evaluación de su desempeño.

CAPÍTULO XIII  
Honestidad profesional

Art. 79.- La honestidad de la conducta del juez es necesaria para 
fortalecer la confianza de los ciudadanos en la justicia y contribu-
ye al prestigio de la misma.

Art. 80.- El juez tiene prohibido recibir beneficios al margen de 
los que por Derecho le correspondan y utilizar abusivamente o 
apropiarse de los medios que se le confíen para el cumplimiento 
de su función.

Art. 81.- El juez debe comportarse de manera que ningún obser-
vador razonable pueda entender que se aprovecha de manera ile-
gítima, irregular o incorrecta del trabajo de los demás integrantes 
de la oficina judicial.

Art. 82.- El juez debe adoptar las medidas necesarias para evitar 
que pueda surgir cualquier duda razonable sobre la legitimidad 
de sus ingresos y de su situación patrimonial.

PARTE II 
Comisión Iberoamericana de Ética Judicial

Art. 83.- La Comisión Iberoamericana de Ética Judicial tiene por 
objeto:

a)	 Asesorar a los diferentes Poderes Judiciales y Consejos de 
la Judicatura Iberoamericanos o a la propia Cumbre Judicial 
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cuando lo soliciten sus representantes. Asimismo resolverá 
las consultas que Comisionados o Delegados formulen en 
torno a si el comportamiento de servidores públicos de ór-
ganos impartidores de justicia respetan o no la Ética Judicial, 
así como cuando órganos de Ética Judicial internos de cada 
nación hayan resuelto temas de esa naturaleza y se pida su 
opinión a la Comisión Iberoamericana.

b)	 Facilitar la discusión, difusión y desarrollo de la ética judicial 
a través de publicaciones o de la realización de cursos, semi-
narios, diplomados y demás encuentros académicos.

c)	 Fortalecer la conciencia ética judicial de los impartidores de 
justicia iberoamericanos.

Art. 84.- La Comisión estará integrada por nueve miembros y 
un secretario ejecutivo, elegidos por un período de cuatro años 
con posibilidad de reelección. Los cargos serán honoríficos. Se 
contará además con Delegados, cuya designación y atribuciones 
se establecerán en el Estatuto del Delegado ante la Comisión Ibe-
roamericana de Ética Judicial.

Art. 85.- Cada órgano integrante de la Cumbre Judicial Iberoame-
ricana podrá proponer a un candidato por cada vacante de la 
Comisión, debiendo acompañar el respectivo currículo vitae. 

Art. 86.- Los candidatos deberán estar vinculados directa o 
indirectamente con el quehacer judicial, contar con una amplia 
trayectoria profesional y gozar de reconocido prestigio. Podrán 
provenir de la magistratura, la abogacía o la actividad académica 
y estar en activo o jubilados.

Art. 87.- Integrarán la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial 
aquellos candidatos que obtengan el consenso en la Asamblea 
Plenaria de la Cumbre Judicial, y de no ser posible, el mayor nú-
mero de votos de los miembros presentes.
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Art. 88.- La Secretaría Permanente de la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana propondrá a la Asamblea General el candidato a 
ocupar la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Iberoamericana de 
Ética Judicial, debiendo obtener el consenso o la mayoría de votos 
a que se refiere el artículo anterior.

Art. 89.- El candidato a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Ibe-
roamericana de Ética Judicial podrá ser de cualquier nacionalidad 
de los países iberoamericanos y deberá cumplir con los mismos 
requisitos que los miembros de la Comisión.

Art. 90.- El Secretario Ejecutivo de la Comisión tendrá las si-
guientes funciones:

a)	 Propiciar y convocar a las sesiones ordinarias y extraordina-
rias de la Comisión Iberoamericana de Ética Judicial.

b)	 Recibir, tramitar y archivar las solicitudes de asesoría, con-
sultas o cualquier otro documento. Estas solicitudes, además 
de lo indicado en el artículo 92, podrán ser formuladas por el 
Secretario Ejecutivo o por cualquier comisionado sobre casos 
en abstracto en torno a la Ética Judicial en Iberoamérica para 
su resolución por parte de los Comisionados o incluso para la 
elaboración de manuales de buenas prácticas vinculados con 
los fines de la Comisión.

c)	 Levantar actas de las sesiones de la Comisión.

d)	 Rendir cuentas a los miembros de la Comisión en Reunión 
Ordinaria a la que se convocará anualmente y a la Cumbre 
Judicial Iberoamericana, por escrito, cada año, y mediante 
comparecencia cuando tenga lugar la Cumbre, y en cada 
oportunidad que se le solicite. A las reuniones de la Comisión 
se convocará a los Delegados de los países que no sean en 
ese momento Comisionados, en los términos del Estatuto 
del Delegado. Se podrá convocar, a iniciativa de uno o más 
comisionados, a Talleres Regionales para tratar temas rela-
cionados con las funciones de la Comisión.
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a)	 Coordinarse con las Secretarías Permanente y Pro-Tempore.

f)	 Ejecutar y notificar las decisiones de la Comisión Iberoame-
ricana de Ética Judicial.

g)	 Participar en las deliberaciones de la Comisión Iberoameri-
cana con voz, pero sin voto.

Art. 91.- El domicilio de la Comisión Iberoamericana de Ética 
Judicial será el de la Secretaría Ejecutiva.

Art. 92.- Las solicitudes de asesoría o cualquier otra petición de 
los órganos integrantes de la Cumbre Judicial Iberoamericana o 
los de la propia Cumbre Judicial, así como de la Comisión Ibe-
roamericana de Ética Judicial o sus miembros, deberán dirigirse a 
la Secretaría Ejecutiva.

Art. 93.- Una vez recibida una solicitud o petición, la Secretaría 
Ejecutiva, en el plazo de 72 horas, deberá ponerla en conocimien-
to de los integrantes de la Comisión Iberoamericana de Ética 
Judicial.

Art. 94.- La Comisión Iberoamericana deberá pronunciarse en 
el plazo de 90 días naturales o corridos, contados a partir de la 
recepción de la solicitud o petición.

Art. 95.- Los dictámenes, las recomendaciones, las asesorías o 
cualquier pronunciamiento de la Comisión Iberoamericana en 
ningún caso tendrán fuerza vinculante para los Poderes Judiciales 
o Consejos de la Judicatura ni para la propia Cumbre Judicial.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Cumbre Judicial Iberoamericana, dentro del marco de los 
trabajos de su XIV edición, ha considerado necesaria la elabora-
ción de unas Reglas Básicas relativas al acceso a la justicia de las 
personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad. De 
esta manera, se desarrollan los principios recogidos en la “Carta 
de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espacio Judi-
cial Iberoamericano” (Cancún 2002), específicamente los que se 
incluyen en la parte titulada “Una justicia que protege a los más 
débiles” (apartados 23 a 34). 

En los trabajos preparatorios de estas Reglas también han par-
ticipado las principales redes iberoamericanas de operadores y 
servidores del sistema judicial: la Asociación Iberoamericana de 
Ministerios Públicos, la Asociación Interamericana de Defenso-
rías Públicas, la Federación Iberoamericana de Ombudsman y la 
Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados. 
Sus aportaciones han enriquecido de forma indudable el conteni-
do del presente documento. 

El sistema judicial se debe configurar, y se está configurando, 
como un instrumento para la defensa efectiva de los derechos de 
las personas en condición de vulnerabilidad. Poca utilidad tiene 
que el Estado reconozca formalmente un derecho si su titular no 
puede acceder de forma efectiva al sistema de justicia para obte-
ner la tutela de dicho derecho. 

Si bien la dificultad de garantizar la eficacia de los derechos afecta 
con carácter general a todos los ámbitos de la política pública, es 
aún mayor cuando se trata de personas en condición de vulne-
rabilidad dado que éstas encuentran obstáculos mayores para 
su ejercicio. Por ello, se deberá llevar a cabo una actuación más 
intensa para vencer, eliminar o mitigar dichas limitaciones. De 
esta manera, el propio sistema de justicia puede contribuir de 
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forma importante a la reducción de las desigualdades sociales, 
favoreciendo la cohesión social. 

Las presentes Reglas no se limitan a establecer unas bases de re-
flexión sobre los problemas del acceso a la justicia de las personas 
en condición de vulnerabilidad, sino que también recogen reco-
mendaciones para los órganos públicos y para quienes prestan 
sus servicios en el sistema judicial. No solamente se refieren a 
la promoción de políticas públicas que garanticen el acceso a la 
justicia de estas personas, sino también al trabajo cotidiano de 
todos los servidores y operadores del sistema judicial y quienes 
intervienen de una u otra forma en su funcionamiento. 

Este documento se inicia con un Capítulo que, tras concretar su 
finalidad, define tanto sus beneficiarios como sus destinatarios. 
El siguiente Capítulo contiene una serie de reglas aplicables a 
aquellas personas en condición de vulnerabilidad que han de 
acceder o han accedido a la justicia, como parte del proceso, para 
la defensa de sus derechos. Posteriormente contiene aquellas re-
glas que resultan de aplicación a cualquier persona en condición 
de vulnerabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como 
parte que ejercita una acción o que defiende su derecho frente a 
una acción, ya sea en calidad de testigo, víctima o en cualquier 
otra condición. El último Capítulo contempla una serie de medi-
das destinadas a fomentar la efectividad de estas Reglas, de tal 
manera que puedan contribuir de manera eficaz a la mejora de las 
condiciones de acceso a la justicia de las personas en condición de 
vulnerabilidad. 

La Cumbre Judicial Iberoamericana es consciente de que la pro-
moción de una efectiva mejora del acceso a la justicia exige una 
serie de medidas dentro de la competencia del poder judicial. 
Asimismo, y teniendo en cuenta la importancia del presente 
documento para garantizar el acceso a la justicia de las personas 
en condición de vulnerabilidad, se recomienda a todos los po-
deres públicos que, cada uno dentro de su respectivo ámbito de 
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competencia, promuevan reformas legislativas y adopten medidas 
que hagan efectivo el contenido de estas Reglas. Asimismo se hace 
un llamamiento a las Organizaciones Internacionales y Agencias 
de Cooperación para que tengan en cuenta estas Reglas en sus 
actividades, incorporándolas en los distintos programas y pro-
yectos de modernización del sistema judicial en que participen. 

CAPÍTULO I:  
PRELIMINAR 

Sección 1ª.-  
Finalidad 

(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las 
condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en 
condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, directa ni 
indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilida-
des y apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de 
los Derechos Humanos que les son inherentes ante los sistemas 
judiciales. 

(2) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación 
y fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso 
a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. Los 
servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las 
personas en condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuan-
do el servicio a sus circunstancias singulares.

Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a faci-
litar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren 
en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia 
de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.
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Sección 2ª.-  
Personas beneficiarias de las Reglas 

1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad 

(3) Una persona o grupo de personas se encuentran en condición 
de vulnerabilidad, cuando su capacidad para prevenir, resistir o 
sobreponerse a un impacto que les sitúe en situación de riesgo, 
no está desarrollada o se encuentra limitada por circunstancias 
diversas, para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los 
derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

En este contexto se consideran en condición de vulnerabilidad 
aquellas personas quienes, por razón de su edad, género, orien-
tación sexual e identidad de género, estado físico o mental, o por 
circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, o 
relacionadas con sus creencias y/o prácticas religiosas, o la au-
sencia de estas encuentran especiales dificultades para ejercitar 
con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos 
por el ordenamiento jurídico.

(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las 
siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunida-
des indígenas, a otras diversidades étnicas – culturales, entre 
ellas las personas afrodescendientes, así como la victimización, la 
migración, la condición de refugio y el desplazamiento interno, la 
pobreza, el género, la orientación sexual e identidad de género y 
la privación de libertad. 

La concreta determinación de las personas en condición de vul-
nerabilidad en cada país dependerá de sus características especí-
ficas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico. 

2.- Edad 

(5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor 
de dieciocho años de edad, salvo que haya alcanzado antes la 
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mayoría de edad en virtud del ordenamiento jurídico nacional e 
internacional aplicable. Todo niño, niña y adolescente debe ser 
objeto de una especial tutela por parte de los órganos del sistema 
de justicia en consideración a su desarrollo evolutivo. 

Prevalecerá el interés superior de las personas menores de edad 
cuando interactúan con el sistema de justicia.

(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de 
vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre espe-
ciales dificultades, atendiendo a sus capacidades funcionales y/o 
barreras producto del entorno económico y social, para ejercitar 
sus derechos ante el sistema de justicia, con pleno respeto a su 
dignidad. 

3.- Discapacidad 

(7) Se entiende por discapacidad la situación que resulta de la 
interacción entre las personas con deficiencias físicas, psicosocia-
les, intelectuales o sensoriales a largo plazo, y cualquier tipo de 
barreras de su entorno, que limiten o impidan su participación 
plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con 
los demás. 

A los efectos de estas Reglas también se encuentran en situación 
de discapacidad, aquellas personas que de manera temporal pre-
senten tales deficiencias, que les limiten o impidan el acceso a la 
justicia, en igualdad de condiciones con los demás.

(8) Se establecerán las condiciones necesarias de accesibilidad 
para garantizar el acceso a la justicia de las personas con dis-
capacidad, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar 
todos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los 
recursos que garanticen igualdad de trato, reconocimiento como 
persona ante la ley, respeto de su autonomía, capacidad de actuar, 
seguridad, movilidad, comodidad, comprensión, privacidad y 



Poder Judicial • República Dominicana
74	 Reglas de Brasilia

Productos de la Cumbre Judicial Iberoamericana

comunicación, sea ésta a través de cualquier medio tecnológico 
que requiera, atendiendo la brecha digital y cultural.

Se promoverá en los Poderes Judiciales la inclusión laboral de las 
personas con discapacidad.

4.- 	 Pueblos y Comunidades Indígenas, Personas Afrodes-
cendientes; Pertenencia a otras diversidades étnicas 
y culturales. 

(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pue-
den encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan 
sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán 
las condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los 
pueblos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos 
ante el sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda 
fundarse en su origen, identidad indígena o su condición econó-
mica. Los poderes judiciales asegurarán que el trato que reciban 
por parte de los sistemas de justicia estatal sea respetuoso con su 
dignidad, idioma y tradiciones culturales.

Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las 
formas alternativas y restaurativas de resolución de conflictos 
propios de los pueblos indígenas, propiciando su armonización 
con los sistemas de administración de justicia estatal. 

Se entenderá que existe discriminación hacia las personas afro-
descendientes o pertenecientes a otras diversidades étnicas o 
culturales, cuando se produzcan situaciones de exclusión, res-
tricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u 
origen nacional, étnico o cultural que anulen o menoscaben el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de 
los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural o en cualquier otro ámbito de 
la vida pública.
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5.- Victimización 

(10) A efectos de estas Reglas, se considera víctima en sentido 
amplio, toda persona física o grupo de personas que hayan sufri-
do un daño ocasionado por una infracción del ordenamiento jurí-
dico, incluida tanto la lesión física o psíquica, daños emocionales, 
sufrimiento moral y el perjuicio económico. 

(11) Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima 
que por el resultado de la infracción del ordenamiento jurídico, 
tenga una relevante limitación para prevenir, evitar o mitigar los 
daños y perjuicios derivados de dicha infracción o de su contacto 
con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir una 
nueva victimización. 

La vulnerabilidad puede proceder de sus propias características 
personales o bien de las circunstancias de la infracción. Especial 
consideración merecen por su doble condición de vulnerabilidad, 
las personas enunciadas en la Regla 3, párrafo segundo. 

(12) Se alentará la adopción de medidas que resulten adecuadas 
para mitigar los efectos negativos de la infracción del ordena-
miento jurídico (victimización primaria). 

Se procurará que el daño sufrido por la víctima del delito no se 
vea incrementado como consecuencia de su contacto con el siste-
ma de justicia (victimización secundaria). 

Se procurará garantizar, en todas las fases de un procedimiento 
penal, la protección de la integridad física y psicológica de las 
víctimas, sobre todo a favor de aquellas que corran riesgo de in-
timidación, de represalias o de victimización reiterada o repetida 
(una misma persona es víctima de más de una infracción penal 
durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario 
otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a 
prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial 
atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los 
momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le 
atribuye la comisión del delito.
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6.- Migración, asilo y desplazamiento interno 

(13) El desplazamiento de una persona fuera del territorio del 
Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulne-
rabilidad, especialmente para aquellas personas en condición 
migratoria irregular.
Se considera persona trabajadora migrante a quien vaya a realizar, 
realice o haya realizado una actividad remunerada en un Estado 
del que no es nacional. La condición migratoria de una persona no 
puede ser un obstáculo en el acceso a la justicia para la defensa de 
sus derechos.
Asimismo se reconocerá una protección especial a las personas 
beneficiarias del estatuto de refugiado conforme a la Convención 
sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, así como a los solici-
tantes de asilo.
(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad 
quienes han tenido que desplazarse internamente sin cruzar una 
frontera estatal internacionalmente reconocida. 
Comprende a personas o grupos de personas que se ven forzadas u 
obligadas a escapar, huir de su hogar o lugar de residencia habitual, 
en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflic-
to armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones 
de los derechos humanos; asimismo, de situaciones de riesgo, pro-
vocadas por catástrofes naturales, cambio climático o por el propio 
ser humano, en cuyo caso se denominan personas damnificadas. 

7.- Pobreza 

(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en 
el plano económico como en los planos social y cultural, y supone 
un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente agra-
vado cuando ocurre alguna otra causa de vulnerabilidad. 

(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las 
personas en situación de pobreza, así como las condiciones para 
mejorar su efectivo acceso al sistema de justicia. 
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Se podrán proponer entre otras, medidas destinadas a la asigna-
ción de ayudas económicas para cubrir costos de desplazamiento, 
hospedaje y alimentación, aquellas encaminadas a lograr la com-
prensión del objeto y alcance de las actuaciones judiciales y las 
destinadas a establecer un sistema de asistencia jurídica gratuita.

8.- Género 

(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ám-
bitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve 
agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa 
de vulnerabilidad. 

(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda dis-
tinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por 
objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, so-
bre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera. 

(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o 
conducta, basada en la pertenencia al sexo femenino, que tenga o 
pueda tener como resultado la muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico o afectación patrimonial a la mujer, así como 
las amenazas de tales actos, la coacción o privación arbitraria de 
la libertad, tanto en el ámbito público como en el privado.

El concepto de violencia contra la mujer comprenderá la violencia 
doméstica, las prácticas tradicionales nocivas para la mujer, incluida 
la mutilación genital femenina y el matrimonio forzado, así como 
cualquier acción o conducta que menoscabe la dignidad de la mujer.

Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la 
tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad 
efectiva de condiciones. Se prestará una especial atención en los 
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supuestos de violencia contra la mujer, estableciendo mecanis-
mos eficaces destinados a la protección de sus bienes jurídicos, 
al acceso a diligencias, procedimientos, procesos judiciales y a su 
tramitación ágil y oportuna. (antiguo artículo 20).

(20) Son causa de vulneración de acceso a la justicia, las acciones 
o conductas discriminatorias hacia las personas por motivo de su 
orientación o identidad sexual, o por razones de género.

9.- Pertenencia a minorías 

(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia 
de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lin-
güística, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto 
con el sistema de justicia. 

10.-	 Privación de libertad 

(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública 
competente, puede generar dificultades para ejercitar con ple-
nitud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que 
es titular la persona privada de libertad, especialmente cuando 
concurre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apar-
tados anteriores. 

En el cumplimiento de estas medidas, corresponderá a la autori-
dad judicial velar por la dignidad de la persona privada de libertad 
y por sus garantías fundamentales, conforme a los instrumentos 
internacionales sobre derechos humanos.

(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad 
la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo 
de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una con-
dena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo. 
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Sección 3ª.-  
Personas Destinatarias: responsables, integrantes y 

colaboradoras del sistema de justicia 

(24) Serán destinatarias del contenido de las presentes Reglas las 
siguientes personas:

a.	 Las responsables del diseño, implementación y evaluación 
de políticas públicas dentro del sistema judicial; 

b.	 Integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, 
Procuradurías y demás personal que labore en el sistema de 
Administración de Justicia de conformidad con la legislación 
interna de cada país; 

c.	 Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y 
agrupaciones; 

d.	 Las personas que desempeñan sus funciones en las institu-
ciones de Ombudsman. 

e.	 Policías y servicios penitenciarios. 

f.	 Y, con carácter general, los poderes públicos con competen-
cias en administración de justicia, los operadores (as) del 
sistema judicial y quienes intervienen de una u otra forma 
en su funcionamiento.

CAPÍTULO II:  
EFECTIVO ACCESO A LA JUSTICIA  

PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS 

El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición 
de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, 
como parte del proceso, para la defensa de sus derechos. 

(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tutela 
judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea 
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efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a 
cada condición de vulnerabilidad. 

Sección 1ª.-  
Cultura jurídica 

(26) Se promoverán, desde el primer contacto con las autoridades 
o con las Oficinas de Atención a la Víctima, todas las actuaciones y 
apoyos necesarios destinados a proporcionar información básica 
sobre sus derechos, así como los procedimientos y requisitos 
para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las personas en 
condición de vulnerabilidad. 

(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores 
del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capaci-
tación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas per-
sonas que colaboran con la administración de justicia en zonas 
rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades. 

Sección 2ª.-  
Asistencia legal y defensa pública 

1.- 	 Promoción de la asistencia técnico jurídica a la per-
sona en condición de vulnerabilidad 

(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico-jurídico 
para la efectividad de los derechos de las personas en condición 
de vulnerabilidad:

• 	 En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídi-
ca sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos 
o intereses legítimos de la persona en condición de vulnera-
bilidad, sin retrasos innecesarios e incluso cuando aún no se 
ha iniciado un proceso judicial; 
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• 	 En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el pro-
ceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias ju-
diciales y, en su caso, condiciones en las que pueda obtenerse 
gratuitamente; 

• 	 Y en materia de asistencia letrada a la persona privada de 
libertad. 

(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública 
destinada a garantizar la asistencia técnico-jurídica de la persona 
en condición de vulnerabilidad para la defensa de sus derechos 
en todos los órdenes jurisdiccionales: ya sea a través de la am-
pliación de funciones de la Defensoría Pública, no solamente en 
el orden penal sino también en otros órdenes jurisdiccionales; ya 
sea a través de la creación de mecanismos de asistencia técnica 
jurídica con la participación de las universidades, casas de jus-
ticia, intervención de colegios o barras de abogados y abogadas 
todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los 
requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justi-
cia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo. 

2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita 

(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técni-
co-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán 
instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia. 

(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad 
y confidencialidad de los servicios de asistencia y apoyo técni-
co-jurídicos de calidad, facilitados por las Administraciones Pú-
blicas a aquellas personas que se encuentran en la imposibilidad 
de afrontar los gastos con sus propios recursos y condiciones. 

Las personas menores de edad cuya madre sea víctima de vio-
lencia de género o doméstica, tendrán derecho a medidas de 
asistencia y protección gratuitas.
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Sección 3ª.-  
Derecho a personas intérpretes o traductoras

(32) Se garantizará la asistencia gratuita de una persona intér-
prete o traductora, cuando quien hubiese de ser interrogada o de-
biera prestar alguna declaración incluso como testigo, o cuando 
fuese preciso darle a conocer personalmente alguna resolución o 
documento, no conozca, no hable o no entienda el idioma utiliza-
do en la actuación judicial respectiva. 

Este derecho será también aplicable a las personas con limitacio-
nes auditivas o de expresión oral.

Las interpretaciones orales o en lengua de signos, deberán ser regis-
tradas mediante la grabación audiovisual de la manifestación origi-
nal y de la interpretación, o en su caso documentadas por escrito.

Sección 4ª.-  
Revisión de los procedimientos y los requisitos proce-

sales como forma de facilitar el acceso a la justicia 

(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el ac-
ceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando 
aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resul-
ten conducentes a tal fin.

1.- Medidas procesales 

Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que 
afectan a la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su 
tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la 
práctica de los actos procesales. 

(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación. 

Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de 
los requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de 
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determinados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de 
las personas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la 
participación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejer-
cicio de acciones en defensa de los derechos de estas personas. 

(35) Oralidad. 

Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de 
celebración de las actuaciones judiciales contempladas en el 
Capítulo III de las presentes Reglas de Brasilia sobre el Acceso a la 
Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad, y favorecer 
una mayor agilidad en la tramitación del proceso, disminuyendo 
los efectos del retraso de la resolución judicial sobre la situación 
de las personas en condición de vulnerabilidad. 

(36) Formularios. 

Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para 
el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condicio-
nes para que los mismos sean accesibles, gratuitos y garantizan-
do su confidencialidad y protegiendo los datos de las personas 
usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que no sea 
preceptiva la asistencia letrada. 

Este tipo de formularios podrán también extenderse a los 
familiares de la víctima, en los términos que se establezcan 
cuando se trate de situaciones que hayan causado perjuicios de 
especial gravedad, o en los supuestos que la persona usuaria no 
pueda realizar los trámites personalmente.

(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba. 

Se recomienda la adaptación de los procedimientos para 
permitir la práctica anticipada de la prueba en la que participe 
la persona en condición de vulnerabilidad, para evitar la 
reiteración de declaraciones, e incluso la práctica de la prueba 
antes del agravamiento de la discapacidad o de la enfermedad. 
A estos efectos, puede resultar necesaria la grabación en soporte 
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audiovisual del acto procesal en el que participe la persona en 
condición de vulnerabilidad, de tal manera que pueda reproducirse 
en las sucesivas instancias judiciales.

2.- Medidas de organización y gestión judicial. 

Dentro de esta categoría cabe incluir aquellas políticas y medidas 
que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos 
del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de organi-
zación del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de las 
personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y medi-
das podrán resultar de aplicación a quienes administren justicia.

(38) Agilidad y prioridad. 

Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la 
tramitación de las causas, garantizando la pronta resolución ju-
dicial, así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las 
circunstancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se 
otorgará prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso 
por parte de los órganos del sistema de justicia. 

Se colocará en los expedientes un distintivo visible, que permi-
ta identificar que el proceso afecta a personas en condición de 
vulnerabilidad.

(39) Coordinación. 

Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales 
e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a ges-
tionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes 
órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman 
parte o participan en el sistema de justicia. 

(40) Especialización. 

Por parte de los poderes públicos con competencias en admi-
nistración de justicia se adoptarán medidas destinadas a la 
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especialización de quienes operan el sistema judicial y de quie-
nes intervienen de una u otra forma en su funcionamiento, para 
la atención de las personas en condición de vulnerabilidad y en 
particular, las víctimas necesitadas de especial protección y a per-
sonas menores de edad con discapacidad. En las materias en que 
se requiera, es conveniente la atribución de los asuntos a órganos 
especializados del sistema judicial.

(41) Actuación interdisciplinaria. 

Se destaca la importancia de la constitución y actuación de equi-
pos multidisciplinarios, integrados por personas profesionales 
de las distintas áreas, así como la elaboración de protocolos de 
actuación conjunta para mejorar la respuesta del sistema judi-
cial ante la demanda de justicia de las personas en condición de 
vulnerabilidad. 

(42) Proximidad. 

Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los 
servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población 
que, debido a las circunstancias propias de su situación de vul-
nerabilidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o 
con especiales dificultades de comunicación. 

Sección 5ª.-  
Medios alternativos de resolución de conflictos 

1.- 	 Medios Alternativos y Personas en condición de 
Vulnerabilidad 

(43) Se impulsarán los medios alternativos de resolución de 
conflictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, 
tanto antes del inicio del Proceso como durante la tramitación del 
mismo. 
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Los medios alternativos de resolución de conflictos, deben inte-
grarse en los servicios que las administraciones públicas han de 
ofrecer a las personas usuarias del sistema de justicia y en espe-
cial a las personas en condición de vulnerabilidad.

La mediación, la conciliación, el arbitraje y otros medios que no 
impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden 
contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de de-
terminados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, 
así como a optimizar el funcionamiento de los servicios formales 
de justicia. 

(44) En todo caso, antes de utilizar una forma alternativa en un 
conflicto concreto, se tomarán en consideración los derechos hu-
manos de las personas intervinientes, así como las circunstancias 
particulares de cada una, especialmente si se encuentran en algu-
na de las condiciones o situaciones de vulnerabilidad contempla-
das en estas Reglas. 

Se fomentará la capacitación integral y sensibilización de las per-
sonas mediadoras, árbitros, facilitadoras judiciales comunitarias 
y demás personas que intervengan en la resolución del conflicto. 
Especialmente importante resulta incluir formación en materia 
de derechos humanos, género, diversidad e interculturalidad. 

2.- Difusión e información 

(45) Se deberá promover la difusión de la existencia y caracterís-
ticas de estos medios entre los grupos de población que resulten 
sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización. 

(46) Cualquier persona en condición de vulnerabilidad que par-
ticipe en la resolución de un conflicto mediante cualquiera de 
estos medios deberá ser informada, con carácter previo, sobre su 
contenido, forma y efectos.

Dicha información se suministrará de conformidad con lo dis-
puesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.
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A tal efecto se elaborarán los correspondientes protocolos de 
actuación.

3.- 	 Participación de las personas en condición de vulne-
rabilidad en los Medios Alternativos de Resolución 
de Conflictos 

(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que per-
mitan la participación de las personas en condición de vulnera-
bilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de 
Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación 
de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para las 
personas menores de edad cuando sea necesaria, o con la asisten-
cia, apoyo o representación legal cuando su condición lo requiera.

La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse 
a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de 
las personas que participen. 

Sección 6ª.-  
Sistema de resolución de conflictos dentro de las comu-
nidades indígenas, Afrodescendientes, o pertenecientes 

a otras diversidades étnicas y culturales

(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en 
la materia, resulta conveniente estimular las formas propias de 
justicia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de 
la comunidad indígena, la comunidad afrodescendiente y otras 
diversidades étnicas y culturales.

Se propiciará la armonización de los sistemas de administración 
de justicia estatal y los medios de administración de justicia 
tradicionales de las comunidades mencionadas, basadas en el 
respeto mutuo y de conformidad con las normas internacionales 
de derechos humanos. 
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(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas 
en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos 
fuera de las comunidades indígenas, afrodescendientes y perte-
necientes a otras diversidades étnicas y culturales, por parte del 
sistema de administración de justicia estatal, donde resulta asimis-
mo conveniente abordar los temas relativos al peritaje cultural y/o 
antropológico, y al derecho a expresarse en el propio idioma.

CAPÍTULO III:  
CELEBRACIÓN DE ACTUACIONES JUDICIALES 

El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cual-
quier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un 
acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición. 

(50) Se velará para que en todas las actuaciones judiciales, en 
las que participe una persona en condición de vulnerabilidad, se 
respete su dignidad, otorgándole un trato diferenciado adecuado 
a las circunstancias propias de su situación. 

Sección 1ª.-  
Información procesal o jurisprudencia

(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que 
la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente in-
formada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el 
proceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determi-
nantes de su vulnerabilidad. 

1.- Contenido de la información 

(52) Cuando la persona en condición de vulnerabilidad participe 
en una actuación judicial, en cualquier condición, será informada 
sobre los siguientes extremos:
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• 	 La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar 

• 	 Su papel dentro de dicha actuación 

• 	 La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en 
relación con la concreta actuación, así como la información 
de cuál organismo o institución puede prestarlo. 

(53) Quien sea parte en el proceso o pueda llegar a serlo, tendrá 
derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para 
la protección de sus intereses. Los órganos competentes deberán 
adoptar todas las medidas pertinentes para suministrarla. Dicha 
información deberá incluir al menos:

• 	 La modalidad de apoyo o asistencia que puede recibir en el 
marco de las actuaciones judiciales. 

• 	 Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso, 
incluida la posibilidad de ejercitar la acción de manera indi-
vidual y colectiva.

• 	 La forma y condiciones en las que puede acceder a asesora-
miento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en 
los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el 
ordenamiento existente.

• 	 La modalidad de servicios u organizaciones a las que puede 
dirigirse para recibir apoyo.

Se facilitará a las personas con discapacidad información sobre 
las actuaciones judiciales, de manera oportuna y son costo adicio-
nal, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los 
diferentes tipos de discapacidad.

2.- Tiempo de información 

(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso y 
durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto con 
las autoridades policiales cuando se trate de un procedimiento 
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penal, así como los procedimientos para garantizar un efectivo 
acceso a justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

3.- Forma o medios para el suministro de la información 

(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias 
determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal 
que se garantice que llegue a conocimiento de la persona destina-
taria. Los Estados garantizarán la creación y desarrollo de oficinas 
de información u otras entidades creadas al efecto. 

Se promoverá la utilización de las tecnologías de la información y 
la comunicación de manera accesible, comprensible y adaptadas 
a la concreta situación de vulnerabilidad. 

4.- Disposiciones relativas a la víctima 

(56) Se promoverá que las víctimas reciban información, desde 
el primer contacto con las autoridades y funcionarios (as), sin 
retrasos innecesarios, sobre los siguientes elementos del proceso 
judicial: 

a)	 Medidas de asistencia y apoyo disponibles, sean médicas, 
psicológicas o materiales, y procedimiento para obtenerlas. 
Dentro de estas últimas se incluirá, cuando resulte oportuno 
información sobre las posibilidades de obtener un aloja-
miento alternativo.

b)	 Derecho a denunciar y en su caso el procedimiento para 
interponer la denuncia y derecho a facilitar elementos de 
prueba a las autoridades encargadas de la investigación.

c)	 Procedimiento para obtener asesoramiento y defensa jurí-
dica, y en su caso condiciones en las que pueda obtenerse 
gratuitamente. 

d)	 Posibilidad para solicitar medidas de protección, cautelares 
y, en su caso procedimiento para hacerlo.
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e)	 Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso 
procedimiento para reclamarlas.

f)	 Servicios de interpretación y traducción disponibles.

g)	 Ayudas y servicios auxiliares para la comunicación 
disponibles.

h)	 Procedimiento por medio del cual la víctima puede ejercer 
sus derechos en el caso de que resida en el extranjero.

i)	 Recursos que puede interponer contra las resoluciones que 
considere contrarias a sus derechos.

j)	 Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramita-
ción del procedimiento y cauces para comunicarse con ella. 

k)	 Servicios de justicia restaurativa disponibles en los casos 
legalmente procedentes.

l)	 Supuestos en los que puede obtener el reembolso de los gas-
tos judiciales y, en su caso procedimiento para reclamarlo. 

Esta información será actualizada en cada fase del procedimiento 
para garantizar a la víctima la posibilidad de ejercer sus derechos. 

(57) Cuando exista riesgo para la vida, integridad psicofísica y/o 
el patrimonio, de la víctima, se le informará de todas las decisio-
nes judiciales que puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, 
de aquéllas que se refieran a la puesta en libertad de la persona 
inculpada o condenada, especialmente en los supuestos de vio-
lencia intrafamiliar. 

Se garantizarán mecanismos de prevención para evitar la revic-
timización y sistemas de protección y atención para víctimas y 
testigos.
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Sección 2ª.-  
Comprensión de actuaciones judiciales 

(58) Toda persona en condición de vulnerabilidad, tiene el dere-
cho a entender y ser entendida.

Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las dificultades 
de comunicación que afecten a la comprensión de las actuaciones 
judiciales, en las que participe una persona en condición de vul-
nerabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance 
y significado. 

1.- Notificaciones y requerimientos 

(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán térmi-
nos y estructuras gramaticales simples y comprensibles, que 
respondan a las necesidades particulares de las personas en 
condición de vulnerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, 
se evitarán expresiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio 
de las ocasiones en que resulte necesario el uso de expresiones 
conminatorias.

Se procurará que el instrumento de notificación sea acompañado 
de un documento en formato accesible, según la condición de dis-
capacidad conforme a los avances tecnológicos que torne idónea 
y comprensible la comunicación a la persona destinataria.

2.- Contenido de las resoluciones judiciales 

(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y cons-
trucciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico. 
Deberá respetarse el uso de lenguaje inclusivo.

3.- Comprensión de actuaciones orales 

(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la perso-
na en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, 
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comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que 
participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la 
Sección 3ª del presente Capítulo.

Sección 3ª.-  
Comparecencia en dependencias judiciales 

(62) Se velará para que la comparecencia en los actos y actuacio-
nes judiciales de una persona en condición de vulnerabilidad se 
realice de manera adecuada a las circunstancias propias de dicha 
condición. 

1.- Información sobre la comparecencia 

(63) Con carácter previo al acto o actuación judicial, se procurará 
proporcionar a la persona en condición de vulnerabilidad infor-
mación directamente relacionada con la forma de celebración y 
contenido de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de 
la sala y de las personas que van a participar, ya sea destinada a 
la familiarización con los términos y conceptos legales, así como 
otros datos relevantes al efecto. 

2.- Asistencia 

(64) Previa a la celebración de la actuación.

Se procurará la prestación de asistencia por personal especializa-
do (profesionales en Psicología, Trabajo Social, personas intérpre-
tes, traductoras u otras que se consideren necesarias) destinada 
a afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración 
de la vista judicial; al servicio de las personas en condición de 
vulnerabilidad.

(65) Durante el acto judicial. 

Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la 
declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la 
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presencia de una persona profesional, cuya función será la de 
contribuir a garantizar los derechos de la persona en condición 
de vulnerabilidad. 

También puede resultar conveniente la presencia en el acto de 
una persona que se configure como referente emocional de quien 
se encuentra en condición de vulnerabilidad.

3.- Condiciones de la comparecencia 

Lugar de la comparecencia 

(66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un 
entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo. 

(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se pro-
curará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judi-
ciales de la víctima, entendida en los términos de la Regla 10 con 
la persona presuntamente infractora; así como la confrontación 
de ambos durante la celebración de actos judiciales, procurando 
la protección visual de la víctima y evitando su revictimización.

Tiempo de la comparecencia 

(68) Se procurará que la persona en condición de vulnerabilidad 
espere el menor tiempo posible para la celebración del acto 
judicial. 

Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente, no obstante 
para fijar la fecha y hora de las actuaciones judiciales, deberán 
tomarse en consideración las particulares circunstancias de la 
persona en condición de vulnerabilidad; entre otras: ubicación y 
condiciones geográficas del lugar de residencia, distancia con la 
sede judicial, medios de transporte y horarios de traslado. 

Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otor-
garse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en 
el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.
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(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal 
manera que solamente deberán comparecer cuando resulte estric-
tamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se procurará 
asimismo la concentración en el mismo día de la práctica de las 
diversas actuaciones en las que deba participar la misma persona. 

(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la 
prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible 
de conformidad con el Derecho aplicable. 

(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación 
en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se 
repita su celebración en sucesivas instancias judiciales en los 
términos establecidos en la Regla 37.

Forma de la comparecencia 

(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las necesidades 
y particularidades de la persona en condición de vulnerabilidad, 
tales como la edad, el grado de madurez, el nivel educativo, la 
capacidad intelectiva, el tipo y el grado de discapacidad o las con-
diciones socioculturales. Se debe procurar formular preguntas 
claras, con una estructura sencilla 

(73) Quienes participen en el acto de comparecencia no deben 
emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona en 
condición de vulnerabilidad.

(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición 
de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración 
en audiencia pública. Podrá plantearse la posibilidad de que su 
participación en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones 
especialmente adaptadas que permitan alcanzar dicho objetivo, 
incluso excluyendo su presencia física en el lugar del juicio o de 
la vista, siempre que resulte compatible con el Derecho del país. 

A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de video-
conferencia o del circuito cerrado de televisión. 
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4.- 	 Seguridad de las víctimas en condición de 
vulnerabilidad 

(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garanti-
zar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas 
en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso 
judicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que 
la víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén 
en juego sus intereses.

(76) Se prestará especial atención a fin de tomar las medidas 
pertinentes en aquellos supuestos en los que la persona está 
sometida a un peligro de victimización reiterada o repetida, tales 
como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia organi-
zada, personas menores de edad víctimas de abuso sexual o malos 
tratos, y mujeres víctimas de violencia dentro de la familia o de la 
pareja, o víctimas de delitos de odio.

5.-	 Accesibilidad de las personas con discapacidad 

(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapaci-
dad a la celebración del acto judicial en el que deban intervenir, 
y se promoverá la eliminación de todo tipo de barreras arquitec-
tónicas, de información, comunicación y actitudinales facilitando 
tanto el acceso como la estancia en los edificios judiciales.

6.-	 Participación de niños, niñas y adolescentes en actos 
judiciales 

(78) En los actos judiciales en los que intervengan personas me-
nores de edad, se tendrá en cuenta su edad y desarrollo integral.

A tales fines los actos judiciales:

•	 Se realizarán en espacios amigables, incluyéndose la posibili-
dad de que puedan ser escuchados sin estar presentes en la 
sala mediante la utilización de tecnologías de la comunicación. 
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•	 Se facilitará la comprensión utilizando un lenguaje sencillo.

•	 Se evitarán todos los formalismos innecesarios tales como la 
toga, la distancia física con el tribunal y otros similares.

7.- 	 Personas pertenecientes a pueblos y comunidades 
indígenas, personas afrodescendientes y a otras di-
versidades étnicas y culturales.

(79) En la celebración de los actos judiciales se respetará la digni-
dad y cosmovisión, las costumbres y las tradiciones culturales de 
las personas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, 
personas afrodescendientes y otras diversidades étnicas y cultu-
rales conforme al ordenamiento jurídico de cada país.

Sección 4ª.-  
Protección de la intimidad 

1.- 	 Reserva de las actuaciones judiciales 

(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condi-
ción de vulnerabilidad lo aconseje, podrán adoptarse las medidas 
necesarias para su protección y en particular la posibilidad de 
que las actuaciones judiciales orales y escritas no sean públicas, 
de tal manera que solamente puedan acceder a su contenido las 
personas involucradas, así como impedir la difusión de cualquier 
información que pueda facilitar la identificación de las personas 
en situación de vulnerabilidad.

2.- 	 Imagen 

(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y di-
fusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos 
supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, 
a la situación emocional o a la seguridad de la persona en condi-
ción de vulnerabilidad, por lo que deberán adoptarse las medidas 
pertinentes para ello.
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(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión 
de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por 
cuanto afecta de forma decisiva su desarrollo como persona. 

3.- 	 Protección de datos personales 

(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, deberá evitar-
se la divulgación y publicidad de los datos de carácter personal de 
quienes se encuentran en esa condición. 

(84) Se garantizará la protección de los datos personales con-
tenidos en soporte digital o en otros soportes que permitan su 
tratamiento automatizado.

CAPÍTULO IV:  
EFICACIA DE LAS REGLAS 

Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas des-
tinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que 
contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de 
acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad. 

1.-	 Principio general de colaboración 

(85) La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada 
al grado de colaboración entre sus destinatarios, tal y como vie-
nen definidos en la Sección 3ª del Capítulo I. 

La determinación de los órganos y entidades llamadas a colabo-
rar depende de las circunstancias propias de cada país. Quienes 
impulsen las políticas públicas deben poner un especial cuidado 
tanto para identificar a dichos órganos y entidades, como para 
recabar su participación y mantener su colaboración durante 
todo el proceso.

(86) Se implementará un foro permanente para el cumplimiento 
de las presentes reglas en el que también puedan participar los 
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diferentes actores a los que se refiere el apartado anterior, y que 
podrá establecerse de forma sectorial. 

(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore 
con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la jus-
ticia de las personas en condición de vulnerabilidad, a través de 
estrategias concretas de cooperación interinstitucional.

(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales 
y centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, 
así como de las entidades estatales en los estados federales, dado 
que frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra 
más próximo a la gestión directa de la protección social de las 
personas más desfavorecidas. 

(89) Cada país fomentará la participación de las entidades de la 
sociedad civil por su relevante papel en la cohesión social, y por 
su estrecha relación e implicación con los grupos de personas en 
condición de vulnerabilidad.

2.- 	 Cooperación internacional 

(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el inter-
cambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, 
analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, 
incluso, fijando buenas prácticas. Estos espacios de participación 
pueden ser sectoriales. 

Estos espacios de participación pueden ser sectoriales.

En estos espacios podrán participar representantes de las instan-
cias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.

(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de 
Cooperación para que: 

• 	 Continúen brindando su asistencia técnica y económica en el 
fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia. 
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• 	 Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus activi-
dades, y lo incorporen, de forma transversal, en los distintos 
programas y proyectos de modernización del sistema judicial 
en que participen. 

• 	 Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados 
espacios de participación. 

3.- 	 Investigación y estudios 

(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones 
en esta materia, en colaboración con instituciones académicas y 
universitarias. 

4.- 	 Sensibilización y formación de profesionales 

(93) Se desarrollarán actividades que promuevan una cultura 
organizacional orientada a la adecuada atención de las personas 
en condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las 
presentes Reglas, atendiendo a las necesidades de cada grupo de 
personas beneficiaras.

(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una ade-
cuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial 
que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un con-
tacto con las personas en condición de vulnerabilidad. 

Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en 
los distintos programas de formación y actualización, dirigidos a 
las personas que trabajan en el sistema judicial, para ello se rea-
lizarán cursos de formación permanente a través de las Escuelas 
Judiciales de los distintos países.

5.- 	 Nuevas tecnologías 

(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que 
ofrezca el progreso tecnológico para mejorar las condiciones de 
acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.
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6.- 	 Manuales de buenas prácticas sectoriales 

(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácti-
cas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan 
desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las 
circunstancias propias de cada grupo. 

(97) Se elaborará periódicamente un catálogo de instrumentos in-
ternacionales, en formatos físicos y digitales accesibles, referidos 
a cada uno de los sectores o grupos mencionados anteriormente.

7.- 	 Difusión 

(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes 
destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capí-
tulo I. 

(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación 
para contribuir a configurar actitudes en relación con el conteni-
do de las presentes Reglas. 

8.- 	 Comisión de seguimiento 

(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las si-
guientes finalidades: 

• 	 Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la apli-
cación de las presentes Reglas. 

• 	 Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de ga-
rantizar el seguimiento a las tareas de implementación del 
contenido de las presentes reglas en cada país. 

• 	 A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, pro-
mover ante los organismos internacionales hemisféricos y 
regionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes 
de Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adop-
ción y fortalecimiento de políticas públicas que promuevan 
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el mejoramiento de las condiciones de acceso a la justicia por 
parte de las personas en condición de vulnerabilidad. 

• 	 Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de 
estas Reglas. 

• 	 Proponer la convocatoria de un concurso de buenas prácticas 
en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

• 	 Canalizar las iniciativas de formación y difusión sobre las Re-
glas en el ámbito de la comunidad jurídica iberoamericana.

La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados 
por la Cumbre Judicial Iberoamericana. 

En la misma podrán integrarse representantes de las otras Redes 
Iberoamericanas del sistema judicial que asuman las presentes 
Reglas. En todo caso, la Comisión tendrá un número máximo de 
nueve miembros.
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DECÁLOGO IBEROAMERICANO  
PARA UNA JUSTICIA DE CALIDAD

Preámbulo

La calidad de la Justicia debe ser concebida como un eje transver-
sal en el funcionamiento y organización de los Poderes Judiciales 
Iberoamericanos. Tiene que involucrar no sólo la satisfacción de 
las necesidades y expectativas de las personas usuarias en rela-
ción con el servicio público recibido, sino también incorporar la 
celeridad, la simplificación y la innovación de los procesos apro-
vechando eficientemente los recursos disponibles para la mejora 
continua de la gestión. 

La calidad implica el desarrollo de la normalización de los pro-
cesos y de mediciones por medio de la planificación y de indica-
dores objetivos que permitan una adecuada y oportuna toma de 
decisiones para lograr una justicia eficaz en el cumplimiento de 
sus metas, eficiente en la forma y en los recursos empleados para 
cumplirlas, y efectiva por los resultados que sea capaz de alcanzar. 

El grado de democracia de una nación, se mide en gran parte por 
la expansión efectiva de los derechos de las personas y su justi-
ciabilidad. La tutela judicial efectiva de los derechos, presupone 
que las organizaciones judiciales puedan ser capaces de cumplir 
satisfactoriamente las actividades que sean necesarias para evi-
tar dilaciones injustificadas en la prestación de los servicios de 
justicia. De ello depende en gran medida el poder garantizar la 
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seguridad jurídica como una de las responsabilidades fundamen-
tales de todo Estado Democrático de Derecho.

El desarrollo de los sistemas de gestión integral de la calidad, 
representan un enorme desafío para poder fortalecer la Justicia 
democrática que todos anhelamos. Ello debe hacerse dentro de 
un marco de absoluto respeto a los principios de independencia 
judicial e imparcialidad, principio de defensa y debido proceso, 
principios de legalidad y de legitimidad democrática. 

El presente Decálogo está compuesto por los siguientes diez 
enunciados que contienen los principios y orientaciones que 
pretenden servir de referencia a los sistemas de justicia de los 
países Iberoamericanos en la formulación de políticas públicas 
relacionadas con la planificación, los modelos y los métodos que 
permitan alcanzar la calidad en su gestión y la mejora continua. 

I.	 Reconocer a la persona usuaria como razón de ser de 
la Justicia. 

La calidad en el ámbito de la Justicia siempre debe estar orientada 
al cumplimiento de las expectativas y requerimientos de la perso-
na usuaria. Tiene que dar respuesta a las necesidades de la pobla-
ción con equidad, objetividad y eficiencia. Un sistema de gestión 
de calidad, debe ser capaz de dar respuesta precisa y oportuna a 
los conflictos suscitados y susceptibles de ser resueltos con apego 
al Derecho.

II.	 Garantizar el acceso a una Justicia de calidad como 
derecho fundamental. 

En todo Estado Democrático de Derecho, debe garantizarse el 
acceso a una Justicia de calidad respetando siempre los derechos 
fundamentales de la población, en especial de aquellos grupos 
más vulnerables.
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III.	 Desarrollar una debida planificación de la calidad en 
la Justicia. 

Para la consecución de las metas es necesario planear, dirigir, orga-
nizar y controlar. La calidad implica la toma de decisiones a largo 
plazo, determinando claramente los objetivos y las estrategias. De-
ben establecerse planes, metas y plazos con un uso adecuado de los 
recursos. Se requiere además, la sistematización, formalización y 
normalización de las prácticas de gestión donde se establezcan pro-
tocolos para la generación, validación y difusión del conocimiento. 

IV.	 Fomentar una Justicia con enfoque sistémico integral. 

La gestión de la calidad permite la unificación de esfuerzos con el 
fin de asegurar la sostenibilidad de los objetivos y metas trazadas. 
Esta perspectiva de gestión de la calidad como sistema, implica la 
necesaria coordinación y cooperación. El trabajar articuladamente, 
permite generar valor al servicio de la administración de justicia. 

V.	 Reconocer en la Justicia la importancia de su talento 
humano. 

Una Justicia de calidad debe tener como elemento esencial a su 
talento humano por ser de vital importancia para crear la sinergia 
necesaria en su gestión. La organización debe valorarlo en función 
de la ejecución de sus actividades. Esta debe ser capaz de identi-
ficarlo y desarrollarlo mediante la experiencia y el conocimiento. 
Deben fortalecerse las habilidades, las destrezas, la formación, las 
actitudes y las competencias personales en procura de la excelen-
cia del servicio público.

VI.	 Incentivar el compromiso y el trabajo en equipo en 
función de la Justicia. 

Quienes integran toda organización de la Justicia, deben identi-
ficarse con la persona usuaria, con sus necesidades y compro-
meterse a brindar una adecuada prestación del servicio público. 
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Ser conscientes de la confianza y la responsabilidad social que 
tienen depositadas y de la importancia de la Justicia como pilar 
de la democracia en todo Estado democrático de derecho. Todos 
los miembros de la organización fomentarán la cultura del trabajo 
en equipo. Deberán ser garantes de los valores éticos, la vocación 
de servicio público, la corresponsabilidad y la transparencia en la 
función pública. 

VII.	 Establecer la eficacia y la eficiencia como requisitos 
para una Justicia confiable y de calidad. 

La concepción de un Estado Social y Democrático de Derecho, 
lleva intrínseca la existencia de un sistema de Justicia eficiente 
donde las personas usuarias tengan la garantía de la tutela de sus 
derechos. La calidad debe integrar los conceptos de eficiencia y 
eficacia. El primero de ellos, hace referencia a la optimización de 
los resultados alcanzados en relación con el uso de los recursos 
disponibles e invertidos en su consecución. Por otro lado la efica-
cia, es el logro de los objetivos, metas y estándares orientados a 
la satisfacción de los requerimientos y expectativas de la persona 
usuaria.

VIII.	 Realizar la medición de resultados en la gestión de la 
Justicia. 

La calidad se mide a través de indicadores que evidencien el 
cumplimiento de los objetivos planteados. No puede hablarse 
de calidad si la misma no es constatable, de ahí que sea necesa-
rio que los estándares deban estar debidamente tipificados. La 
calidad y la mejora continua requieren de evidencias, es decir, 
toda acción implementada debe ser comprobada por un regis-
tro que la respalde. En todos los niveles de la organización, las 
decisiones deben fundamentarse en el análisis de los datos y la 
información. 
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IX.	 Garantizar una Justicia transparente y con participa-
ción ciudadana. 

Una Justicia de calidad debe ser transparente, estar sujeta al es-
crutinio público y a la rendición de cuentas de sus acciones. La 
participación de la sociedad organizada en todas sus formas, debe 
ser definida mediante mecanismos que garanticen la atención de 
las aspiraciones y necesidades de la persona usuaria. 

X.	 Impulsar la mejora continua como fundamento en la 
gestión de calidad para la Justicia. 

La mejora continua se fundamenta en la evaluación constante de 
los resultados que permita ajustar las prácticas de gestión a las 
nuevas necesidades de la persona usuaria y a su vez, fomentar la 
innovación y el aprendizaje de las prácticas de gestión.





VI
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CARTA IBEROAMERICANA  
DE DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

I.	 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I.I CONTEXTO DE LA PROPUESTA 

El acceso a la justicia es un derecho humano fundamental, tal y 
como lo reconocen los principales instrumentos internacionales 
sobre la materia y los marcos constitucionales de la Región. Hacer 
efectivo este derecho implica la obligación estatal de garantizar 
la existencia de un sistema judicial libre, independiente y eficaz, 
al que toda persona sin ningún tipo de discriminación, pueda 
acudir para exigir la reparación de sus derechos vulnerados. El 
acceso efectivo a la justicia requiere fundamentalmente, que las 
personas conozcan de los derechos que son titulares y sobre todo, 
cuenten con los mecanismos para exigirlos. 

Las víctimas en general y de delitos en particular, cuentan hoy con 
distintos niveles de protección y apoyo, pero la realidad iberoame-
ricana sigue evidenciando obstáculos para que accedan al sistema 
judicial y obtener de él una respuesta efectiva. El trato revictimi-
zante que con frecuencia reciben, sumado a los retrasos injusti-
ficados en las investigaciones de los delitos, la no realización de 
pruebas claves para lograr la identificación de los responsables, 
la poca credibilidad hacia su testimonio, interrogatorios culpabi-
lizadores, minimización de la gravedad de la agresión, así como la 
resistencia a conceder órdenes de protección, son ejemplo de ello. 



Poder Judicial • República Dominicana
114	 Carta iberoamericana de derechos de las víctimas 

Productos de la Cumbre Judicial Iberoamericana

Hasta ahora, la participación y las necesidades de las víctimas no 
son consideradas de manera integral por los sistemas judiciales 
nacionales. A pesar de las importantes reformas procesales para 
la tutela de los derechos de las víctimas en el proceso penal, aún 
está lejos de garantizar un verdadero equilibro entre las partes, 
con detrimento de los derechos de las víctimas de delitos y de 
otras manifestaciones de violencia. La participación en el proceso 
judicial no puede convertirse en un factor adicional de vulnerabi-
lidad para la víctima.

Sin duda, los hechos delictivos ocasionan una lesión a la sociedad, 
pero también tienen un efecto concreto en las personas y en sus 
familias. Por ende, reconocer tal situación a las víctimas, identi-
ficar y darle respuesta a sus necesidades, es un tema vinculado 
a los derechos fundamentales y forma parte de la construcción 
de una sociedad justa y equilibrada. La dignidad y el respeto de 
la víctima, igual que la de la persona acusada, debe respetarse y 
hacerse efectiva. Para lograr un verdadero equilibrio procesal de 
las partes, es indispensable un cambio de paradigma que permi-
ta diferenciar los intereses de la sociedad representados por el 
Ministerio Público; respecto de los intereses individuales de las 
víctimas de hechos ilícitos. 

La vulnerabilidad, se convierte en una circunstancia común en 
las víctimas, sin embargo deben evidenciarse además, las condi-
ciones de vulnerabilidad particulares que se derivan no solo de 
la situación de la persona sino también de la naturaleza o tipo 
del hecho sufrido, por lo que se debe otorgar un trato adecuado, 
en relación a esas diferencias. Existen víctimas de terrorismo, 
crimen organizado, accidentes de tránsito, y también víctimas en 
condición de particular vulnerabilidad, que pueden ser revicti-
mizadas o intimidadas durante el proceso, tales como las niñas, 
niños y adolescentes, personas con capacidades especiales, las 
víctimas de delitos sexuales, violencia doméstica, explotación se-
xual de personas menores de edad, trata de personas, entre otros. 
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Adicional a lo señalado, deben tomarse siempre en consideración 
las condiciones de edad, sexo, identidad de género, etnia, religión, 
orientación sexual, estado de salud, dificultades de comunicación, 
relación de dependencia con la persona acusada, de tal forma que 
pueda otorgárseles la protección y atención apropiadas. Desde un 
punto de vista ético-deontológico, toda víctima debe ser respeta-
da de forma integral, y sus particularidades especiales deben ser 
tomadas en cuenta para crear mecanismos que den respuestas a 
sus necesidades específicas. 

Garantizar la asistencia jurídica, la representación efectiva, la 
participación real en los actos del proceso con eficacia sobre su 
desenvolvimiento y la posibilidad real de reparación del daño, 
constituye factores imprescindibles del acceso a la justicia. Las 
víctimas tienen un interés legítimo en que se haga justicia y de-
ben ser oídas y convencidas en juicio. También tienen derecho a 
la reparación del daño sufrido y a recuperar su condición anterior 
al hecho delictivo. La finalidad, va más allá del aspecto económico, 
sin embargo, en la búsqueda de ese objetivo debe prevalecer su 
interés, garantizándole una decisión informada de los riesgos 
y beneficios, y que no vuelva a sufrir como consecuencia del 
proceso. 

Es indispensable que el sistema procesal no atribuya al Ministerio 
Público la exclusividad en el ejercicio de la acción penal, sino que 
se reconozca también el derecho de la persona afectada por el 
delito a tener participación real y efectiva en el procedimiento 
penal, con altos poderes de eficacia sobre la pretensión punitiva a 
través de mecanismos como la acusación coadyuvante y en algu-
nos casos independiente, y se le reconozca un margen importante 
de participación en los actos del proceso, para reforzar la activi-
dad que despliega el Ministerio Público en la persecución de los 
delitos. 

El reconocimiento efectivo de los derechos de las víctimas está 
íntimamente relacionado con la confiabilidad en el sistema de 



Poder Judicial • República Dominicana
116	 Carta iberoamericana de derechos de las víctimas 

Productos de la Cumbre Judicial Iberoamericana

la administración de justicia. El respeto de los derechos de las 
víctimas, tiene un impacto directo en las estructuras socioeco-
nómicas de los estados, mediante la disminución de los efectos 
negativos y costos generados por la delincuencia. La legitimación 
de los sistemas de justicia radica en su efectividad de coadyuvar 
una solución al conflicto social, no se trata de crear mecanismos 
que operen únicamente a nivel cuantitativo, deben ser capaces de 
incorporar la visión cuantitativa y humana del proceso. 

Lo anterior obliga a replantear los mecanismos de recopilación, 
monitoreo y análisis de la información vinculada con la tramita-
ción de causas, de modo que se pueda conocer la situación real 
de las víctimas. Las estadísticas penales continúan enfocadas 
particularmente en los imputados, para lograr el equilibrio nece-
sario, deben de visibilizarse datos como los grupos etarios de las 
víctimas, cuántas veces han sido victimizadas, si el sistema las ha 
revictimizado, números de recursos presentados en defensa de 
sus derechos, los plazos de duración en la tramitación de su pro-
ceso, los mecanismos de participación directa de las víctimas en 
el procedimiento penal, los resultados y la eficacia de los mismos, 
la posibilidad de acceso a atención especializada en oficinas de 
víctimas, y acceso a reparación del daño, entre otros. 

Es imperativo que los Poderes Judiciales promuevan los cambios 
en las legislaciones para alcanzar estos fines, coordinen las accio-
nes de política pública sistemáticas y articuladas, incorporando 
a las organizaciones no gubernamentales y de la sociedad civil, 
de acuerdo al contexto nacional, para brindar o avanzar en el 
servicio integral que exige el reconocimiento de los derechos 
fundamentales de las víctimas. 

Los Poderes Judiciales Iberoamericanos deben constituirse en 
Instituciones de fácil acceso, humanizadas, sensibilizadas y preo-
cupadas por el mejoramiento continuo de los servicios que ofre-
cen; para que su intervención represente un camino efectivo en la 
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restitución de los derechos violentados; se requiere para esto un 
cambio de paradigma de la administración de justicia.

I.II  MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL 

En las últimas dos décadas, en la mayoría de los países iberoame-
ricanos se han realizado importantes reformas a nivel procesal 
penal, definiendo un modelo acusatorio con el que se pretende 
redimensionar la posición de la víctima y de sus derechos. Las 
reformas buscan corregir el olvido en el que se encontraban las 
víctimas en los procesos penales. 

A nivel internacional, desde una perspectiva de derechos huma-
nos, los estados han promovido convenios y tratados internacio-
nales buscando de forma directa o indirecta, el equilibrio que los 
ordenamientos jurídicos internos deben guardar entre la víctima 
y el victimario. 

Dentro de los diversos instrumentos internacionales que tutelan 
derechos de las víctimas en general y del delito en particular, se 
pueden enunciar: 

•	 Declaración Universal de los Derechos Humanos, (Organiza-
ción de las Naciones Unidas, 1948) 

•	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Asam-
blea General de las Naciones Unidas, 1966) 

•	 Declaración sobre el derecho y el deber de los individuos, los 
grupos y las instituciones de promover y proteger los dere-
chos humanos y las libertades fundamentales universalmente 
reconocidos (Asamblea General de Naciones Unidas, 1999) 

•	 Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hom-
bre, (Novena Conferencia Internacional Americana, 1948) 

•	 Convención Americana sobre Derechos Humanos, (Conferen-
cia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, 
1969) 
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•	 Convenio Europeo sobre Indemnización a las Víctimas de 
Delitos Violentos, (Consejo de Europa, 1983) 

•	 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, (Organización de las Naciones 
Unidas, 1984) 

•	 Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia 
para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, Resolución 
40-34 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, (Orga-
nización de las Naciones Unidas, 1985) 

•	 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Adminis-
tración de la Justicia Penal, (Organización de las Naciones 
Unidas, 1992) 

•	 La Resolución 1325, (Organización de las Naciones Unidas, 
Consejo de Seguridad, 2000)

•	 Estatuto de Roma, (Corte Penal Internacional, 2002) 

•	 Carta de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espa-
cio Judicial Iberoamericano, (VII Cumbre Iberoamericana de 
Presidentes de Cortes Supremas y Tribunales Supremos de 
Justicia, 2002) 

•	 Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas 
en Condición de Vulnerabilidad, (XIV Cumbre Judicial Ibe-
roamericana, 2008) 

•	 Las Guías de Santiago, (XVI Asamblea General Ordinaria de La 
Asociación Iberoamericana de Ministerios Públicos, 2008) 

•	 Convención sobre los derechos de los niños. (Organización 
de las Naciones Unidas, 1989). 

Con el objetivo de conocer el grado de implementación de ésta 
normativa, en la Primera Reunión Preparatoria, celebrada en 
Asunción, Paraguay, en octubre del año 2010, se acordó incorpo-
rar el tema de los derechos de las víctimas como punto prioritario 
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de la agenda de la XVI Cumbre Judicial Iberoamericana. En primer 
término se elaboró un instrumento diagnóstico para conocer la 
realidad de los países participantes en la atención a víctimas de 
delito, visualizándose la diversidad en los tipos de abordaje, así 
como falencias en el reconocimiento efectivo de sus derechos 
dentro de los procesos judiciales. 

Es en este sentido que surge la necesidad de generar un instru-
mento axiológico que permita un marco de referencia para todos 
los países integrantes de la Cumbre Judicial Iberoamericana, el 
cual pretende instrumentalizar y desarrollar las Cien Reglas de 
Brasilia de Acceso a la Justicia, en materia de víctimas en general 
y de delito en particular.

II. 	 CARTA IBEROAMERICANA DE DERECHOS DE LAS 
VÍCTIMAS 

RECONOCIENDO que las víctimas, sus familias, las personas que fi-
guran como testigos y aquellas que les prestan algún tipo de ayuda, 
se exponen injustamente a pérdidas, daños o perjuicios y que, adi-
cionalmente, pueden sufrir de un trato inadecuado cuando acuden 
a los servicios o los procesos judiciales en tutela de sus derechos. 

EVIDENCIANDO que la problemática que rodea la situación de las 
víctimas, así como la atención que se les brinda varía en función 
de las realidades y circunstancias propias en cada uno de los paí-
ses de Iberoamérica.

ESTABLECIENDO que debe reconocerse que las víctimas no son 
un grupo homogéneo sino que lo son en función de situaciones 
específicas como los conflictos armados, el crimen organizado, la 
delincuencia común, personas desaparecidas y prácticas de tor-
tura, el terrorismo, la trata y el comercio de personas, la violencia 
de género, entre otras. Todas esas situaciones, representan con-
diciones particulares y en consecuencia necesidades específicas 
para cada una de ellas.
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CONSIDERANDO que desde el marco de los Derechos Humanos, 
los derechos de las víctimas deben hacerse efectivos con respeto 
de su dignidad, debiendo adoptarse las medidas apropiadas para 
garantizar su seguridad, su bienestar físico, psicológico e intimi-
dad para ellas y sus familias.

RECONOCIENDO los avances y esfuerzos realizados por los 
países de la comunidad iberoamericana para implementar los 
derechos de las víctimas mediante normas legales, estructuras 
administrativas, judiciales y a través de la jurisprudencia.

RECONOCIENDO la necesidad de crear mecanismos efectivos de 
operativización de la función judicial en sus ámbitos del sector 
justicia y administrativos, así como la necesidad de definir 
acciones concretas que visibilicen los derechos de las víctimas y 
promuevan su abordaje integral, se presenta la siguiente carta:

CARTA IBEROAMERICANA  
DE DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS

Artículo 1. OBJETIVO

La finalidad de la presente CARTA es garantizar y hacer efectivos 
los derechos de las víctimas de violencia y de delitos en particular 
en todo tipo de procesos judiciales de manera integral durante 
todos los estadios del proceso y la reparación del daño causado; 
sin discriminación de ningún tipo, en todos sus contactos con 
cualquier autoridad pública, servicio de apoyo a las víctimas o 
servicio de justicia. Con pleno respeto a los sistemas jurídicos y 
las legislaciones nacionales.

Artículo 2. DEFINICIÓN DE VÍCTIMA 

Para todos los efectos de la presente CARTA, se entenderá por 
víctima, a toda persona física que haya sido indiciariamente afec-
tada en sus derechos por una conducta delictiva, particularmente 
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aquellas que hayan sufrido violencia ocasionada por una acción u 
omisión que constituya infracción penal o hecho ilícito, sea física 
o psíquica, como el sufrimiento moral y el perjuicio económico. Se 
considerarán víctimas los pueblos indígenas lesionados por éstas 
mismas conductas. También podrá incluir a la familia inmediata o 
las personas que están a cargo de la victima directa.

Artículo 3. DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA 

Las víctimas tienen derecho a que los Estados tengan una política 
articulada, integral y sostenible de acceso a la justicia que tome 
en cuenta sus diferencias e identidad cultural, eliminando todo 
tipo de práctica discriminatoria, que proporcione procedimien-
tos judiciales y administrativos, que consideren las necesidades 
de las víctimas. Estos servicios deben ser oportunos, expeditos, 
accesibles y gratuitos.

Además del acceso individual a la justicia, los sistemas judiciales 
procurarán establecer los procedimientos o las reformas legales 
correspondientes, para que grupos de víctimas puedan presentar 
demandas de reparación y obtenerla, según proceda.

Como parte del Derecho de Acceso a la Justicia, se reconocen los 
siguientes derechos:

3.1 DERECHO DE TUTELA JUDICIAL EFECTIVA

El acceso a la justicia comprende la tutela judicial efectiva, enten-
dida ésta como la posibilidad de reclamar ante los órganos juris-
diccionales la apertura de un proceso sin obstáculos procesales, 
obteniendo una sentencia de fondo motivada y fundada en un 
tiempo razonable, garantizando la ejecutoriedad del fallo.

3.2 DERECHO DE PARTICIPACIÓN EN EL PROCESO

La víctima tiene derecho a participar activamente en todas 
las etapas del proceso, por lo que se le debe garantizar ser 
escuchada, impugnar ante la autoridad judicial las omisiones 
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de la investigación de los delitos, interponer los recursos contra 
las resoluciones que menoscaben sus derechos, particularmente 
aquellas que pongan fin al proceso, participar en las audiencias 
de fijación y modificación de las medidas privativas de libertad, 
facilitar elementos de prueba, así como recibir información sobre 
la liberación del autor del delito.

Asimismo en la fase de ejecución de la sentencia, la víctima tiene 
derecho a ser informada de las condiciones de cumplimiento 
de la pena y participar en las audiencias donde se modifique la 
misma.

3.3. DERECHO DE EJERCER LA ACCIÓN PENAL

En particular se le reconoce a la víctima el derecho de ejercer la 
acción penal de manera que pueda constituirse en acusadora. 
También podrá coadyuvar con el Ministerio Púbico para perseguir 
los delitos ante los Tribunales de Justicia, con plena capacidad de 
parte.

Asimismo se le debe reconocer el derecho de perseguir los delitos 
que el Ministerio Público deje de perseguir en los casos en que se 
haya aplicado criterios de oportunidad en el ejercicio de la acción 
penal, salvo casos de delincuencia organizada, siempre y cuando 
se le indemnice el daño.

3.4 DERECHO A LA CONCENTRACIÓN DE ACTOS JUDICIALES 

La administración de justicia buscará agilizar los procesos 
judiciales de modo que la respuesta a la víctima se brinde en el 
menor tiempo posible, evitando comparecencias innecesarias, 
de tal manera que la víctima solamente deberá acudir cuando 
resulte estrictamente necesario conforme a la normativa 
jurídica. Se procurará la concentración en el mismo día de la 
práctica de las diversas actuaciones en las que deba participar 
la misma persona.
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Artículo 4. DERECHO DE INFORMACIÓN Y DERECHO A EN-
TENDER Y SER ENTENDIDA 

Se debe garantizar que las víctimas reciban información suficien-
te, en términos sencillos y comprensibles, para que puedan ejer-
cer durante el proceso, de manera efectiva, todos sus derechos y 
tomar decisiones informadas.

Para estos efectos deberán ser consideradas las necesidades 
específicas de las diferentes víctimas tomando en consideración 
situaciones tales como el grado de alfabetización, limitaciones 
visuales, limitaciones auditivas, necesidad de traductores en len-
guaje de señas, traducción a idiomas indígenas autóctonas, tra-
ducción a lenguaje extranjero y comunicación de la información 
acorde con la edad y el nivel maduracional y situación emocional.

4. 1 DERECHO A LA INFORMACIÓN

La víctima debe ser informada de manera comprensible sobre sus 
derechos y de las actividades que debe realizar para ejercerlos a lo 
largo del proceso judicial, de modo que cuente con la información 
necesaria para la toma de las decisiones garantizando el efectivo 
acceso a la justicia.

4.2 DERECHO A MEDIOS GRATUITOS PARA FACILITAR LA 
INFORMACIÓN 

Las resoluciones judiciales deberán ser puestas en conocimientos 
de las víctimas de acuerdo a sus necesidades para garantizar la 
correcta comprensión de las mismas, aun cuando para ello se re-
quiera de peritajes culturales, personas intérprete o traductoras 
y mecanismos de impresión en braile, entre otros. Estos medios 
para el ejercicio efectivo de derechos, deberán ser gratuitos y de 
acuerdo con las necesidades de las víctimas y de su papel en el 
proceso. En los procesos orales deberán tomarse las previsiones 
para que las víctimas tengan un efectivo acceso a la información.
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4.3 DERECHO A ENTENDER Y SER ENTENDIDA 

La Administración de Justicia adoptará medidas para garantizar 
que las víctimas entiendan perfectamente y puedan ser entendi-
das durante toda interacción que mantengan con las autoridades 
públicas en los procesos judiciales, incluido el caso de que sean 
dichas autoridades las que faciliten la información.

4.4 DERECHO DE SER OÍDA

La Administración de Justicia deberá garantizar a la víctima la 
posibilidad de ser oída y ofrecer elementos de prueba pertinentes 
durante las actuaciones procesales.

Artículo 5.- DERECHO A INTERVENIR EN FORMA DIRECTA EN 
LOS MECANISMOS DE CONCILIACIÓN, ACUERDOS REPARATO-
RIOS Y TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO.

El Sistema de Administración de Justicia debe garantizar el derecho 
de la víctima de intervenir en forma real y efectiva en los procesos 
de conciliación, acuerdos reparatorios, terminación anticipada del 
proceso y alternativas de justicia restaurativa, mediante mecanis-
mos que respeten sus derechos en forma equilibrada, procurando 
que los intereses de las víctimas sean adecuadamente atendidos.

Artículo 6. DERECHO A UN TRATO DIGNO 

La víctima tiene derecho a ser atendida con respeto, privacidad y 
dignidad, evitando su revictimización deberán garantizar que las 
víctimas no sean objetos de malos tratos por parte del personal 
que las atienda. Constituye una finalidad prioritaria eliminar to-
das aquellas situaciones que debiliten o dificulten el ejercicio de 
los derechos de las víctimas en los procesos judiciales.

6.1 DERECHO A LA IGUALDAD DE TRATO EN EL PROCESO 
Es deber de la administración de justicia propiciar un equilibrio 
entre el respeto a los derechos de las víctimas y el de las otras 
partes intervinientes en los procesos judiciales.
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6.2 DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN

La víctima tiene derecho a que se consideren sus necesidades 
especiales, tanto físicas, emocionales, sensoriales o mentales, así 
como las diferencias sociales, identidad cultural, étnicas, religio-
sas, de género, entre otras.

Artículo7. DERECHO A LA ASISTENCIA Y ACCESO A LOS SERVI-
CIOS DE APOYO A VÍCTIMAS 

El Sistema de Administración de Justicia debe garantizar que las 
víctimas tengan acceso a servicios de apoyo que les informen y 
asesoren, de manera gratuita, ofreciendo contención emocional, 
psicológica y social. El acceso a estos servicios deberá ser desde 
el inicio del proceso judicial y durante todas las etapas del mismo.

7.1 DERECHO A REPRESENTACIÓN LEGAL GRATUITA 

La víctima tiene derecho a asesoría y representación legal gra-
tuita, a lo largo de todo el proceso judiciale, de conformidad con 
las legislaciones nacionales, siempre que se demuestre que no 
cuenta con los medios económicos para costearlo.

7.2 DERECHO DE ASISTENCIA MÉDICA 

La víctima tiene derecho a recibir, en forma inmediata y gratuita, 
la asistencia médica, particularmente el suministro de los medi-
camentos para impedir transmisión de VIH-SIDA, cuando se trate 
de víctimas de violencia sexual; con la finalidad de que se contri-
buya a su recuperación y se le ayude a sobrellevar las secuelas del 
delito y la tensión del proceso judicial.

Con el objetivo de lograr la atención integral se realizarán las 
relaciones de colaboración con instituciones estatales y no esta-
tales en procura de la prestación del servicio médico y que éste se 
otorgue de manera concentrada e inmediata.
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7.3 DERECHO AL CONSENTIMIENTO INFORMADO 

La víctima tiene derecho a dar su consentimiento informado 
sobre su participación en los exámenes o pericias, así como en 
las medidas de asistencia que se le recomienden. Tiene derecho a 
que se le expliquen sus alcances y a contar con la presencia de una 
persona de su confianza.

7.4 SEGUIMIENTO 

Deben existir y propiciarse una continua comunicación de las 
víctimas con quienes brindan los servicios de asistencia y protec-
ción, con la finalidad de empoderarlas para enfrentar el proceso 
judicial. Esto, sin perjuicio de las obligaciones que la legislación 
interna establezca a los distintos operadores de justicia.

Artículo 8. DERECHO A LA PROTECCIÓN 

El efectivo reconocimiento y respeto de los derechos de las víctimas, 
específicamente su vida, integridad física, dignidad, propiedad, vida 
privada y familiar deben protegerse al mismo tiempo que se garan-
tizan los derechos fundamentales de otras partes intervinientes.

Las administraciones de justicia deberán garantizar los mecanis-
mos efectivos para que la víctima sea protegida de toda nueva vic-
timización proveniente del autor del ilícito o de terceras personas 
que actúen de común acuerdo con éste. La víctima tiene derecho 
a no ser objeto de nuevas agresiones, intimidaciones o amenazas 
durante todas las etapas del proceso judicial.

8.1 DERECHO DE PROTECCIÓN 

La víctima tiene derecho a estar libre de intimidación, acoso y 
abuso durante todo el proceso judicial. Los sistemas de adminis-
tración de justicia velarán por el cumplimiento efectivo de estos 
derechos, adoptando las medidas necesarias cuando la persona 
vea amenazada su integridad física, mismas que pueden variar 
según la etapa del proceso penal en el que se encuentra.
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De ser necesaria la medida de protección incluirá a la familia 
inmediata o las personas que están a cargo de la victima directa, 
cuando estos sean objetos de la amenaza.

Las causas donde existen personas sometidas a los programas de 
protección deberán ser tramitadas y resueltas de forma expedita, 
de modo que se pueda minimizar el riesgo en que se encuentran 
las personas protegidas.

8.2 DERECHO DE PROTECCIÓN A LA INTIMIDAD Y A LA 
PRIVACIDAD 

La administración de justicia velará para que la imagen e inti-
midad de la víctima sea respetada, evitando la divulgación de la 
información contenida en los procesos judiciales que pueda vio-
lentarla. En el caso de víctimas menores de edad queda prohibida 
la publicación del nombre o cualquier dato personal que permita 
identificarlas, salvo autorización judicial fundada en razones de 
seguridad pública.

Artículo 9. DERECHO A LA REPARACIÓN 

Las víctimas tienen derecho a una justicia reparadora, que tiene 
como prioridad satisfacer sus intereses y necesidades, reparar el 
perjuicio que se le haya causado e impedir que se le siga haciendo 
daño en el futuro. Debe informársele de los riesgos y beneficios 
de esas actuaciones, para que opere un efectivo consentimiento 
informado. Los procesos reparadores deberán tomar en con-
sideración las características y necesidades particulares de las 
víctimas y las condiciones de vulnerabilidad adicionales que les 
afecten.

Así mismo, tienen derecho a recibir abordajes y respuestas res-
taurativas en todas las etapas de los procesos judiciales, como 
medio para alcanzar la reparación del conflicto social causado, así 
como se le faciliten los procesos de reintegración y sanación una 
vez finalizado este.
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9.1 DERECHO DE INDEMNIZACIÓN 

La víctima tiene derecho a la indemnización económica por los da-
ños y perjuicios ocasionados con el delito o hecho ilícito y ha de ser 
proporcional a la gravedad de las circunstancias y al daño sufrido.

El Sistema de Administración de Justicia procurará que el Estado 
disponga de los fondos para la indemnización de las víctimas, 
cuando el responsable del delito no dispone de recursos finan-
cieros necesarios o no se ha podido identificar o procesar al autor 
del hecho.

9.2 DERECHO DE RESTITUCIÓN 

Siempre que sea posible, se ha de devolver a la víctima a la situa-
ción anterior a la violación de sus derechos. La restitución com-
prende, según corresponda, el restablecimiento de la libertad, el 
disfrute de los derechos humanos, la identidad, la vida familiar y 
la ciudadanía, el regreso a su lugar de residencia y la devolución 
de sus bienes.

9.3 DERECHO DE EJECUCIÓN 

La víctima tiene derecho a contar con procedimientos ágiles, 
oportunos y eficaces para la ejecución de las sentencias en mate-
ria de reparación de daños.

Artículo 10. DERECHO A LA ASOCIACIÓN 

El Sistema de Administración de Justicia reconoce la facultad de 
las víctimas para asociarse en defensa de sus derechos y formar 
grupos, asociaciones u organizaciones con el objetivo de auxiliar y 
apoyar a todas las víctimas de violencia en los procesos judiciales.

Artículo 11. LA VICTIMA TIENE DERECHO A LA VERDAD, A LA 
JUSTICIA Y A LA REPARACIÓN. 

La víctima tiene derecho, en particular, a que los hechos ilícitos 
ejecutados en su contra sean debidamente investigados, y si 
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existen las bases probatorias suficientes, también tiene el derecho 
a que los presuntos responsables sean juzgados en los tribunales 
conforme a la ley.

Artículo 12. DERECHO A UN RECURSO HUMANO CAPACITADO 

El Sistema de Administración de Justicia definirá un perfil para la 
contratación de los funcionarios y funcionarias que garantice el 
trato digno y respetuoso a las víctimas. Además procurará la for-
mación y la capacitación continua del personal para su atención.

Artículo 13. DERECHO A UNA ESTRUCTURA ACCESIBLE 

El Sistema de Administración de Justicia implementará una in-
fraestructura cómoda, accesible, segura, tranquila que contribuya 
a mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, evitando en lo 
posible la coincidencia de la víctima y el victimario en dependen-
cias judiciales, procurando reunir en el mismo espacio físico los 
servicios requeridos por las víctimas para facilitarle el acceso a 
la justicia. Se deberán considerar siempre las necesidades de las 
diferentes víctimas, en razón de su edad, así como respecto de 
algún tipo de discapacidad visual, de movilización; entre otros.
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DECÁLOGO IBEROAMERICANO SOBRE 
JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVA

En la ciudad de San Francisco de Quito, República de Ecuador, 
paralelo cero, a 20 días del mes de abril del año dos mil die-
ciocho, las presidentas y los presidentes de las Cortes y Tri-
bunales Supremos y Nacionales, y de los Consejos de la Magis-
tratura que conforman la Cumbre Judicial Iberoamericana,

Considerando la Convención sobre los Derechos del Niño, y los 
principios generales de derecho internacional, en particular el 
Interés Superior del Niño y las demás normas y recomendaciones 
internacionales en materia de administración de justicia juvenil.

Considerando en el contexto Iberoamericano, entre otras las 
declaraciones de San Salvador, Tegucigalpa, Lima y del Congreso 
Internacional de Justicia Juvenil Restaurativa de Ginebra del año 
2015.

Considerando el proceso de construcción para la Declaración 
Iberoamericana de Justicia Juvenil y su hoja de ruta, avalada por 
los Jefes de Estado de Iberoamérica en el Comunicado Especial 
sobre el Fortalecimiento del Estado de Derecho y la Justicia, 
aprobado en la XXV Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y 
de Gobierno celebrada el 22 de octubre de 2016 en Cartagena de 
Indias, Colombia.

Considerando las decisiones de la Primera Reunión Preparatoria 
de la ciudad de Panamá de 31 de agosto al 2 de septiembre de 
2016 y la proposición de una Declaración de la Cumbre Judicial 
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Iberoamericana sobre Justicia Juvenil Restaurativa, en el marco 
de la Tercera Reunión de la Comisión MARC-TTD celebrada el día 
15 de diciembre de 2016 en la ciudad de Lima.

Considerando que la Comisión de Mecanismos Alternativos y 
Restaurativos de Resolución de Conflictos y Tribunales de Trata-
miento de Drogas y/o Alcohol de la Cumbre Judicial Iberoame-
ricana, que tiene su origen en el grupo de trabajo denominado 
“Una respuesta al desafío de la resolución justa y efectiva de las 
controversias”, se creó para contribuir a que los países miembros 
cuenten con una justicia más ágil, rápida, eficaz, transparente, 
restaurativa, accesible y que enfrente las causas próximas y 
mediatas al conflicto. Además, propiciará un espacio de perma-
nente reflexión, apoyo, asesoría y seguimiento de las actividades 
relacionadas con los mecanismos alternativos, restaurativos de 
resolución efectiva de las controversias y terapéuticos, así como 
la aplicación de los Tribunales de Tratamiento en Drogas y/o 
Alcohol.

Considerando, entonces, que esta Comisión reconoce la impor-
tancia de que las infracciones cometidas por los/as niños, niñas y 
adolescentes representan un problema complejo que tiene diver-
sos orígenes, que requieren una respuesta integral, multisístemi-
ca y normativa, que articule políticas públicas de manera que se 
vincule la justicia juvenil con otras de carácter social, educativo, 
cultural, étnico, y económico para propiciar la prevención y tra-
tamiento oportuno para romper con el espiral de la delincuencia 
y así propender que estas personas en etapa de formación sean 
útiles a la sociedad, promoviendo así la cultura de la paz.

De acuerdo con lo anterior, las Presidentas, los Presidentes o 
representantes de las Cortes y Tribunales Supremos o Superio-
res de Justicia, y los Consejos de la Judicatura o Magistratura, 
ACUERDAN:
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1. 	 POLÍTICAS PÚBLICAS EFICIENTES, INTEGRALES E IN-
CLUSIVAS DE JUSTICIA JUVENIL RESTAURATIVAS PARA 
SOLUCIONAR LA PROBLEMÁTICA PENAL JUVENIL: 

Alentar el desarrollo de políticas públicas focalizadas en justicia 
juvenil y de acceso a la justicia de niños, niñas y adolescentes 
incluyendo a la comunidad, sociedad civil, instituciones del Es-
tado e instituciones privadas en los países donde fuere posible a 
través de la responsabilidad social empresarial, para la solución 
restaurativa de conflictos e infracciones de potencial ofensivo, 
favoreciendo su desjudicialización, la aplicación de formas de 
terminación anticipadas del proceso penal y la aplicación de 
medidas alternativas, restaurativas y terapéuticas. Estas políticas 
incorporarán en su formulación y aplicación de manera transver-
sal, la perspectiva de género y enfoque diferencial que permita 
remover eficazmente los obstáculos para el ejercicio pleno de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes, así como para la compre-
sión y tratamiento integral y holístico del hecho delictivo.

Consideración a las víctimas. Siempre ha de tenerse presente 
que una decisión equilibrada no puede dejar de tener en consi-
deración todas las circunstancias que concurren en relación a los 
hechos y a las personas que están en conflicto con ley penal, como 
igualmente los intereses de las víctimas y la sociedad en general, 
la cual ha sido injustificadamente afectada.

2. 	 FORMACIÓN, GESTIÓN Y DIVULGACIÓN DEL CONOCI-
MIENTO EN MATERIA DE JUSTICIA JUVENIL RESTAU-
RATIVA DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES Y ENFO-
QUE DE DERECHO: 

Deberán procurar tomar todas las medidas para el fomento de 
estrategias de formación, gestión y divulgación del conocimiento 
en justicia juvenil restaurativa y tribunales de tratamiento de dro-
gas. Se tomará en cuenta la participación de la comunidad, socie-
dad civil, instituciones del Estado e Instituciones privadas cuando 
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proceda a través de la responsabilidad social empresarial, con el 
fin de consolidar lenguajes comunes y armonizar conceptos a 
partir de modelos pedagógicos vivenciales y participativos. El en-
foque será la resignificación de la persona niño, niña y adolescen-
te en conflicto con la ley penal en su comunidad. Se promoverán 
intercambios de experiencias entre los países iberoamericanos, 
apuntando a una aproximación conceptual y de lenguaje acerca 
de la Justicia Juvenil Restaurativa.

3. 	 JUSTICIA ORIGINARIA COMO REFERENTE A LA JUSTI-
CIA JUVENIL RESTAURATIVA: 

Promover la investigación sobre la aplicación de la justicia ori-
ginaria en cada pueblo indígena, afrodescendiente u otros en su 
territorio, con el fin de identificar y sistematizar prácticas con-
suetudinarias de carácter restaurativo e impulsar su aplicación y 
difusión.

4. 	 ENFOQUE PEDAGÓGICO, DE RESPONSABILIDAD Y 
REDES DE APOYO QUE RESPETEN LOS DERECHOS LOS 
NIÑOS, NIÑAS Y JÓVENES INCLUYENDO SU REINTE-
GRACIÓN SOCIAL PARA QUE ASUMAN UN ROL CONS-
TRUCTIVO EN LA SOCIEDAD: 

Velar para que las respuestas a las infracciones cometidas por un 
niño, niña y adolescente en conflicto con la ley penal, no consti-
tuyan meras retribuciones punitivas o que se reduzcan al trata-
miento psicosocial, sino que comporten un proceso pedagógico 
y de responsabilización individual y colectivo respecto a las con-
secuencias lesivas del acto, incentivando su reparación. Para ello, 
deberán generarse espacios de participación ciudadana a través 
de recursos y redes de apoyo comunitarias con el fin de brindar 
soporte y colaboración en la ejecución y seguimiento efectivo de 
todas las medidas adoptadas.
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Por ser personas, respecto de las cuales el estado desarrolla las 
medidas necesarias para restaurar la paz quebrantada, la opinión 
de los niños, niñas y adolescentes debe ser considerada conforme 
a su desarrollo, por la progresiva capacidad que adquieren con los 
años, esto a través de los equipos técnicos.

5. 	 RESPETO DE LOS PRINCIPIOS DE OPORTUNIDAD Y MÍ-
NIMA INTERVENCIÓN, DERECHO A LA INFORMACIÓN: 

Promover, respetar y velar por el cumplimiento del carácter edu-
cativo de las medidas a tomar en todas sus fases, respecto de la 
persona, niño, niña y adolescente en conflicto con la ley penal , 
priorizando la desjudicialización, la aplicación de audiencias tem-
pranas, formas de terminación anticipada del proceso en todas 
sus fases, medidas alternativas, restaurativas y terapéuticas; así 
como la reparación directa e indirecta de los daños causados por 
la infracción. En los acuerdos reparatorios garantizarán que la 
persona menor de edad ofensora reciba una información deta-
llada, con un lenguaje sencillo y comprensible en el que se dé a 
conocer los derechos, obligaciones y consecuencias. En todos los 
casos se deberá tomar en consideración las circunstancias parti-
culares de la persona niño, niña y adolescente en conflicto con la 
ley penal, en especial las de vulnerabilidad de las partes implica-
das directa e indirectamente.

6. 	 EXCEPCIONALIDAD Y DURACIÓN DE LA PRIVACIÓN DE 
LA LIBERTAD COMO EFECTO DE LA JUSTICIA JUVENIL 
RESTAURATIVA: 

Aplicar, como medida excepcional la cautela personal y aplicación 
de penas definitivas de privación de libertad, las cuales durarán 
el menor tiempo posible; el niño, niña y adolescente en conflicto 
con la ley penal, serán evaluados interdisciplinariamente de for-
ma inmediata y alojados en espacios diferenciados, según sexo, 
edad, estado de salud y circunstancias individuales de vulnera-
bilidad; siempre en condiciones dignas a tenor de los estándares 
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internacionales en la materia. Las medidas siempre obedecerán a 
los principios de razonabilidad, excepcionalidad, proporcionali-
dad, flexibilidad y tratamiento individualizado y diferenciado.

7. 	 INFORMES ESPECIALIZADOS EN TORNO A LA SITUA-
CIÓN DEL NIÑO, NIÑA Y ADOLESCENTE: 

Tomar las medidas necesarias para que las autoridades compe-
tentes puedan valorar los impactos de las medidas privativas y 
no privativas de libertad, mediante informes biopsicosociales, 
información relevante sobre el niño, niña y adolescente en con-
flicto con la ley penal y propuestas proporcionadas por ésta, por 
sus padres, parientes, referentes comunitarios y los profesionales 
competentes antes, durante y después de aplicarlas.

8. 	 REVISIÓN PERIÓDICA DE MEDIDAS APLICADAS A LOS 
NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES: 

Es menester adoptar las previsiones necesarias para que las 
autoridades competentes o juez de la niñez, realicen revisiones 
periódicas de las medidas aplicadas y de las condiciones en las 
cuales éstas se cumplen en libertad, terapéuticas y privativas de 
libertad. No se admitirán medidas por tiempo indeterminado, ni 
se aceptarán bajo ningún concepto la extensión de las mismas 
más allá del plazo dictado en la sentencia.

9. 	 SISTEMAS DE SEGUIMIENTO Y CONTROL DE LOS PRO-
CESOS EN QUE ESTÉN INVOLUCRADOS LOS NIÑOS, 
NIÑAS Y JÓVENES: 

Se debe disponer las medidas necesarias para la implementación 
de procedimientos, sistemas de control, seguimiento y monitoreo 
eficaces y respetuosos de los derechos humanos de los niños, 
niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal, respecto de la 
intervención judicial en el proceso penal juvenil. Deberán pro-
mover la implementación de sistemas de gestión e información 
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confiables, automatizados, disponibles en línea, integrados con 
todas las instituciones involucradas, con niveles de seguridad 
para el acceso, edición y confidencialidad que permitan disponer 
de datos e indicadores cuantitativos y cualitativos con perspectiva 
diferencial de las personas, niño, niña y adolescente en conflicto 
con la ley penal y de las víctimas.

10. 	 EFECTOS DE LA REITERACIÓN DE INFRACCIONES: 

Es un deber considerar la reiteración de infracciones cometidas 
por un niño, niña y adolescente en conflicto con la ley penal, como 
un elemento para resolver sobre la aplicación de medidas alterna-
tivas o terapéuticas o para la revisión de las medidas privativas de 
la libertad, sin que llegue a constituirse en un impedimento para 
disponerlas. Estas se considerarán como un elemento a tener en 
cuenta para su seguimiento y control.
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DECLARACIÓN JUDICIAL 
IBEROAMERICANA SOBRE JUSTICIA 

CIUDADANA Y PARTICIPATIVA

Contribución de las personas en la solución de los conflictos 

Propuesta del Poder Judicial de Chile 

En la ciudad de San Francisco de Quito, República de Ecuador, 
paralelo cero, a 20 días del mes de abril del año dos mil die-
ciocho, las presidentas y los presidentes de las Cortes y Tri-
bunales Supremos y Nacionales, y de los Consejos de la Magis-
tratura que conforman la Cumbre Judicial Iberoamericana,

Considerando que resulta una verdad incontrovertible, que el 
más alto ideal al que debe aspirar la función judicial es brindar 
una buena justicia al alcance de todos y todas;

Reafirmando que los Poderes Judiciales, en tanto entidades del 
Estado, se encuentran al servicio de la persona, siendo su finali-
dad central la resolución de los conflictos y la satisfacción de sus 
necesidades para la obtención del bien común, para así avanzar 
hacia una cultura de paz y la consecución de la bienestar;

Advirtiendo que el conflicto es una realidad inherente a la perso-
na y una oportunidad de transformación, a la que se debe hacer 
frente a través de la generación de soluciones innovadoras y 
creativas;
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Manifestando que el acceso a la justicia es la base esencial de 
cualquier sistema que se oriente a dar protección a los derechos 
de las personas, en la medida que participa de las dimensiones de 
igualdad y dignidad humana;

Observando que este acceso impone el desafío de incorporar en 
la actividad pública, enfoques inclusivos, educativos, terapéuticos, 
restaurativos, participativos, multiculturales y no discriminato-
rios, transformando la visión tradicional del imperio de la ley en 
una concepción en que prevalezca el derecho;

Relevando la vital importancia de los espacios de participación, 
no sólo para la profundización de la democracia, sino para el de-
sarrollo individual, íntegro y digno de las personas;

Expresando su profunda convicción en el rol que cada persona 
tiene en la dirección de su vida y en la construcción y reconstruc-
ción del tejido social, así como la importancia de la confianza y el 
diálogo como formas de aproximación entre individuos, comuni-
dades e instituciones;

Contemplando la tradición milenaria que tienen y han tenido, 
en diversas partes del mundo, los mecanismos de solución de 
conflictos distintos al proceso judicial, y su efectivo aporte en el 
desarrollo sostenible de nuestras sociedades;

Reconociendo, además, la efectividad de estos mecanismos para 
los objetivos planteados previamente, y la necesaria integración 
de ellos en el servicio público de justicia;

Entendiendo a la propuesta de una justicia ciudadana y partici-
pativa como la concreción de un modelo de justicia en el cual se 
integran no solamente los mecanismos ciudadanos y ancestrales 
de resolución de conflictos sino que también los distintos pro-
yectos institucionales implementados por los Poder Judiciales de 
Iberoamérica vinculados a la resolución alternativa y restaurativa 
de controversias;
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Y teniendo en cuenta que el principal objetivo de esta Cumbre 
es la adopción de proyectos y acciones concertadas, desde la 
convicción de que la existencia de un acervo cultural común 
constituye un instrumento privilegiado que, sin menoscabo del 
necesario respeto a las diferencias económicas, sociales, cultu-
rales y normativas y de la toma de decisiones soberana de cada 
Estado, contribuye al fortalecimiento de los Poderes Judiciales y, 
por extensión, del sistema democrático;

Acuerdan emitir la siguiente Declaración Judicial Iberoamericana 
sobre Justicia Ciudadana y Participativa:

I. 	 JUSTICIA PARA LAS PERSONAS. 

Los Poderes Judiciales deben articular con todos los integrantes 
del Estado los mecanismos que garanticen el acceso a una justicia 
eficiente y de calidad que tenga en cuenta las necesidades de to-
dos y todas, y en especial de aquellas personas en condiciones de 
vulnerabilidad.

El sistema de Justicia debe siempre estar al servicio de las perso-
nas y de la satisfacción de sus necesidades.

Toda persona tiene derecho a un acceso universal a un servicio de 
justicia oportuno, de excelencia, inclusivo, que ofrezca y respete 
todas las garantías en la solución de los conflictos y la satisfacción 
de las necesidades en la demanda de justicia.

La institucionalidad que se establezca deberá siempre considerar 
los sistemas ciudadanos y públicos, los que se integrarán y coordi-
narán considerando las necesidades de las personas. Ambos siste-
mas deben integrarse para constituirse en una efectiva alternativa 
para la solución de conflictos que se producen en la sociedad.

II. HACER EFECTIVOS LOS DERECHOS HUMANOS. 

La labor fundamental del servicio de justicia radica en brindar 
una efectiva protección y vigencia de los Derechos Fundamentales 
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de todas las personas, sin distinción de ninguna naturaleza, en un 
plano de igual reconocimiento de su dignidad y diversidad en sus 
múltiples expresiones, garantizando espacios de participación 
inclusivos, donde se avance hacia una solidaria y pacífica convi-
vencia, en la que todas las personas y comunidades puedan de-
sarrollarse armónicamente, manifestando y expresando distintas 
opiniones, ideas, tradiciones y culturas.

III. 	 JUSTICIA INTEGRAL. 

El servicio de justicia debe ser un sistema integrado, institucional 
y ciudadano, donde las personas tengan a su disposición una mul-
tiplicidad de mecanismos para solucionar sus conflictos, todos los 
cuales tendrán un carácter principal y estarán interrelacionados, 
seleccionándose aquel que resulte más apropiado al conflicto 
particular y en consideración a las necesidades de las personas.

Ningún mecanismo de solución de conflictos desplaza a otro. 
Aquellos de carácter ciudadano únicamente antecederán a los 
institucionales para encontrar la solución más adecuada y tem-
prana al caso, pero nunca para constituirse en desmedro del 
sistema tradicional.

IV. 	 ÚLTIMA ALTERNATIVA: EL PROCESO JUDICIAL. 

El sistema institucional y público, a través del proceso constituye 
la última alternativa, por lo que a través de éste se resolverán 
aquellas controversias que no pudieron solucionarse mediante 
los mecanismos alternativos y/o restaurativos o aquellos aspec-
tos del conflicto sobre los cuales todavía no se genera acuerdo. 
En todo caso, el proceso debe eliminar barreras de acceso a la 
justicia, sean éstas cognitivas, económicas o procesales, entregan-
do herramientas de gestión de casos a las juezas y jueces para 
que puedan entregar flexibilidad, rapidez y eficacia al procedi-
miento, adaptándolo a las necesidades de las partes y su conflicto 
particular.
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V. 	 PARTICIPACIÓN DE LAS PERSONAS. 

La participación colaborativa, pacífica y directa de las personas 
que tengan interés en la superación de los conflictos constituye 
un presupuesto básico y esencial de los sistemas de solución de 
las diferencias.

Los conflictos en estricto rigor pertenecen a las personas que los 
experimentan, por lo tanto, éstas serán las protagonistas princi-
pales en la búsqueda de su solución, así como en la adecuación de 
los mecanismos disponibles para satisfacer sus necesidades.

Para ello, se deben garantizar instituciones y espacios inclusi-
vos en la que personas y comunidades puedan desarrollarse y 
coexistir armónicamente, manifestando y expresando distintas 
opiniones, ideas, tradiciones y culturas.

Aquí será el diálogo el principal instrumento en la generación 
de acuerdos, en consecuencia, éste se constituirá en una herra-
mienta tanto para la prevención como para la transformación y 
solución de conflictos de forma no violenta. Para que el diálogo 
cumpla su objetivo, se deben abordar las causas que lo dificultan, 
fortaleciendo la cultura de la tolerancia, la paz y el entendimiento.

VI. 	 EDUCACIÓN PARA LA CONVIVENCIA EN SOCIEDAD. 

La libertad de pensamiento y la libre discusión de las ideas es el 
motor del desarrollo en una sociedad democrática, constituyén-
dose en el eje por el cual se construye una sociedad tolerante de 
la diversidad.

La existencia de diferentes puntos de vistas ante una misma reali-
dad es deseable, de forma tal que el respeto debe constituirse en 
un valor que toda persona debe integrar en su formación desde los 
primeros años de vida y durante toda su convivencia en sociedad.

La conflictividad puede ser una oportunidad para generar cambios 
positivos en las relaciones interpersonales y las comunidades. 
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Por eso, deben procurarse programas de educación que permitan 
desarrollar habilidades que promuevan la solución colaborativa 
de los conflictos a partir de la utilización del diálogo y la obten-
ción de acuerdos, abandonando la cultura de la intolerancia y la 
violencia por la de la convivencia.

VII. 	 TAREA PENDIENTE: ESTABLECER UN SISTEMA CIUDA-
DANO DE JUSTICIA. 

El sistema de justicia, representado por los tribunales que inte-
gran ordinariamente la función judicial y los tribunales especia-
les, corresponde ser complementado con un sistema colaborativo 
y ciudadano que conjugue los mecanismos alternativos, terapéu-
ticos y restaurativos a la solución de los conflictos jurídicos.

Los sistemas tradicional y ciudadano deben ser altamente efec-
tivos, eficientes, eficaces, oportunos y de excelencia, puesto que 
son complementarios y están llamados a ser alternativa del 
otro, puesto que de lo contrario, al ser uno ineficiente, fuerza a 
refugiarse en el otro, por lo que pierden las características de ser 
alternativos, restaurativos, originarios y complementarios.

VIII.	 EN AMBOS SISTEMAS SE INTEGRAN TODA LA 
CONFLICTIVIDAD. 

Se debe propender que los sistemas de justicia considere toda la 
conflictividad existente en la sociedad, sin exclusiones. Sin em-
bargo, las excepciones que contemple cada uno de ellos deben ser 
debidamente fundadas.

No es un sistema para las pequeñas causas, está considerado para 
todo conflicto que surja en la sociedad, con el mínimo de exclu-
siones, las que solamente pueden sustentarse en los intereses 
de la nación o que tiendan a evitar el desequilibrio de las partes 
interesadas
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IX. 	 PAZ Y ARMONÍA. 

La eficiente solución de la conflictividad dentro de la sociedad 
permitirá construir la base para la obtención del bien común y 
de un desarrollo armónico. Al mismo tiempo permitirá alcanzar 
la paz en la misma sociedad y el bienestar de las personas, por 
medio de su plena realización material, espiritual y la restaura-
ción del tejido social, todo lo que debe constituir el fin último del 
Estado.

X. 	 PERSONAS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD. 

Preocupación especial corresponde tener presente para integrar 
y satisfacer las necesidades particulares de las personas en situa-
ción de vulnerabilidad, entendidas como aquellas que por razón 
de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias 
sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran espe-
ciales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de 
justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.

En ello se deben considerar especialmente las 100 Reglas de Bra-
silia y la Agenda para el Desarrollo Sustentable o Agenda 2030.





IX
PRINCIPIOS Y RECOMENDACIONES 

PARA LA PROMOCIÓN DE LA JUS-
TICIA ABIERTA EN LOS PODERES, 
ÓRGANOS Y ORGANISMOS JUDI-

CIALES IBEROAMERICANOS





	 153

PRINCIPIOS Y RECOMENDACIONES 
PARA LA PROMOCIÓN DE LA 

JUSTICIA ABIERTA EN LOS PODERES, 
ÓRGANOS Y ORGANISMOS JUDICIALES 

IBEROAMERICANOS

Presentación

En el ámbito internacional el acuerdo para la Promoción de la 
Justicia Abierta en los Poderes, Órganos y Organismos Judiciales 
Iberoamericanos atiende al cumplimiento de los objetivos de 
la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, especialmente el 
objetivo No. 16, el cual está dedicado a “facilitar el acceso a la 
justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e 
inclusivas a todos los niveles”.

Se busca que las instituciones de administración de justicia de la 
región contribuyan al fortalecimiento de la paz universal, la erra-
dicación de la pobreza y la promoción del desarrollo sostenible, 
en congruencia con los objetivos acordados por los representan-
tes de los Estados reunidos en la sede de las Naciones Unidas, en 
setiembre de 2015.

En un acuerdo vinculado a diversas temáticas desarrolladas por 
la Cumbre Judicial Iberoamericana, como transparencia, acceso 
a la información, rendición de cuentas y utilización de la tecno-
logía, que se confluyen de manera integradora en los principios 
y elementos de la Justicia Abierta. Viene así a complementar los 
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esfuerzos realizados por la Cumbre en la promoción de la trans-
parencia, la participación, la colaboración, el acceso a la justicia, la 
utilización de la tecnología y la rendición de cuentas. Es también 
un instrumento para inspirar al cambio, la mejora constante, la 
innovación y el fortalecimiento de la administración de justicia 
en cada uno de los países que conformamos la Cumbre Judicial 
Iberoamericana.

Así mismo responde a lo indicado en la Declaración de Asunción, 
Paraguay, adoptada en la XVIII Cumbre Judicial Iberoamericana, 
celebrada del 13 al 15 de abril de 2016. Este acuerdo da susten-
to al trabajo realizado por el Grupo de Justicia Iberoamericana 
Abierta, tanto en la reunión preparatoria de diciembre de 2016 
en Lima, Perú, como a los talleres realizados en Antigua, Guate-
mala y Managua, Nicaragua, en 2017. En Lima se consensuaron 
los conceptos preliminares, se definió la metodología de traba-
jo y se acordó proceder a la confección de una guía, utilizando 
como insumo la “Guía de espacios amigables del Poder Judicial 
con la ciudadanía”, elaborada por Paraguay. Labor continuada en 
Guatemala en mayo 2017 cuando, durante la II Ronda de Talleres 
Preparatorios, se avanzó en la búsqueda de consensos sobre el 
documento base aportado por el país coordinador. En la III Ronda 
de talleres preparatorios, en Managua, se finalizó este documento.

Mediante la Justicia Abierta se promueve la coordinación de todas 
las acciones que se realicen bajo la visión articuladora de la nueva 
temática, cuya finalidad última es el mejoramiento de la calidad 
de los servicios y la satisfacción óptima de las demandas de la 
población en relación con la labor de los sistemas judiciales.

Introducción

En el mes de setiembre de 2015 la Asamblea General de la Orga-
nización de las Naciones Unidas aprobó la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible como un instrumento orientador en favor 
de las personas, el planeta y la prosperidad.
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En este contexto, los Poderes, Órganos, Organismos Judiciales 
y Tribunales Supremos que integramos la Cumbre Judicial Ibe-
roamericana debemos tener en cuenta los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) para liderar el quehacer en la administración de 
justicia. Los objetivos constituyen una orientación internacional 
con una visión de largo plazo respecto de la cual debemos aunar 
esfuerzos para garantizar el acceso de la justicia imparcial, inde-
pendiente y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar 
integral de las personas.

Por otro lado, este acuerdo atiende al mandado de la “Declaración 
de Asunción”, adoptada durante la XVIII Cumbre Judicial Ibe-
roamericana, que en el punto 99 indica:

“Disponemos que se presente, en la próxima Reunión Prepa-
ratoria, la documentación relativa a la modalidad “justicia 
abierta”, cuyos ejes son: la transparencia y rendición de 
cuentas, la participación ciudadana, el diálogo permanente 
con la sociedad y los usuarios, y la coordinación interins-
titucional, ello a través del uso de la tecnología, para su 
inclusión entre los temas de la próxima Cumbre;”

El documento “Principios y Recomendaciones para la Promoción 
de la Justicia Abierta en los Poderes, Órganos y Organismos Judi-
ciales Iberoamericanos” es una iniciativa que de manera estraté-
gica establece un marco de trabajo articulado, que armoniza lo 
que realizamos los poderes judiciales y tribunales supremos de 
acuerdo con la normativa de nuestros países, con los mandatos de 
la Cumbre Judicial Iberoamericana y los compromisos asumidos 
por los Estados en el ámbito internacional, entre los que destacan 
los ODS, los instrumentos internacionales de Derecho y Derechos 
Humanos, la Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto y así 
como los avances en Gobierno Abierto a nivel mundial.

El acuerdo tiene como objetivo promover el desarrollo de los 
principios de una justicia con transparencia, participación y 
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colaboración, en el contexto específico de la gestión judicial, me-
diante el uso de las nuevas tecnologías y la gestión a partir de los 
enfoques de modernización, valor público y buen gobierno.

Pretende el logro de una justicia más eficaz, eficiente y que satis-
faga las demandas de la población, lo cual contribuirá a una ma-
yor legitimidad de los sistemas de administración de justicia de 
Iberoamérica y al fortalecimiento de la democracia y del Estado 
de Derecho.

Se desarrolla de conformidad con el proceso preparatorio para la 
XIX edición de Cumbre, con la participación voluntaria de los paí-
ses que deseen impulsar esta iniciativa. Se pone a disposición de 
los países de la Cumbre Judicial Iberoamericana una elaboración 
conceptual consensuada de principios y recomendaciones para la 
promoción de la justicia abierta, que incluye una guía de buenas 
prácticas con indicadores, orientaciones y ejemplos reales para 
su posterior implementación.

Se busca que la Cumbre se constituya en un espacio que impulse 
el diálogo, que promueva la cooperación e inspire a los países en 
la concreción de este nuevo paradigma. Todo con absoluto res-
pecto a la independencia judicial, cultura y normativa vigente de 
cada país.

I.- 	 Justicia Abierta, contexto y proyección

En el marco de la Cumbre Judicial Iberoamericana la promoción 
de la apertura de los sistemas de justicia encuentra fundamento 
en las tendencias y esfuerzos por la construcción y sostenibilidad 
de sociedades en las cuales prevalezca la paz y se fortalezca la 
democracia en la región.

En la Cumbre se han realizado grandes esfuerzos en transparen-
cia, rendición de cuentas, colaboración; no obstante, se requiere 
la definición de una política unificada y enriquecida con el tema 
de la participación ciudadana, que es un pilar fundamental de 
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la justicia abierta, bajo la concepción de que estos temas deben 
articularse para producir un impacto visible en la calidad y per-
cepción de los servicios por parte de las personas usuarias.

En el contexto internacional y los distintos ámbitos nacionales y 
judiciales se han venido dando iniciativas precursoras y novedosas 
en la senda hacia la Justicia Abierta, dando sostén a la adopción de 
lineamientos asociativos dirigidos a fomentar esta visión a partir de 
la generación de sinergias y la conjunción de esfuerzos regionales.

1. 	 Contexto internacional

1.1. Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas

La agenda 2030 para el desarrollo sostenible de la Organización 
de las Naciones Unidas representa la conjunción de ideales y la 
renovación de esperanzas que nos compromete a buscar nuestro 
propio camino para alcanzar los 17 ODS y las 169 metas, aproba-
das por consenso en este escenario mundial.

El Objetivo 16 se refiere de manera específica a la justicia y entre 
las metas de este los siguientes complementan los esfuerzos que 
ha venido realizando la Cumbre:

•	 16.3 Promover el estado de derecho en los planos nacional e 
internacional y garantizar la igualdad de acceso a la justicia 
para todos;

•	 16.6 Crear a todos los niveles instituciones eficaces y trans-
parentes que rindan cuentas;

•	 16.7 Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones 
inclusivas, participativas y representativas que respondan a 
las necesidades;

•	 16.10 Garantizar el acceso público a la información y pro-
teger las libertades fundamentales, de conformidad con las 
leyes nacionales y los acuerdos internacionales;
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Igualmente pertinentes a los principios de la Justicia Abierta, 
otros ODS establecen metas en los siguientes temas:

•	 5.5 Asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y 
la igualdad de oportunidades de liderazgo a todos los niveles 
decisorios en la vida política, económica y pública.

•	 9. Aumento del acceso a la tecnología de la información y 
las comunicaciones y esforzarse por proporcionar acceso 
universal y asequible a Internet en los países.

•	 10.3 Garantizar la igualdad de oportunidades y reducir la 
desigualdad de resultados, incluso eliminando las leyes, 
políticas y prácticas discriminatorias y promoviendo legisla-
ciones, políticas y medidas adecuadas a ese respecto.

•	 17.6 Mejora en la cooperación regional e internacional 
Norte-Sur, Sur-Sur y triangular; aumento el intercambio de 
conocimientos y los mecanismos de coordinación mediante 
la facilitación de la tecnología;

•	 17.18 Mejora en las capacidades para aumentar significativa-
mente la disponibilidad de datos oportunos, fiables y de gran 
calidad desglosados por ingresos, sexo, edad, raza, origen ét-
nico, estatus migratorio, discapacidad, ubicación geográfica y 
otras características pertinentes en los contextos nacionales;

•	 17.17 Fomento y promoción de alianzas eficaces en las esferas 
pública, público privada y de la sociedad civil, aprovechando 
la experiencia y las estrategias de obtención de recursos de 
las alianzas.

Por la naturaleza de las funciones que se realizan en los sistemas de 
administración de justicia se contribuye también al cumplimien-
to de otros objetivos que están orientados a abordar de manera 
integral las necesidades de las personas y, de manera particular, 
las de quienes se encuentren en condiciones de vulnerabilidad o 
sufren de alguna desventaja social.
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Se trata de metas ambiciosas, pero desde instancias en la cual 
convergen representantes de los Estados, como lo es la Cumbre, 
existen mayores posibilidades de contribuir en forma vigorosa y 
con decidido impacto para construir sociedades más igualitarias 
y equitativas, con instituciones de la administración de justicia 
más sólidas, transparentes y participativas; auténticos pilares 
fundamentales del Estado democrático de Derecho.

1.2. Alianza para un Gobierno Abierto

La Alianza para el Gobierno Abierto (AGA) es una iniciativa mul-
tilateral dirigida a propiciar compromisos concretos de parte 
de los gobiernos para promover la transparencia, aumentar la 
participación ciudadana en los asuntos públicos, combatir la 
corrupción y aprovechar las nuevas tecnologías para robustecer 
la gobernanza. Animados por un espíritu plural e inclusivo, esta 
iniciativa cuenta con un Comité Promotor compuesto tanto por 
representantes gubernamentales como de organizaciones de la 
sociedad civil. La Alianza para el Gobierno Abierto fue formal-
mente lanzada en septiembre de 2011. Desde entonces distintos 
países de Iberoamérica se han unido a AGA, elaborando planes de 
acción con compromisos concretos en las áreas de transparencia, 
participación ciudadana, rendición de cuentas, innovación y tec-
nología (http://aga.ifai.mx/SitePages/QueEsAGA.aspx).

1.3. Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) promueve “la transparencia de las acciones del gobierno, 
la accesibilidad de los servicios e información de gobierno, y la 
capacidad de respuesta de los gobiernos a nuevas ideas, demandas 
y necesidades”. Entiende que las políticas públicas son un medio 
para mejorar la calidad de la vida democrática de un país, con el 
fin de satisfacer las necesidades de su población.
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Apoya a los países en sus esfuerzos para construir gobiernos más 
transparentes, participativos y que rindan cuentas de sus accio-
nes, con el fin de recuperar la confianza y fomentar un crecimien-
to inclusivo. Actualmente se está hablando de la transición del 
Gobierno Abierto al Estado Abierto para describir el fenómeno 
que contempla los otros poderes e instancias que conforman el 
Estado, incluyendo la administración de justicia.

En esta línea OCDE ha prestado atención y apoyo a los países 
que avancen en la participación e involucramiento de todos los 
poderes e instancias nacionales, con proyectos de Estado Abierto, 
superando la noción inicial del Gobierno Abierto. Especial énfasis 
han puesto en las experiencias en materia de Justicia Abierta que 
llevan a cabo algunos países de la región (OCDE, Gobierno Abierto 
en América Latina, Estudios de la OCDE sobre Gobernanza Públi-
ca, 2015).

1.4. Ámbito Iberoamericano

Carta Iberoamericana de Gobierno Abierto, como acuerdo polí-
tico regional entre los poderes ejecutivos, constituye un instru-
mento del más alto rango y en consonancia y hermandad con este 
proclama.

Aprobada por la XVII Conferencia Iberoamericana de Ministras 
y Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, Bo-
gotá, Colombia en julio de 2016 y adoptada por la XXV Cumbre 
Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno Cartagena de 
Indias, Colombia en octubre de 2016, la Carta Iberoamericana de 
Gobierno Abierto (CIGA) parte de la tesis de que para el caso de 
Iberoamérica “se requiere de una propuesta conceptual y práctica 
sobre el enfoque de gobierno abierto, adecuada a nuestro contexto 
y a las dinámicas que se definen en la región, que refleje las particu-
laridades presentes en el tejido institucional, normativo, cultural y 
social de los países representados en el CLAD. Ello parte además por 
reconocer que la idea de gobierno abierto es, en toda su amplitud 
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y significación, un tema de alcance político y de defensa de dere-
chos, de redistribución y trabajo conjunto en la toma de decisiones 
públicas; del uso de las nuevas tecnologías de la información (TIC) 
para la reducción de las desigualdades y asimetrías; de la creación 
y el acceso a los espacios de participación ciudadana y deliberación 
pública; de rendición de cuentas, responsabilidad y control social 
efectivo; de un proceso más sustantivo de diálogo, consenso y cons-
trucción entre Estado, sociedad civil, sector privado y otros actores 
del desarrollo. En definitiva, el gobierno abierto lleva en su base 
un cambio cultural, una nueva forma de gobernar: por, para y con 
la ciudadanía”. (https://www.clad.org/images/declaraciones/
CIGA-Octubre-2016.pdf)

1.5. Ámbito Judicial en Iberoamérica

En la última década la gestión judicial en Iberoamérica también 
ha avanzado en el reconocimiento de la necesidad de replantear-
se la relación entre los sistemas de administración de justicia, 
los otros Poderes, la institucionalidad pública, la academia y las 
personas usuarias, para enfrentar con éxito los retos aparejados a 
la prestación de servicios oportunos y de calidad. Alicia Bárcena, 
Secretaria Ejecutiva de CEPAL, argumenta: “El que hacer de lo pú-
blico no se trata sólo de lo que haga o deje de hacer el gobierno. Se 
trata de fortalecer lo colectivo, lo de todos, con plena conciencia 
y con derechos y responsabilidades. Son bienvenidas las acciones 
de los gobiernos en la dirección de la transparencia, la participa-
ción y la justicia, y es necesario que participen las otras instancias 
del Estado, es decir, además del poder ejecutivo, el legislativo 
y el judicial, y también los niveles subnacionales de gobierno” 
(Bárcena, 2015). (http://biblioguias.cepal.org/EstadoAbierto/
ConceptoEstadoAbierto).

El aprovechamiento del uso de las nuevas tecnologías es uno de 
los requerimientos de la época actual, tomando en cuenta que 
las sociedades demandan una mayor apertura y comunicación 
con los responsables de la gestión pública, así como servicios 
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que respondan a las necesidades individuales, sin ser por ello de 
alto costo. Esto lo han comprendido los sistemas judiciales y han 
empezado a hacer un uso cada vez más amplio y creativo de las 
tecnologías de la información, denominando estos como desarro-
llos “e-justicia”.

En el campo de la Justicia Abierta destacan experiencias como 
la del Consejo General Poder Judicial Español que designó al 
Tribunal Superior de Justica de la Región de Murcia para la im-
plementación de un programa piloto por para el despliegue de 
transparencia. Este Tribunal Superior ha elaborado una Agenda 
Estratégica 2015-2020 así como un Plan Operativo para el pe-
ríodo 2016-2020, con pasos realmente concretos y pioneros en 
la implementación de los principios del Gobierno Abierto en 
una estructura jurídica. (https://www.opengovpartnership.org/
stories/el-poder-judicial-espa-ol-incorporala-justicia-abier-
ta-en-su-agenda-estrat-gica)

El Centro de Estudios Judiciales y la Corte Suprema de Paraguay 
crearon la Guía de Espacios Amigables con la Ciudadanía, la cual 
es resultado de un proceso abierto de identificación y sistema-
tización de buenas prácticas para contribuir a la profundización 
de la cultura democrática del país, la cual también se constituye 
en una herramienta de gran valor para los sistemas de adminis-
tración de justicia. (http://www.cej.org.py/wpcontent/ uploads/
Guia-de-espacios-amigables-Version-Breve.pdf)

El Poder Judicial de Costa Rica tiene un programa de Justicia 
Abierta que contempla tres ejes estratégicos y una política de 
Participación Ciudadana (2015) en consonancia con el II y III Plan 
de Acción para un Gobierno Abierto. La OCDE ha catalogado al 
Poder Judicial costarricense como un actor clave en la transición 
del país hacia un Estado Abierto por haber creado sus propias 
estrategias e iniciativas de transparencia y participación (http://
gobiernoabierto.go.cr/wp-content/uploads/2016/04/Highli-
ghts-OG-Costa-Rica-V3- 080416.pdf)
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Desde Guatemala hasta Panamá y parte de Argentina y Uruguay 
han implementado Servicios Nacionales de personas facilitadoras 
judiciales. Este tipo de gestión constituye una forma de participa-
ción ciudadana mediante la cual se establece un vínculo entre los 
poderes judiciales y las comunidades, para garantizar el acceso 
a la justicia, a ofrecer información sobre los servicios judiciales 
y a resolver conflictos de una forma más rápida, en la propia 
comunidad y con menores costos económicos. Estos Servicios 
fomentan una cultura de diálogo, participación, respeto y paz en 
las comunidades. 

Sin embargo, en el mapa global del Gobierno Abierto, estos em-
prendimientos desde lo judicial parecen no tener las dimensiones 
o la extensión deseadas. Sandra Elena acota: “El análisis de los 
compromisos de los países que integran la Alianza por un Gobier-
no Abierto hacia los procesos de apertura determinó que en el 
2014 solamente 35 de 1985 compromisos propuestos se relacio-
nan con la justicia, lo cual representa apenas un 1.76% del total”.3

Así que hay un amplio escenario en el cual desarrollar políticas de 
apertura judicial, que complementen los esfuerzos que realizan 
las democracias para asegurar la mayor eficiencia y eficacia, un 
desarrollo socioeconómico inclusivo y el fomento de la innova-
ción para garantizar el bienestar de sus habitantes.

1.6. Ámbito de la Cumbre Judicial Iberoamericana

La Cumbre Judicial Iberoamericana constituye un espacio de con-
certación y coordinación entre los poderes, órganos y organismos 
judiciales de la región, en el que se promueve el mejoramiento 

3	 Elena, Sandra, Análisis de los compromisos de los países miembros de la 
Alianza en relación con la apertura del Poder Judicial. Documento del Centro 
de Implementación de Políticas Pública para la Equidad y el Crecimiento 
(CIPPEC): El análisis “Promoting open justice: Asessment of Justice Related 
Commitments in OGP Action Plans” puede encontrarse en: http://www.
opengovpartnership.org/sites/default/files/working_groups/IDRC%20
OGP%20Research%20Papers.pdf 
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continuo de la administración de justicia, como pilar del Estado 
de Derecho y de la democracia.

Este espacio ha hecho posible la reflexión crítica sobre las nece-
sidades de la población en cuanto al sistema de administración 
de justicia, así como la propuesta de nuevas iniciativas para la 
búsqueda de una mayor calidad en la prestación de los servicios.

Partiendo de un acervo cultural común, se han facilitado esfuerzos 
conjuntos para asegurar administraciones de justicia indepen-
dientes e imparciales, comprometidas con la defensa de los De-
rechos Humanos, accesibles, eficaces, transparentes y centradas 
en la resolución de conflictos y en la lucha contra la criminalidad.

Entre los objetivos de interés para el desarrollo de esta iniciativa 
se encuentran: promover la eficacia en el desempeño judicial, el 
desarrollo de políticas que tiendan a facilitar el acceso a la justicia 
y la incorporación de nuevas tecnologías disponibles para la con-
secución de estos fines. 

Entre los temas que se han abordado en las distintas ediciones 
de la Cumbre y sus reuniones preparatorias, a partir de mayo de 
1990 y asociados a esta propuesta se encuentran: el buen fun-
cionamiento del gobierno judicial, mecanismos de cooperación 
entre el Poder Judicial y las organizaciones no gubernamentales, 
superación de las barreras que limitan el acceso a la justicia, la 
eficiencia, las relaciones con los medios de comunicación, la tu-
tela de los derechos humanos, acceso a la información pública, 
los derechos de las personas usuarias (especialmente, quienes 
se encuentran en condición de vulnerabilidad), incorporación 
de nuevas tecnologías, ética judicial, lucha contra la corrupción 
y la impunidad, modernización de la justicia, transparencia y re-
laciones con la sociedad. (http://www.cumbrejudicial.org/web/
guest/resultados_de_cumbre)

En cuanto a transparencia e integridad, la Cumbre produjo las 
Declaraciones de Buenos Aires (abril, 2012) y las de Santiago de 
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Chile (abril 2014). En la primera de estas se identifica como un 
propósito general ofrecer a la ciudadanía una justicia de calidad, 
eficaz, confiable y transparente, que constituya una garantía real 
de los derechos y libertades de las personas.

Entre los grupos de trabajo que se conformaron estuvieron los 
de “Calidad en la justicia”, “Transparencia, rendición de cuentas e 
integridad de los sistemas de justicia iberoamericanos”; “Participa-
ción, información, transparencia y acceso a la justicia en materia 
ambiental”. Como parte de las conclusiones de la reunión de 
Buenos Aires se aprobaron las “Recomendaciones en materia de 
transparencia, rendición de cuentas e integridad de los sistemas 
de justicia Iberoamericanos” y se reconocen estos valores como 
fundamentales.

También se reconoce que la máxima publicidad de los actos cons-
tituye un instrumento democrático para reforzar la confianza en 
las instituciones públicas y elemento de legitimidad de éstas.

La Declaración de Santiago de Chile, cuyo lema es “Una justicia de 
futuro”, retoma el tema de la transparencia, rendición de cuentas 
e integridad y aprueban un conjunto de reglas e indicadores en 
esta materia y se comprometen a incorporarlos en los planes 
estratégicos de cada país.

Son muchas las iniciativas que han surgido desde la Cumbre, 
todas valiosas e innovadoras, que se vinculan y complementan 
bajo los principios de la Justicia Abierta (Anexo 1, recopilación de 
los instrumentos de la Cumbre Judicial vinculados a los ejes de la 
Justicia Abierta).

II.- 	 Objetivo

Esta propuesta de acuerdo tiene el objetivo de promover los 
principios de transparencia, participación y colaboración en los 
países que conforman la Cumbre Judicial Iberoamericana, bajo el 
marco de la Justicia Abierta.
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III.- 	 Ejes transversales

Se proponen como ejes transversales: acceso a la justicia, igual-
dad de género, calidad de los servicios, innovación y utilización 
de la tecnología.

El acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulne-
rabilidad requiere especial atención, reconociendo la necesidad 
de redoblar esfuerzos y medidas para garantizar que las políticas 
y acciones en Justicia Abierta sean inclusivas y contemplen en 
todas sus manifestaciones a estas poblaciones. “Se consideran en 
condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de 
su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias so-
ciales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales 
dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia 
los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico” (Reglas 
de Brasilia).

Se reconoce la innovación así como las tecnologías de la infor-
mación (TICs) como aliados fundamentales para la apertura de 
la justicia, sin que Justicia Abierta sea sinónimo de uso de tecno-
logía, pues la visión de Justicia Abierta ha trascendido conceptos 
como Gobierno Electrónico.

La brecha tecnológica existente en nuestros países representa un 
desafío que conlleva la responsabilidad de ofrecer mecanismos 
y alternativas no tecnológicas para aquellas personas que lo re-
quieran. En consonancia, se valoran los esfuerzos que, mediante 
la educación y la oferta de servicios tecnológicos de fácil acceso 
para las personas usuarias, se realicen para disminuir esta brecha.

IV.- Referentes Conceptuales: Justicia Abierta y sus 
Principios

Los conceptos que guiarán las iniciativas de Justicia Abierta de 
esta Cumbre han sido elaborados a partir de referentes teóricos 
de la filosofía de Gobierno Abierto aplicados en el ámbito de la 
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justicia y elaboraciones recientes sobre Justicia Abierta y enri-
quecidos a la luz de la experiencia de los países que integran el 
grupo de trabajo.

1. Justicia Abierta

Justicia Abierta es la que aplica los principios de transparencia, 
participación ciudadana y colaboración para una administración 
de justicia cercana, confiable y efectiva, con el objeto de promover 
la paz social.

El concepto de Justicia Abierta tiene implícitos a la persona huma-
na como centro, el respeto a la igualdad de género, la diversidad 
cultural, étnica y etaria, y la simplificación de los procedimientos, 
dentro del marco del Estado de Derecho.

El desarrollo humano requiere que existan las facilidades para 
el ejercicio y defensa de los derechos, el acceso a una justicia de 
calidad, comprensible, oportuna, transparente y participativa.

La Justicia Abierta promueve estrategias y mecanismos de rendi-
ción de cuentas y de acceso a la información para que las perso-
nas puedan ejercer sus derechos, monitorear el desempeño del 
quehacer institucional y colaborar con la mejora continua de los 
servicios.

Justicia Abierta comprende su puesta en práctica por parte de to-
dos los operadores de la administración de justicia y se constituye 
en un instrumento de servicio público y desarrollo humano.

2. Principio de transparencia judicial

De conformidad con esta Cumbre “La transparencia en la gestión 
de los asuntos públicos se caracteriza por la adopción de políticas 
y acciones y actitudes tendentes a facilitar el acceso libre a toda 
la información, en todos los ámbitos y en todas las fases de los 
procesos y actividades, sin mayores limitaciones que aquellas 
expresamente establecidas por las leyes para la defensa de los 
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derechos e intereses fundamentales coherentes con el orden 
constitucional democrático. La transparencia exige no solo de 
apertura, sino también de políticas y acciones que faciliten el 
acceso y la comprensión de la información” (Hacia una definición 
de transparencia, Cumbre 29/03/09).

Como principio la transparencia propicia la integridad y la rendi-
ción de cuentas de los poderes públicos. En materia judicial es la 
actitud de los órganos de gobierno judicial de informar a la socie-
dad de todos sus actos y decisiones, salvaguardando la reserva que 
por imperio de ley sea de carácter obligatoria. La transparencia se 
sustenta en el derecho de libre expresión y el derecho de acceso 
a la información. El acceso a la información pública permite a las 
personas examinar las actuaciones de la Administración.

La transparencia promueve e incentiva un proceso sistemático de 
apertura de datos, conforme a los estándares internacionales y 
reconociendo el valor que para las personas y la sociedad tiene el 
conocimiento de la información.

Es una herramienta imprescindible para que opere la efectiva 
rendición de cuentas sobre la gestión judicial. Gracias a ella se 
promueven prácticas regulares para la divulgación de los proce-
sos de toma de decisiones, del manejo de los fondos públicos, y la 
rendición de cuentas.

3. Principio de Participación Ciudadana

La participación ciudadana en la gestión pública de los poderes, 
órganos y organismos judiciales, se entiende como: un proceso 
democrático que promueve y garantiza una contribución respon-
sable, activa y sostenida de la población en la Administración de 
Justicia, de manera que respondan al acceso a la justicia, al bien 
común y al cumplimiento de los fines de aquella.

Por participación responsable se entiende una intervención 
transparente, desprovista de intereses personales y políticos, 
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que involucra la interacción con sectores diversos de la socie-
dad civil en los espacios abiertos para ese efecto. Este principio 
implica la creación de los canales permanentes y auditables de 
participación que aseguren incorporar la visión y perspectiva 
de las personas desde las etapas tempranas de diseño hasta los 
procesos de evaluación y mejora continua de los programas, po-
líticas, planes y acciones de los poderes, órganos y organismos 
judiciales. Los mecanismos de participación de los que dispone 
o dispondrá cada sistema judicial responderán a su idiosincrasia, 
las particularidades del país, en apego a la legislación propia y la 
independencia judicial.

Este proceso debe ser inclusivo y eficiente para que la adminis-
tración pueda beneficiarse de los conocimientos y experiencia de 
las personas usuarias, y acercarse a la pertinencia y la coherencia 
entre los servicios ofrecidos y las necesidades del público, a partir 
de la innovación y realimentación que ofrecen. La participación 
ciudadana también puede contribuir con el apoyo a reformas y 
refuerza la confianza pública en los órganos de la administración 
de justicia.

4. Principio de Colaboración

El principio de colaboración debe entenderse como la comunica-
ción y la articulación de acciones entre el sistema de administra-
ción de justicia, la población y las instituciones u organizaciones 
nacionales e internacionales para la mejora de los servicios de la 
Administración de Justicia, en consonancia con las demandas y 
necesidades de la ciudadanía y de las poblaciones usuarias.

El reto que enfrentan los Estados para cumplir adecuadamente 
sus responsabilidades en cuanto a la prestación de servicios pú-
blicos de calidad hace indispensable que estos promuevan alian-
zas con otras instituciones públicas, académicas, organizaciones 
no gubernamentales y la sociedad civil. Mediante tales alianzas 
se desarrolla un diálogo horizontal y relaciones de colaboración, 
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que contribuye al respeto a los derechos de la población, el mayor 
aprovechamiento de los recursos disponibles y la construcción de 
políticas públicas articuladas e integrales.

Este principio favorece el trabajo conjunto con otras personas, 
organizaciones e instituciones, para la prestación de servicios de 
calidad, el mejor aprovechamiento de los recursos existentes y la 
generación de nuevos recursos, la generación de ideas novedosas 
de mayor pertinencia para y alcanzar resultados superiores.

La aplicación de los principios de la Justicia Abierta fortalece una 
administración de justicia que promueva la paz, la democracia y 
el Estado de Derecho. El fin último debe ser fortalecer el bienestar 
integral de las personas y el desarrollo humano dentro de siste-
mas democráticos.

V.- 	 Enfoque Metodológico

El documento Principios y recomendaciones para la promoción 
de la Justicia Abierta se elaboró dentro del marco de los talleres 
preparatorios hacia la XIX Cumbre Judicial mediante un proceso 
participativo y colaborativo entre los países que integran el grupo 
de trabajo.

Constituyen insumo base para la elaboración de este documento 
la doctrina y desarrollos conceptuales que en materia de Gobier-
no Abierto y Justicia Abierta, los acuerdos, avances y documentos 
pertinentes de la misma Cumbre, las iniciativas en Justicia Abierta 
de los Poderes Judiciales Iberoamericanos y el resultado de los 
procesos de diálogo e intercambio entre los representantes de los 
países.

Por estimar que la identificación y sistematización de algunas 
iniciativas en Justicia Abierta que ya están realizando los países 
resulta de utilidad para ilustrar la puesta en práctica de los prin-
cipios de la Justicia Abierta, estos fueron recopilados mediante 
la aplicación de una ficha metodológica construida la efecto. 
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Referencia a estas iniciativas complementa este documento a 
manera de anexo.

VI.-	 Recomendaciones para la promoción de la Justicia 
Iberoamericana Abierta

Con la intención de ofrecer orientaciones para la puesta en prác-
tica de los principios de la Justicia Abierta en el ámbito judicial 
se ofrecen una serie de recomendaciones en lo que actualmente 
son los desarrollos de la Justicia Abierta. Estas recomendaciones 
deben entenderse como líneas generales de actuar, con amplios 
márgenes para su adaptación, en el contexto político y normativo 
de cada país.

Recomendaciones relativas a la transparencia judicial

•	 Propiciar servicios y mecanismos de atención a las necesida-
des de información, orientación y seguimiento de la gestión 
judicial.

•	 Desarrollar acciones encaminadas a facilitar la información, 
sensibilización y comprensión de los temas propios de la 
administración de justicia y de los servicios judiciales para la 
población.

•	 Facilitar información suficiente, comprensible y adecuada, 
para el personal judicial y la sociedad civil, que conduzca a 
dar a conocer las acciones tendientes a fortalecer políticas de 
transparencia, apertura, la creación de confianza y la imple-
mentación de la Justicia Abierta en todos sus ámbitos.

•	 Establecer centros de información como un servicio ciudada-
no para atender las necesidades de orientación y seguimien-
to a los trámites administrativos y judiciales.

•	 Ejecutar acciones tendentes a incidir en la eficacia, la trans-
parencia y la responsabilidad en el ejercicio de la función 
pública.
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•	 Propiciar acciones para fortalecer la transparencia en la ges-
tión del presupuesto judicial.

•	 Simplificar los trámites y eliminar las barreras que impidan 
el ejercicio efectivo al derecho al acceso a la información.

•	 Promover políticas de transparencia y de lucha contra la 
corrupción en la gestión pública.

•	 Sensibilizar, prevenir y combatir las conductas que atenten 
contra la probidad, la transparencia y el buen gobierno 
judicial.

•	 Propiciar la rendición de cuentas en sus distintas 
manifestaciones.

•	 Poner a disposición pública de manera proactiva y progresiva 
información que cumpla con los requerimientos y estándares 
de los datos abiertos.

•	 Utilizar las posibilidades y recursos que ofrecen las Tecnolo-
gías de la Información para promover la transparencia.

Recomendaciones relativas a la participación ciudadana

•	 Promover espacios de participación igualitaria de las perso-
nas, instituciones y organizaciones sociales interesadas en 
los aspectos relativos a la gestión de los servicios judiciales.

•	 Motivar a la ciudadanía para que conozca las políticas e ini-
ciativas de transparencia, acceso a la información, apertura 
de datos y participación ciudadana.

•	 Realizar campañas educativas encaminadas a facilitar la 
información, sensibilización y formación sobre temas espe-
cíficos y/o generales de la Administración de Justicia que 
clarifiquen la percepción y comprensión de su misión, sus 
dificultades, sus objetivos estratégicos.



Productos de la Cumbre Judicial Iberoamericana	 173
Poder Judicial • República Dominicana

•	 Crear canales de consulta y sugerencias para mejorar los 
servicios que brinda la administración de justicia y y meca-
nismos mediante los cuales la ciudadanía pueda contribuir a 
la lucha contra la corrupción.

•	 Propiciar espacios de encuentro entre actores del sistema de 
justicia y sectores de la sociedad para identificar prioridades, 
generar sugerencias y/o propuestas para que sean tomados 
en consideración en los planes de acción y proyectos de la 
administración de justicia.

•	 Fomentar el trabajo en red con el fin de coordinar los esfuer-
zos y acciones con diversos sectores, en torno al desarrollo 
de los objetivos de la justicia.

Recomendaciones relativas a la colaboración

•	 Promover acciones de coordinación con los demás Poderes 
del Estado con el fin de alcanzar la justicia como valor esen-
cial del orden jurídico, social y político.

•	 Realizar la debida coordinación interinstitucional e intersec-
torial para la óptima prestación de los servicios.

•	 Identificar los actores de la sociedad civil, instituciones 
públicas, organizaciones nacionales e internacionales para 
propiciar la interacción y la colaboración.

•	 Fomentar alianzas público – privadas que aporten al cumpli-
miento de los fines de la administración de justicia.

•	 Fortalecer la cooperación entre los países miembros de la 
Cumbre, los diversos Estados y organismos internacionales 
a fin de compartir experiencias, coordinar líneas de acción, 
intercambiar información y documentación y cualquier otro 
tipo de colaboración en pro de la mejora de la calidad de los 
servicios.
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VII.- 	Recomendaciones Operativas para la puesta en prác-
tica de la Justicia Abierta

•	 Brindar capacitación y sensibilización los operadores ju-
rídicos sobre los principios de la Justicia Abierta, para su 
incorporación en todos los ámbitos de la Administración de 
Justicia. 

•	 Promover mecanismos para que en la prestación de los servi-
cios se respeten los principios de la Justicia Abierta y se vean 
reflejados en el trato que se brinda a las personas usuarias.

•	 Propiciar procesos de cambio en la cultura judicial organi-
zacional hacia una perspectiva de apertura, mediante el 
involucramiento de todos segmentos del personal judicial.

•	 Incorporar los principios de la Justicia Abierta a las funciones 
administrativas y judiciales de los sistemas de administra-
ción de justicia.

•	 Apoyar la implementación de las políticas institucionales de 
Justicia Abierta o tendentes a su puesta en práctica.

•	 Promover la institucionalización de espacios de diálogo e 
intercambio con ciudadanía para el fortalecimiento de la 
Justicia Abierta.

•	 Promover buenas prácticas que contribuyan a desarrollar y 
fortalecer los principios de la Justicia Abierta que respondan 
a los criterios de innovación, sostenibilidad, replicabilidad e 
involucramiento.

•	 Promover la incorporación de nuevas tecnologías como un 
instrumento para el desarrollo de los principios de la Justicia 
Abierta.

•	 Identificar fuentes de cooperación internacional, socios es-
tratégicos e instancias homólogas para promover iniciativas 
de Justicia Abierta en el ámbito Iberoamericano.
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•	 Fortalecer el cumplimiento de las recomendaciones en ma-
teria de transparencia, rendición de cuentas e integridad 
de los sistemas iberoamericanos de justicia, aprobadas por 
la Cumbre Judicial, mediante reglas e indicadores para la 
autoevaluación.

•	 Fomento de la innovación tecnológica y disminución en la 
brecha digital para el mejor servicio público de justicia.

•	 Poderes Judiciales promoviendo Justicia Abierta, mediante la 
apertura, la transparencia, la rendición de cuentas, la colabo-
ración y la participación
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